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XRESUMEN
Como resumen de la investigación es necesario primeramente hacer un
análisis profundo del problema comercial en Juliaca, porque las personas que
migran de otros lugares prefieren la actividad comercial informal, es por falta de
trabajo y es más rápido y muy rentable dedicarse a esta actividad comercial,
pero en perjuicio de la ciudad, sin embargo esta política tiene sus efectos
sociales y legales especialmente  en la región Puno, específicamente en la
provincia de San Román  Juliaca; es por esta razón que planteo el problema a
investigar con este título tentativo denominado “causas sociales y legales de la
informalidad comercial en la provincia de San Román 2012-2014”.
La actividad comercial ha crecido diametralmente de manera desordenada y
muchos pobladores que emigran de diversos lugares de  la Región y el País a
la Ciudad de Juliaca optaron la mayoría de acuerdo a la actividad comercial por
la informalidad causas como el contrabando y la minería informal que permite
este crecimiento invadiendo las calles de la ciudad de Juliaca.
El contenido de la tesis está orientado básicamente a demostrar la
informalidad, las causas que la generan tanto los temas sociales y jurídicos, en
consecuencia el capítulo I está referido al problema de investigación,
explicación de la problemática que son las  “causas sociales y legales de la
informalidad comercial en la provincia de San Román 2012-2014”. El Problema
de Investigación. El problema; Planteamiento del Problema, Justificación de la
Investigación, Objetivos; Objetivo General, Objetivos Específico, Marco
Teórico, el comercio como fenómeno económico, importancia del Comercio,
origen del derecho comercial, ley general de sociedades y el comercio,
naturaleza jurídica de la sociedad, Formación de la Sociedad, la sociedad y sus
elementos, tipos de sociedad, marco conceptual, hipótesis; hipótesis general
del trabajo, Identificación de las Variables e Indicadores, metodología
aplicada a la Investigación, diseño de la Investigación, tipología de la
investigación, métodos utilizados, fuentes de Investigación, ámbito y tiempo de
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estudio. En el capítulo II, la evolución histórica del derecho comercial. En
el capítulo III, está referido al Comercio informal en la Provincia de San Román
Juliaca, Sociedades Anónimas y el comercio informal  en Juliaca, causas
sociales por el aumento del comercio informal en Juliaca, causas jurídicas por
que no funciona la legalidad en la Provincia de San Román Juliaca. El Capítulo
IV, contiene el análisis y exposición del resultado de la discusión que se
efectuara al momento de la defensa de la tesis de lo investigado, finalmente las
conclusiones al que he arribado y las sugerencias que estoy aportando en la
investigación
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ABSTRAC
As a summary of the investigation is necessary to first make a thorough
analysis of the business problem in Juliaca, because people who migrate
elsewhere prefer the informal commercial activity, it is for lack of work and it's
fast and very profitable to engage in this business, but to the detriment of the
city, yet this policy has its social and legal effects none the less especially in the
Puno region, specifically in the province of San Román Juliaca; It is for this
reason that I raise the research problem with this tentative title called "social
and legal causes of commercial informality in the province of San Román 2012-
2014".
The business has grown diametrically disorderly manner and many people
migrating from various parts of the region and the country to the city of Juliaca
chose most commercial activity according to the informality causes such as
smuggling and illegal mining that allows this growth invading the streets of the
city of Juliaca.
The content of the thesis is basically oriented to prove the informality, the
causes that generate both social and legal issues, therefore Chapter I is
referred to the research, explaining the problems are "social and legal causes
commercial informality in the province of San Román 2012-2014 ". The
research problem. The problem; Problem Statement, Rationale Research
Objectives; General goal, specific objectives, Theoretical Framework, trade as
economic phenomenon, the importance of trade, the origin of commercial law,
general corporate law and trade, legal nature of society, formation of society,
society and its elements, types social, conceptual framework, hypotheses;
general hypothesis of work, identifying variables and indicators, methodology
applied to research, research design, type of research, methods, research
sources, scope and study time. In Chapter II, the historical evolution of
commercial law. In Chapter III, is referred to informally trade in the Province of
San Roman Juliaca, Corporations and informal trade in Juliaca, social causes
for the increase in informal trade in Juliaca, legal reasons why it does not work
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legality in the Province San Roman Juliaca. Chapter IV contains the analysis
and presentation of the results of the discussion to be held at the time of the
defense of the thesis investigated what finally the conclusions to which I arrived
and the suggestions I am bringing in research
XIV
RESUMO
Como resume de a investigação e necessário primeiro fazer uma análise
aprofundada do problema comerciam em Juliaca, porque as pessoas que
migram em outros lugares preferem a atividade comercial informal, é por falta
de trabalho é mais rápido e muito rentável dedicares nessa atividade, mas em
detrimento da cidade, no entanto, esta política tem seus efeitos sociais e legais,
especialmente na província de San Roman Juliaca. É por esta razão pela qual
planteio o problema de pesquisa com este título experimental qualificado
"causas sociais e legais da informalidade comercial em a província de San
Román 2012-2014".
A atividade comercia cresceu eu formo diametralmente de maneira bagunçada
e muitas pessoas que migram de várias partes da região e do país, a cidade de
Juliaca a maioria opta mais atividade comercial a informalidade provoca tais
como o contrabando e mineração informal que permite este crescimento
invadindo as ruas da cidade de Juliaca.
O conteúdo da tese é basicamente orientado a demostrar a informalidade, as
causas que será tanto os temas sociais e legais, em consequência do capítulo I
é referido a problema de investigação. Explicando dos problemáticos "causas
sociais e legais da informalidade comercial na província de San Román 2012-
2014 ". O problema de pesquisa. O problema; planeamento do problema,
Objetivos, Justificativa de investigação; Objetivo geral, objetivos específicos,
marco teórico, o comércio como fenômeno econômico, a importância do
comércio, a origem do direito comercial, direito e comércio corporativo geral, a
natureza jurídica da sociedade, formação da sociedade, a sociedade e os seus
elementos, tipos da sociedade, marco conceptual, hipóteses; hipótese geral de
trabalho, identificando variáveis e indicadores, as metodologias aplicadas à
pesquisa projetam de pesquisa, tipo de pesquisa, métodos, fontes de pesquisa,
extensão e tempo de estudo. No Capítulo II, a evolução histórica do direito
comercial. No capítulo III, é referido comércio informal na província de San
Roman Juliaca, empresas e comércio informal em Juliaca, causas sociais para
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o aumento do comércio informal em Juliaca, razões legais porque ele não
funciona legalidade na província San Roman Juliaca. Capítulo IV contém a
análise e apresentação resultados da discussão a ser realizada no momento da
defesa da tese investigou o que, finalmente, as conclusões a que cheguei e as
sugestões que eu estou trazendo em investigação
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INTRODUCCIÓN
Es materia de investigación la problemática legal empresarial en la ciudad de
Juliaca básicamente esta actividad a abrumado y opacado al comercio formal
legal como  las sociedades anónimas u otras formas societarias  me motiva
investigar y corroborar con un aporte  para legalizar la informalidad empresarial
en la Ciudad de Juliaca tomando como punto de partida que somos zona
frontera y existe afluencia en la actividad del contrabando y también la minería
informal, servirá  como punto de partida para que otras empresas informales se
legalicen y  corroboren al crecimiento y mejoramiento de nuestra economía del
sector privado en Juliaca.
Para ello es necesario analizar la  dogmática jurídica comercial y empresarial
que existe como  pluralidad de modelos de sociedades mercantiles que ha
recogido la Ley General de Sociedades N°. 26887 de 9 de Diciembre de 1997.
¿Por qué tienen prevalencia y aceptación las empresas informales o
comercios informales y no las que la ley rige? Consideramos, que Juliaca  es
una ciudad muy prospera producto del trabajo y la población se dedica a la
actividad comercial pero prima  la informalidad,  uno de los factores de la
investigación en nuestra región, es que es zona de frontera, sin embargo no
está  demás analizar que la ley general de sociedades nos ofrece posibilidades
empresariales formales y seguras a través de la inversión de capitales, donde
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los socios gozan del beneficio de la responsabilidad limitada, pues, arriesgan
en la actividad empresarial solo los bienes o derechos aportados o prometidos
a  aportar, no más. Por consiguiente, no hay responsabilidad  de los socios
frente a posibles contingencias que pongan en riesgo el capital de la sociedad.
En estos casos los socios solamente responden por sus aportaciones.
Según la doctrina, recogida por nuestra legislación mercantil y como
referencia los socios no responden en forma personal por las deudas de la
sociedad, tal como lo señala el artículo 51 de la Ley General de Sociedades,
es decir, que los acreedores no podrán dirigirse contra el patrimonio personal
de los socios para satisfacer las acreencias que tuvieran ante la sociedad. En
buena cuenta, el único acreedor del socio es la sociedad y ante ella, el socio
responde hasta el monto del aporte comprometido. Una vez que el socio
satisfizo su aporte, desaparece la relación acreedor-deudor.
Téngase presente que esta nota característica, el de no responder
personalmente por las obligaciones sociales o el beneficio de la
Responsabilidad Limitada, ha sido el gran atractivo de la sociedad anónima
que ha permitido masificar su uso, tanto en el Perú como en el contexto
internacional. De ahí que en este tipo de sociedades estén organizados los
más grandes capitales.
Se atrae de esta forma el capital privado, limitando el riesgo de toda
aventura empresarial y se permite a su vez la libre transmisibilidad de las
acciones, las cuales pueden circular fácilmente sin depender de la capacidad
patrimonial del transferente y/o del adquiriente. Lo mismo puede decirse con la
relación a la administración de la sociedad anónima, ya que al no verse
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comprometido al patrimonio personal de los socios, éstos no necesitan
congestionar la sociedad, pudiendo más bien confiar su inversión a terceros
que administrarán las operaciones y negocios de la sociedad.
Los socios responden de las deudas sociales con todos sus bienes
actuales y no sólo con el capital aportado a la sociedad, en forma solidaria y
sin beneficio de división entre ellos, en relación a los terceros. Esta forma de
responsabilidad y de gestión social confiere importancia al elemento personal,
pues, sólo se convendrá en participar en una sociedad de esta clase si se
atribuye a los demás socios calidades personales merecedoras de confianza.
Es una forma de otórgale seguridad jurídica y más ventajas a través de la
legalidad y formalización del comercio en la ciudad de Juliaca.
1CAPÍTULO I
I PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN.
1.- EXPLICACIÓN DE LA PROBLEMÁTICA.
El mundo económico a través del avance de la tecnología estos últimos años a
evolucionado enormemente de manera desproporcional el Estado a través de
la Constitución Política del estado tiene una gran responsabilidad para regular
social y legalmente la actividad comercial empresarial que  ha  aumentado
notablemente estos últimos años por el cambio  de la política económica del
mundo moderno; el Perú se ha insertado en este tema al aplicar un giro
económico neoliberal y apertura  al mercado mundial y permitir que los grandes
inversionistas del mundo económico inviertan en diversas actividades
económicas comerciales y empresariales sin embargo esta política tiene sus
efectos sociales y legales, especialmente  en la región Puno específicamente
en la provincia de San Román  Juliaca, el comercio informal ha aumentado
desproporcionalmente por muchos factores sociales, económicos y jurídicos; es
la razón por lo que planteo el problema investigado con este título  denominado
“causas sociales y legales de la informalidad comercial en la provincia de San
Román 2012-2014”.
La actividad comercial ha crecido diametralmente de manera desordenada y
muchos pobladores que emigran de diversos lugares de  la Región y el País a
la Ciudad de Juliaca, optaron la mayoría de acuerdo a la actividad comercial,
2por la informalidad por falta de trabajo inmediato causas como el contrabando y
la minería informal  permite este crecimiento cada vez más elevado creando un
malestar al comercio legal y al empresariado en las diversas actividades
económicas en la Provincia de San Román Juliaca, estos últimos años también
viene en aumento por los  aportes de  los particulares  de invertir y hacer
empresa en este lugar del Altiplano Puneño al igual como en otros lugares del
país; sin embargo, la informalidad de manera desleal también va en aumento
por la misma  política económica que otorga confianza y seguridad, los
inversionistas locales  no se adecuan a la ley prefieren  la  informalidad y burlar
los impuestos SUNAT MUNICIPIO y otros. Entonces debe legalizarse
necesariamente  otra de las causas que favorece esta informalidad, es el
contrabando en nuestras fronteras con el vecino país Bolivia, muchas personas
sobre todo comerciantes informales se dedican a esta actividad comercial pero
informal, en partes se resisten a legalizarse por ser un modus operandi fácil
burlando una serie de controles tributarios impuestos y controles que el estado
tiene y para ello  este tema de investigación es  regulado por la Ley General de
Sociedades, sin embargo es necesario revisar otros  modelos de sociedades:
Sociedad Anónima (Ordinaria, Cerrada y Abierta), Sociedad Comercial de
Responsabilidad Limitada, Sociedad en Comandita, Sociedad Colectiva y
Sociedad Civil para otorgarles seguridad jurídica a los inversionistas y a los
informales que se resisten a legalizarse.
2.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA
En el desarrollo de la presente investigación nos avocaremos a resolver las
siguientes interrogantes:
3¿Cuál es el origen de la actividad comercial informal en la Provincia de San
Román Juliaca?
¿Cuáles son las causas sociales de la informalidad comercial en la Provincia
de san Román Juliaca?
¿Cuáles son las causas jurídicas de la informalidad comercial en la Provincia
de San Román Juliaca?
II JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN
La investigación jurídica  debe justificarse académica y científicamente por su
rigurosidad. La  tesis  tiene relevancia jurídica y, se justifica por  las siguientes
razones:
a) Gran parte de la Economía; tanto Internacional, Nacional,  regional y
local se viene desarrollando a partir de la organización de sociedades
mercantiles en los diferentes modelos societarios, de manera general
pero de manera especial en la Provincia de San Román cuya
informalidad comercial es la causa de la investigación.
b) La actividad comercial y Empresarial Peruana se desarrolla en los
modelos expuestos en la Ley General de Sociedades, donde se
expone desde la constitución, gestión, desarrollo y extinción de las
sociedades mercantiles, sin embargo, la práctica Empresarial hace
que haya sociedades muy usuales cuales son Sociedades Anónima y
Sociedad Comercial de Responsabilidad Limitada, sin embargo en la
práctica no se aplica ningún modelo de lo ya detallado en la mayoría
de los casos de la actividad comercial en la Provincia de San Román
se rigen por el comercio informal.
4c) Todo ordenamiento jurídico debe reflejar realidades y  la práctica en
las relaciones intersubjetivas, tanto de las personas naturales como
jurídicas. En consecuencia al devenir en inusual determinados
modelos empresariales, esta situación debe tener un tratamiento
jurídico el propósito de la  investigación es resolver este problema
utilizando el derecho.
d) La informalidad de las actividades comerciales a operado
activamente  en estos últimos años  en la Provincia de San Román
Juliaca por varios factores sociales económicos informales sobre
todo caso el contrabando y la minería informal.
III. OBJETIVOS
3.1. OBJETIVO GENERAL
Analizar las causas sociales y legales de la informalidad comercial en la
provincia de San Román  Juliaca, por las cuales, porque el empresariado  no
opta por legalizar o incorporar  la ley de sociedades   con esta investigación
aportare  su legalidad y demostrar que de ese modo los informales pueden
formalizar su actividad comercial por las ventajas que ofrece la ley.
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS
 Identificar las causas de carácter social, económico y jurídico para la
expansión y confianza de las demás personas naturales y jurídicas en
este tema de ineficiencia comercial en la Provincia de San Román.
5 Determinar el número de Sociedades anónimas abierta y cerrada
inscritas en las oficinas de los Registros Públicos de la Región Puno que
están debidamente legalizadas.
 Analizar las razones económicas y jurídicas por los cuales los
comerciantes de la Provincia de San Román, prefieren no formalizarse
en sociedades mercantiles dentro de la ley de sociedades.
.
IV. MARCO TEÓRICO
4.1. EL COMERCIO COMO FENÓMENO ECONÓMICO
Desde el punto de vista económico y en sentido amplio el comercio tiene por
objeto el cambio de los bienes o servicios que están en el dominio de los
hombres y que son necesarios para la satisfacción de las necesidades
humanas. Tradicionalmente se ha situado al comercio en el capítulo de la
economía Política referente a la circulación de la riqueza mediante la actividad
comercial o se produce la movilización de los bienes  que pasan de unas
manos a otras,  se ha advertido en el comercio un doble aspecto,  uno de
índole objetiva, consistente en la realización de los actos de mediación, y otro
de índole subjetiva, consistente en el propósito o ánimo de lucro, que persigue,
quien realiza la función de mediador.
4.2. IMPORTANCIA DEL COMERCIO
El cambio de bienes como medio de satisfacer las necesidades humanas
existe, desde que se inicia la relación social cuando el hombre advierte la
dificultad o la imposibilidad de producir determinados bienes que otras poseen
y que puede adquirir cambiándolos con aquellos de que dispone,  aparece así
6la forma primitiva del trueque, y aunque en ella no hay una función de
mediación existe el intercambio de unos bienes por otros.
Con el transcurso del tiempo a medida que se amplía la vida de creación, y se
hace necesaria la división del trabajo determinadas personas se dedican  a la
actividad de mediadores en el cambio de bienes de lo que hacen su ocupación
habitual con el incentivo de obtener un beneficio.
La necesidad de facilitar el intercambio  cada vez más creciente  origino la
aparición  de determinados elementos que junto con otros factores han
contribuido  a impulsar el comercio.
Para establecer la equivalencia entre los bienes objeto del cambio se crearon
las pesas, las medidas y la balanza para evitar las dificultades  del cambio
directo, se inventó la moneda como medida de apreciación común del valor de
las cosas. Sus características de poco peso facilidad de manejo y posibilidad
de conservación generalizaron su uso, dando agilidad la las transacciones. La
comunicación entre los pueblos cada vez mas intensas y frecuentes se
ensancharon  con los descubrimientos geográficos que incorporaron nuevas
áreas a la actividad comercial  mediante los descubrimientos científicos se
aplican la fuerza de la naturaleza a los medios de comunicación lo que permitió
cubrir  las distancias en tiempo cada vez más breve, la frecuencia en los tratos
y el conocimiento de las personas fomento la confianza  base del crédito que
promovió la movilización de la riqueza en forma creciente sin disponer de
dinero. El espíritu de asociación que lleva a los hombres a unir sus esfuerzos
para alcanzar objetivos comunes ,difíciles o imposibles de lograr por la acción
individual, tuvo sus primeras manifestaciones  en las caravanas formadas por
comerciantes que se unían para afrontar juntos  los riesgos de largos  y
7peligrosos proyectos y ha culminado bajo sus formas jurídicas de las
sociedades comerciales que en nuestros días han tomado a su cargo las mas
importantes empresas, y que el propio estado ha utilizado para actuar en el
campo económico con la rapidez eficiencia y facilidad que exigen las
actividades económicas.
4.3. ORIGEN DEL DERECHO COMERCIAL
El concepto de derecho comercial  ha variado en el transcurso del tiempo, en
una primera etapa  se le considero como un derecho de excepción aplicable
solo a los comerciantes,  después como el derecho de los actos, el comercio
independientemente de la condición de las personas que los realizaran en lo
amplio de su radio de acción, más tarde se le reputo como el derecho de los
actos de comercio, pero no aisladamente considerados sino realizados en
masa. Posteriormente como derecho de las empresas y por último como
disciplinas reguladoras de las economía organizada.
4.4. LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES Y EL COMERCIO
La Ley General de Sociedades (LGS), señala que: “quienes constituyen la
sociedad convienen en aportar bienes o servicios para el ejercicio en común de
actividades económicas” (art. 1). Puede apreciar del texto que el legislador no
ha querido utilizar la expresión contrato pero, como veremos, pese a su deseo
no ha podido huir del él; porque finalmente, que significa convenir, ¿acaso no
es acordar?, la misma expresión que constituye la esencia del contrato.
Tanto en la sociedad como en el contrato hay una armonía, un
entendimiento de voluntades para crear un negocio jurídico-económico. Solo
que en el caso de la sociedad se crea, además, una organización, lo cual no es
8ajeno al contrato, pues existen otros contratos que se crean y ejecutan por
medio de organización.
Además comprobamos que en numerosos artículos, la LGS, se refiere al
pacto social, como en el caso del artículo 5, que trata del contenido y
formalidad de dicho pacto. ¿Qué es jurídicamente el acto de constitución de la
sociedad, si no es un contrato? No interesa que el legislador haya utilizado la
palabra pacto; incluso al propio legislador no lo es posible escapar de la
naturaleza de las cosas.
Sin embargo, lo mismo que en el caso del contrato, en la sociedad es
posible distinguir dos momentos, uno el acto de constitución, que gran parte de
la legislación y doctrina comparada califican de contrato, y el otro, la sociedad
de la organización. Sobre este último aspecto nos ocuparemos después.
Con relación al primero es decir al llamado pacto social, o contrato
social, no podemos negar que su naturaleza se ha discutido hasta que el punto
que llega a ponerse en cuestión si nos hallamos ante un verdadero contrato,
dada la pluralidad de personas que pueden participar en el momento
fundacional de la sociedad, y el hecho de que, como consecuencia de esa
fundación, va a surgir una organización más o menos compleja, que va a dar
lugar a relaciones jurídicas, ya no directamente entre las personas que
participaron en el acto constitutivo de la sociedad, sino, entre ellas y la
organización que alcanza una personificación jurídica.
Sin embargo, la doctrina mayoritaria se inclina por indicar que, aun
cuando el contrato de sociedad tiene aspectos característicos, su naturaleza
debe mantenerse dentro del campo contractual, que se caracteriza no tanto
porque puede ser un contrato plurilateral, nota que efectivamente puede
9concurrir en el, si no de modo especial en ser un contrato de organización, en
cuanto que la finalidad esencial del contrato es precisamente crear una
organización que tiende a personificarse.
Puede decirse por consiguiente, que la sociedad surge de un contrato, el
de sociedad que tiende precisamente a crear una organización, que por
mandato legal a su vez crea una personalidad jurídica.
No hay que confundir la organización, que surge o mejor se crea para efectuar
el contrato, con la personalidad jurídica.
Esta última nace por la fuerza de la ley y no por el hecho de haberse celebrado
el contrato y creado la organización.
4.5. NATURALEZA JURÍDICA DE LAS SOCIEDADES
Para comprender la naturaleza jurídica de las sociedades como organización,
es necesario  conocer, aunque sea de manera sumaria, la figura  con
prestaciones plurilaterales autónomas, que es la modalidad  en lo que se dan
los contratos de organización. En estos contratos las partes se obligan
independientemente, es decir, sus prestaciones no se encuentran vinculadas a
las prestaciones a cargo de las otras partes. De tal suerte que si una de las
partes incumple, esto no habilita a las otras a resolver el contrato, salvo que se
trate de una prestación esencial al fin común que vertebra el contrato.
Precisamente lo que caracteriza este género de contrato es que las
prestaciones no son reciprocas, si no que se enderezan a un fin común
corriendo suertes autónomas unas respecto de otras.
Por tanto, la diferencia esencial con el contrato con prestaciones reciprocas
conocido por la doctrina tradicional como bilateral, está dada, no tanto por el
número de partes, pues en buena cuentas todo contrato es plurilateral, sino, en
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un elemento cualitativo consistente en que las prestaciones de las partes son
idénticas y comunes.
Veamos las características propias de esta categoría contractual
a. Permiten el ingreso al contrato de nuevas partes, así como la salida
de las partes originarias (piénsese en la suscripción de nuevas
acciones y en el derecho de separación).
La imposibilidad o el incumplimiento de la prestación de una de las
partes pueden generar la resolución del contrato respecto solo de la
parte que incumple, y no necesariamente del contrato en su
integridad.
b. No se le aplica la excepción de incumplimiento, por tanto, el
incumplimiento de una parte no autoriza a las otras para suspender
su cumplimiento.
c. El perfeccionamiento del contrato puede producirse de modo
simultaneo o sucesivo (piénsese en la constitución simultanea o por
ofertas a terceros de la sociedad).
d. Son por lo general contratos abiertos, lo cual permite que luego de
perfeccionamiento, el contrato se integren nuevas partes.
e. Son contratos de organización, es decir, se generan estructuras,
administraciones, con el propósito de ejecutar el contrato (ejemplo:
sociedad Joint Venture, sindicación de acciones, etc.).
f. Las prestaciones no son reciprocas, sino, que todas ellas tienden a
realizar un objeto común.
g. Los vicios del consentimiento que afectan a una de las partes solo
afectan el vínculo de tal parte, manteniéndose el contrato entre las
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resistentes partes en vigor, en tanto la participación o las
prestaciones del excluido no sea considerada esencial.
Como indicamos, en esta categoría contractual las diversas manifestaciones de
voluntad tienden a un fin único y común: la construcción de una organización y
funcionamiento de un grupo: en vista de ello, es un contrato abierto a cuantos
las partes permitan ingresar a él después de su celebración; Cada parte
obtiene de ese modo derechos cualitativamente iguales a los de las demás, por
Ejemplo, las ganancias. De este modo los contratantes se encuentran en
posiciones análogas, llamadas paritarias.
Por lo tanto el hecho de que la sociedad sea vista como una
organización  no puede constituir un obstáculo para la posición contractualista
de la sociedad.
Dicha percepción es correcta; los contratos de organizaciones o plurilaterales
despejan cualquier duda al respecto. El elemento que mejor perfila la existencia
de la sociedad es la organización; de este modo, como ya quedo expuesto,
puede afirmarse que la sociedad surge de un contrato que crea una
organización que jurídicamente también puede calificarse de contrato y a la que
la ley le reconoce personalidad jurídica distinta de la de sus integrantes.
4.6. FORMACIÓN DE LA SOCIEDAD.
Cabanellas de las cuevas, aclara este concepto cuando expresa que un
contrato de sociedad debe distinguirse del cumplimiento de las formalidades
necesarias para su regularidad y consecuente efectividad. Aunque el contrato
de sociedad no esté en condiciones de dar lugar a una sociedad regular, por
fallar los requisitos formales al efecto particularmente en materia de inscripción
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puede tener una pluralidad de efectos derivados del perfeccionamiento
contractual, aun antes de cumplir con las formalidades antedichas. En otras
palabras, aunque el acto no cree, por falta de cumplimiento de alguna
formalidad, la persona jurídica, esto no quiere decir que el contrato y la
sociedad como tal no existan para el derecho.
Lo mismo se puede predicar de nuestro sistema, que si bien el artículo
5º de la Ley General de Sociedades exige para su constitución regular, además
del consentimiento, el cumplimiento de la formalidad de escritura pública e
inscripción el Registro no sanciona con nulidad de su incumplimiento. Por lo
tanto, es de aplicación el artículo 144 del Código Civil, que prescribe que
cuando la Ley impone una formalidad y no sanciona con nulidad su
inobservancia constituye solo un medio de prueba de la existencia del acto.
Dicho en otros términos, el contrato existirá como acto y como organización,
pero no genera una persona jurídica porque no se ha cumplido el requisito que
la ley exige para que esta surja. Por consiguiente, al carecer de personalidad
jurídica será irregular.
Esto se ve corroborado cuando la Ley General de Sociedades admite
existencia legal a las sociedades irregulares, reconociendo que en este caso
existe pacto social, contrato  de sociedad, pero que el incumplimiento de
determinadas formalidades o requisitos exigido por la ley impide que se
generen los efectos que la ley establece, esto es, principalmente el surgimiento
de la personalidad jurídica distinto de los socios que la integran.
La precariedad jurídica de la sociedad de hecho y de la sociedad
irregular ha sido destacada por la doctrina “la sociedad de hecho y su similar y
la irregular tiene en nuestra ley un funcionamiento asincrónico. El propósito
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evidente en el ordenamiento vigente fue establecer este sistema quien quisiera
fundar una sociedad comercial; tendría que cumplir con los requisitos formales
que implica observar los ritos de escritura, publicación. En caso contrario,
aparece como sanción indirecta la total inestabilidad de la sociedad, cuyos
efectos principales  serán su permanente disolubilidad, la amplísima
responsabilidad de los componentes una administración común indistinta
legalmente obligatorio o restringido régimen probatorio establecido por la ley
para las relaciones entre los componentes. Pero, aun así la sociedad existe
legalmente”.
4.7. LA SOCIEDAD Y SUS ELEMENTOS
Como ha quedado dicho el contrato de sociedad es un contrato con
prestaciones plurilaterales autónomas, por tanto, goza de todo los elementos
de este género contractual. No obstante, puede distinguirse como su nota más
característica el hecho de que por mandato legal genera una persona jurídica
distinta a los de los socios que la integran y con un patrimonio autónomo.
Conviene precisar cuando hablamos de elementos de contrato de
sociedad, no nos podemos referir a los elementos que son propios del contrato
en general, sino que lo separan del resto de tipos contractuales. En este
sentido, debemos señalar que sus elementos en principio son los de contratos
con prestaciones plurilaterales autónomas, por tanto, nos remitimos al punto
cuatro del presente trabajo. Sin embargo podemos precisar aquellos que le son
propios:
Las partes se obligan a realizar aportes consistentes en obligaciones de dar y
hacer.
Dichos aportes forman un fondo común, dotado de cierta autonomía.
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Tiene como fin obtener una ganancia apreciable en dinero, a través de  un
objeto social.
Incluye el parto de reparto de ganancias y de soportar las perdidas,   que
comprenda a todos los socios sin excepción.
Contiene la organización de una estructura operativa común o Colectiva, con
ciertas reglas de actuación y control reciproco.
El objeto del contrato es esa construcción jurídica compuesta por las
obligaciones combinadas por las partes y alojadas en el clausulado del
contrato. Esta combinación de obligaciones es lo que define el tipo contractual.
Así, se nos obligamos a pagar un precio expresado en dinero, por la obligación
que asume la parte de transmitir la propiedad, estaremos ante una
compraventa, pues las combinaciones obligacionales convenidas por las partes
calzan en el tipo contractual denominado compraventa.
Sin embargo, no podemos perder de vista que los contratantes al
celebrar un contrato buscan un fin práctico: hacerse de la propiedad, ganar
dinero. En este sentido, el derecho debe poner, y en efecto lo hace al alcance
de las partes todo un repertorio de tipos contractuales para que de un modo
eficiente y seguro puedan realizar sus transacciones.
De este modo, el objeto del contrato responde a la pregunta ¿Qué se
genera con el contrato? Y la respuesta es un instrumento jurídico (combinación
de obligaciones), útil, para que las partes alcancen sus fines económicos. Por
otro lado, cuando hablamos de objeto de la sociedad nos referimos a cuestión
distinta. En este caso, la pregunta que se responde es ¿Cuál es el fin de la
sociedad? Es decir, ¿Cuál es su actividad? O para decirlo en otros términos,
¿Cuál es el negocio, la empresa que llevara a cabo la sociedad?
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El tema del objeto social es de principalísima importancia, pues, de él
depende el monto del capital social su organización, el nivel de endeudamiento,
el nombramiento de la administración, etc., el objeto social seria entonces la
actividad que la sociedad realiza en el mercado. Además, en torno al objeto
social giran otros temas que confirman su importancia. El cambio de objeto
social exige un procedimiento agravado por su aprobación y es casual que
permite el socio ejercer su derecho de separación. De ahí que la ley exija que
la sociedad describa detalladamente en qué consiste su objeto, hecho que
adicionalmente permitirá saber cuándo determinados actos exceden el objeto
de la sociedad.
En este sentido, el objeto social sirve para determinar la esfera de
facultades de los órganos sociales. Así, los administradores solo podrán actuar
dentro del ámbito de sus poderes los cuales a su turno necesariamente se
enmarcaran dentro del objeto social. De este modo, ni siquiera la Asamblea
General con mayoría absoluta podrá aprobar una operación ajena al objeto
social. La razón es que el objeto social no es solo una garantía para los
terceros. Desde luego, la asamblea puede cambiar el objeto social para
habilitar nuevos actos.
En suma, el objeto del contrato está relacionado con la construcción
jurídica que este crea, o dicho en otros términos, aquello que crea todo
contrato: una norma particular. El objeto de la sociedad se refiere a lo que se
dedica la sociedad, es decir, la manera como participa en el mercado.
4.8. TIPOS DE SOCIEDAD
En nuestro derecho, el sistema societario está compuesto por una pluralidad de
tipos de sociedad, cada uno de los cuales presenta características propias.
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Nuestra Ley General de Sociedades regula la sociedad anónima, sociedad
colectiva, sociedad en comandita, sociedad comercial de responsabilidad
limitada y las sociedades civiles.
V. MARCO CONCEPTUAL
5.1 ACTIVIDAD COMERCIAL.- La actividad comercial mediante los
descubrimientos científicos, se aplican la fuerza de la naturaleza a los medios
de comunicación lo que permitió cubrir  las distancias en tiempo cada vez mas
breve la frecuencia en los tratos y el conocimiento de las personas, fomento la
confianza  base del crédito que promovió la movilización de la riqueza en forma
creciente sin disponer de dinero. El espíritu de asociación que lleva a los
hombres a unir sus esfuerzos para alcanzar objetivos comunes, difíciles o
imposibles de lograr por la acción individual tuvo sus primeras manifestaciones
en las caravanas formadas por comerciantes que se unían para afrontar juntos
los riesgos de largos y peligrosos proyectos y ha culminado bajo sus formas
jurídicas de las sociedades comerciales que en nuestros días han tomado a
sus cargos las más importantes empresas y que el propio estado ha utilizado
para actuar en el campo económico con la rapidez eficiencia y facilidad que
exigen las actividades económicas.
5.2. ACUERDOS SOCIALES.- Las decisiones deben adoptarse por mayoría de
votos en razón de la persona, es decir, por cabeza, y no en consideración al
monto de los aportes. Empero, puede pactarse que la mayoría se compute en
razón de los aportes con la taxativa encaminada a impedir el dominio de la
sociedad por un solo socio, lo que ocurrirá, si uno de ellos representase más de
la mitad del capital. En este supuesto la ley establece que para adoptar
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decisión se necesitará además el voto de otro socio. En todo caso, si se pacta
que la mayoría se computa por capitales, el pacto social debe establecer el
voto que corresponde al o a los socios industriales.
5.3 ADMINISTRACIÓN.-Los socios colectivos ejercen la administración social y
están sujetos a las obligaciones y responsabilidades de los directores de la
sociedad anónimas.
Los socios comanditarios que asumen la administración adquieren la calidad de
socios colectivos desde la aceptación del nombramiento.
5.4 APORTES. Además de las reglas generales referentes a toda clase de
sociedades, existen reglas especiales para las comanditarias. El aporte de los
socios comanditarios debe consistir, necesariamente, en dinero o en bienes en
especie, o sea que estos socios no pueden aportar su propia actividad, si
industria.
Como la aportación es una responsabilidad del socio comanditario, ningún
pacto que pudieran celebrar los socios entre sí será válido frente a los
acreedores, quienes conservan intacto su derecho a que el comanditario
contribuya a la responsabilidad de la sociedad con la suma ofrecida en el
contrato, porque tales pactos invadirían el ámbito de la relaciones externas de
la sociedad, denominadas por normas de derecho coactivo.
5.5. ADMINISTRACIÓN DE LA SOCIEDAD.- La administración de la sociedad
comanditarias simple corresponde a los socios colectivos, es decir, a los socios
ilimitadamente responsables. Si éstos son varios la administración corresponde
a todos ellos, si la escritura no dispone otra cosa. Bien corresponda la
administración a todos los socios, en forma conjunta o separada, rigen las
reglas de la sociedad colectiva.
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Los socios comanditarios no participan en la administración, salvo pacto en
contrario; en el caso de ser designados y practicaran actos de administración
sin estar autorizados pueden ser excluidos de la sociedad respondiendo frente
a terceros y a la sociedad por los daños y perjuicios causados como
consecuencia de la gestión realizada.
5.6. CAPITAL SOCIAL.- Esta sociedad, es un tipo mixto de sociedad anónima
y de sociedad comanditaria simple. Es una modificación de la sociedad
comanditaria porque los aportes de los socios están representados por
acciones. A diferencia de la ley anterior no existe limitación a la tenencia de
acciones de los socios colectivos, que se limitaba a un tercio del capital social,
pues las dos terceras partes debían corresponder a los comanditarios. Al igual
que en la sociedad en comandita simple, ha de haber por los menos un socio
colectivo que responda ilimitadamente. Los socios comanditarios responden
sólo hasta la parte del capital que se hayan comprometido a aportar. En las
sociedades en comandita por acciones coexisten como en las simples, dos
clases de socios, los colectivos y los comanditarios y se aplican normas de
distintas naturaleza para regular sus relaciones entre ellos, con la sociedad y
con los terceros.
5.7. CATEGORÍA DE LOS SOCIOS.- En este modelo de sociedad, hay dos
categorías de socios: unos, los colectivos, que, como los socios en las
sociedades colectivas, son ilimitadas y solidariamente responsables con la
sociedad; y otros, los comanditarios, cuya responsabilidad está limitada sólo
hasta la parte del capital que se hayan comprometido a aportar.
Estas sociedades son personalistas, al igual que las colectivas. La
consideración a la persona del socio tiene capital importancia. Para los socios
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colectivos, porque la gestión de los socios que tienen a su cargo la dirección de
los negocios puede originar una pérdida ilimitada, que deberán asumir; y para
los comanditarios, porque están expuestos a la pérdida de su aporte, que
puede ser considerable. En cambio, no resultan decisivas las cualidades de los
socios comanditarios, puesto que a ellos la ley no les confiere la administración
de la sociedad.
5.8. CAUSAS SOCIALES.- El ordenamiento jurídico debe reflejar realidades y
la práctica en las relaciones intersubjetivas, tanto de las personas naturales
como jurídicas. En consecuencia al devenir en inusual determinados modelos
empresariales, esta situación debe tener un tratamiento jurídico el propósito de
la  investigación es resolver este problema utilizando el derecho, Como causa
social.
5.9. CAUSAS JURÍDICOS.- Como causa jurídica está referido a las actividades
comerciales que ha operado activamente  en estos últimos años  en la
Provincia de San Román Juliaca, por varios factores sociales, económicos,
informales, sobre todo el contrabando y la minería informal. Desde el punto de
vista jurídico las normas son aplicables o no.
5.10. COMERCIO.- Desde el punto de vista económico y en sentido amplio el
comercio tiene por objeto el cambio de los bienes o servicios que están en el
dominio de los hombres y que son necesarios para la satisfacción de las
necesidades humanas. Tradicionalmente se ha situado al comercio en el
capítulo de la economía Política referente a la circulación de la riqueza
mediante la actividad comercial o se produce la movilización de los bienes  que
pasan de unas manos a otras, se ha advertido en el comercio un doble aspecto
uno de índole objetiva consistente en la realización de los actos de mediación,
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y otro de índole subjetiva consistente en el propósito o ánimo de lucro que
persigue quien realiza la función de mediador.
5.11. COMERCIO INFORMAL.- Es una  actividad comercial que está al
margen de la ley, ha crecido diametralmente de manera desordenada y
muchos pobladores que emigran de diversos lugares de  la Región y el País a
la Ciudad de Juliaca optaron la mayoría de acuerdo a la actividad comercial por
la informalidad, por falta de trabajo inmediato causas como el contrabando y la
minería informal  permite este crecimiento cada vez más elevado creando un
malestar al comercio legal y al empresariado
5.12. COMERCIO IMPORTANCIA.- El cambio de bienes como medio de
satisfacer las necesidades humanas existe desde que se inicia la relación
social cuando el hombre advierte la dificultad o la imposibilidad de producir
determinados bienes que otros poseen y que puede adquirir cambiándolos con
aquellos de que dispone, aparece así la forma primitiva del trueque y aunque
en ella no hay una función de mediación existe el intercambio de unos bienes
por otros.
Con el transcurso del tiempo a medida que se amplía la vida de creación y se
hace necesaria la división del trabajo, determinadas personas se dedican  a la
actividad de mediadores en el cambio de bienes de lo que hacen su ocupación
habitual con el incentivo de obtener un beneficio.
La necesidad de facilitar  el intercambio  cada vez más creciente,  origino la
aparición  de determinados elementos, que, junto con otros factores han
contribuido  a impulsar el comercio.
5.13. CONTRABANDO.-Es  una actividad comercial muy activa pero ilegal que
a través de las fronteras de Bolivia y Chile ingresa al Perú por las fronteras de
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Puno productos que no se paga impuestos como es de ley, genera ingentes
cantidades de dinero a favor de los que se dedican a esta actividad, ingresa
productos diversos para la venta especialmente de los mercados de Juliaca y
Puno.
5.14. CONTRATO.- Otra de las razones por las que podría objetarse que la
sociedad sea calificada de contrato, es que el sistema jurídico impone en
ciertos casos en forma obligatoria, la formación de una sociedad. Uno de esos
casos es la llamada sociedad legal, en el Derecho Minero, a la que se refiere el
artículo 186 de la Ley General de Minería: “cuando por razón de petitorio,
sucesión, transferencia o cualquier otro título, resulten dos o más personas
titulares de una concesión, se constituirá de modo obligatorio una sociedad
minera de responsabilidad limitada, salvo que las partes decidan constituir una
sociedad contractual”.
5.15. DERECHO COMERCIAL.- El concepto de derecho comercial  ha variado
en el transcurso del tiempo, en una primera etapa  se le considero como un
derecho de excepción aplicable solo a los comerciantes,  después como el
derecho de los actos y el comercio,  independientemente de la condición de las
personas que los realizaran, con lo que, amplio su radio de acción, mas tarde
se le reputo como el derecho de los actos de comercio pero no aisladamente
considerados sino realizados en masa. Posteriormente como derecho de las
empresas y por último como disciplinas reguladora de las economía
organizada.
5.16. DERECHOS DE LOS SOCIOS.- La ley respeta el acuerdo de los socios
para distribuirse las utilidades, pero debe tenerse presente la regla del art. 40°
LGS, en el sentido que la distribución de utilidades sólo puede hacerse en
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mérito de los estados financieros preparados al cierre de un periodo
determinado o la fecha de corte en circunstancias especiales que acuerde el
directorio. Las sumas que se repartan no pueden exceder del monto de las
utilidades que se obtengan.
De conformidad con el art. 277° de la LGS., debe precisarse en el pacto social
la forma cómo se reparten las utilidades o se soportan las pérdidas. Si no se ha
previsto en la escritura la parte de utilidades que a cada socio corresponde,
ellas se distribuirán entre los socios capitalistas en proporción a sus aportes.
Todos los socios deben asumir la proporción de las pérdidas de la sociedad
que se fije en el pacto social o el estatuto. Sólo puede exceptuarse de esta
obligación a los socios que aportan únicamente servicios. A falta de pacto
expreso, las pérdidas son asumidas en la misma proporción que los beneficios.
5.17. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS SOCIOS.- Además de los
derechos que de un modo general se reconocen a los socios de toda clase de
sociedades, entre los que figuran el derecho a percibir las utilidades, se
reconocen en forma especial determinados derechos referidos especialmente a
los socios colectivos y a los comanditarios.
Los socios colectivos que ejerzan la representación de la sociedad deberán
cuidar de acordar previamente su remuneración, pues, a diferencia de la ley
anterior; estás están supeditadas a su determinación en el pacto social. Se
advierte un presupuesto distinto al caso de los administradores en la sociedad
en comandita por acciones, pues en este caso sí son remunerados. El acto
constitutivo puede ampliar la facultad de control atribuida por la ley al socio
comanditario.
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El socio comanditario que de buena fe ha recibido utilidades, según el balance
regularmente aprobado, no está obligado a restituirlas. La distribución de los
beneficios se hace con arreglo a los mismos criterios que establezca el pacto
social.
En cuanto a las pérdidas, hay diferencia en relación a los socios comanditarios,
los cuales sólo pueden perder el importe de la aportación realizada o
prometida. Tratándose de los beneficios, éstos tienen que resultar del balance
y de la cuenta de ganancias y pérdidas, que están obligadas a presentar los
socios, a quienes normalmente corresponde la administración.
Las obligaciones de los socios son mutatis mutandis las mismas que en las
sociedades colectivas, cuyas reglas se aplican supletoriamente a este tipo de
sociedades.
5.18. FORMACIÓN DE LAS  SOCIEDADES..- Cabanellas de las cuevas,
aclara este concepto cuando expresa que un contrato de sociedad debe
distinguirse del cumplimiento de las formalidades necesarias para su
regularidad y consecuente efectividad. Aunque el contrato de sociedad no esté
en condiciones de dar lugar a una sociedad regular, por fallar los requisitos
formales al efecto particularmente en materia de inscripción puede tener una
pluralidad de efectos derivados del perfeccionamiento contractual, aun antes de
cumplir con las formalidades antedichas. En otras palabras, aunque el acto no
cree, por falta de cumplimiento de alguna formalidad, la persona jurídica, esto
no quiere decir que el contrato y la sociedad cono tal no existan para el
derecho.
5.19. LEGISLACIÓN MERCANTIL.- En nuestro país, la legislación mercantil
estuvo constituida fundamentalmente por la legislación española. Así, como
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apunta Andrés Montalbán las ordenanzas de Bilbao reformulado en el año
1725 y confirmadas por Fernando VII en 1814 continuaron rigiendo en el Perú
hasta el 15 de Junio de 1853 en que se promulgo el primer Código de
Comercio Peruano.
5.20. LEY GENERAL DE SOCIEDADES.- La Ley General de Sociedades
(LGS) señala que: “quienes constituyen la sociedad convienen en aportar
bienes o servicios para el ejercicio en común de actividades económicas” (art.
1). Puede apreciar del texto que el legislador no ha querido utilizar la expresión
contrato pero, como veremos, pese a su deseo no ha podido huir del él; porque
finalmente, que significa convenir, ¿acaso no es acordar?, la misma expresión
que constituye la esencia del contrato.
Tanto en la sociedad como en el contrato hay una armonía, un
entendimiento de voluntades para crear un negocio jurídico-económico. Solo
que en el caso de la sociedad se crea, además, una organización, lo cual no es
ajeno al contrato, pues existen otros contratos que se crean y ejecutan por
medio de organización.
5.21. MINERÍA INFORMAL.- Es una actividad dedicada a la extracción de la
minería de manera artesanal informal especialmente el oro, y plata es una
actividad que está al margen de la ley comercial y empresarial, los extraídos
es vendida en  los mercados de Juliaca y estos ingresos económicos se
invierten en la región actualmente está siendo penalizado.
5.22. OBJETO DE CAMBIO.- Para establecer la equivalencia entre los bienes
objeto del cambio se crearon  las pesas y las medidas y la balanza para evitar
las dificultades del cambio directo se inventó la moneda como medida de
apreciación común del valor de las cosas. Sus características de poco peso
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facilidad de manejo y posibilidad de conservación generalizaron su uso, dando
agilidad a las transacciones. La comunicación entre los pueblos cada vez más
intensas y frecuentes se ensancharon  con los descubrimientos geográficos
que incorporaron nuevas áreas a la actividad comercial  mediante los
descubrimientos científicos se aplican la fuerza de la naturaleza a los medios
de comunicación lo que permitió cubrir  las distancias en tiempo cada vez más
breve, la frecuencia en los tratos y el conocimiento de las personas fomento la
confianza  base del crédito que promovió la movilización de la riqueza en forma
creciente sin disponer de dinero. El espíritu de asociación que lleva a los
hombres a unir sus esfuerzos  para alcanzar objetivos comunes, difíciles o
imposibles de lograr por la acción individual tuvo sus primeras manifestaciones
en las caravanas formadas por comerciantes que se unían para afrontar juntos
los riesgos de largos  y peligrosos proyectos y ha culminado bajo sus formas
jurídicas de las sociedades comerciales que en nuestros días han tomado a su
cargo las más importantes empresas y que el propio estado ha utilizado para
actuar en el campo económico con la rapidez eficiencia y facilidad que exigen
las actividades económicas.
5.23. PACTO SOCIAL.- Además comprobamos que en numerosos artículos la
L.G.S., se refiere al pacto social, como en el caso del artículo 5, que trata del
contenido y formalidad de dicho pacto. ¿Qué es jurídicamente el acto de
constitución de la sociedad, si no es un contrato? No interesa que el legislador
haya utilizado la palabra pacto; incluso al propio legislador no lo es posible
escapar de la naturaleza de las cosas. Sin embargo, lo mismo que en el caso
del contrato, en la sociedad es posible distinguir dos momentos uno el acto de
constitución, que gran parte de la legislación y doctrina comparada califican de
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contrato, y el otro, la sociedad de la organización. Sobre este último aspecto
nos ocuparemos después. Con relación al primero es decir al llamado pacto
social, o contrato social, no podemos negar que su naturaleza se ha discutido
hasta que el punto que llega a ponerse en cuestión si nos hallamos ante un
verdadero contrato, dada la pluralidad de personas que pueden participar en el
momento fundacional de la sociedad y el hecho de que, como consecuencia de
esa fundación, va a surgir una organización más o menos compleja, que va a
dar lugar a relaciones jurídicas ya no directamente entre las personas que
participaron en el acto constitutivo de la sociedad, si no entre ellas y la
organización que alcanza una personificación jurídica. Sin embargo, la doctrina
mayoritaria se inclina por indicar que, aun cuando el contrato de sociedad tiene
aspectos característicos, su naturaleza debe mantenerse dentro del campo
contractual, que se caracteriza no tanto porque puede ser un contrato
plurilateral nota que efectivamente puede concurrir en él, sino de modo
especial en ser un contrato de organización, en cuanto que la finalidad esencial
del contrato es precisamente crear una organización que tiende a
personificarse. Puede decirse por consiguiente, que la sociedad surge de un
contrato el de sociedad que tiende precisamente a crear una organización, que
por mandato legal a su vez crea una personalidad jurídica. No hay que
confundir la organización, que surge o mejor se crea para efectuar el contrato,
con la personalidad jurídica. Esta última nace por la fuerza de la ley y no por el
hecho de haberse celebrado el contrato y creado la organización.
5.24. SOCIEDADES.- Para comprender la naturaleza jurídica de las
sociedades como organización, es necesario  conocer, aunque sea de manera
sumaria, la figura  con prestaciones plurilaterales autónomas, que es la
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modalidad  en lo que se dan los contratos de organización. En estos contratos
las partes se obligan independientemente, es decir, sus prestaciones no se
encuentran vinculadas a las prestaciones a cargo de las otras partes. De tal
suerte que si una de las partes incumple, esto no habilita a las otras a resolver
el contrato, salvo que se trate de una prestación esencial al fin común que
vertebra el contrato.
5.25. TIPOS DE SOCIEDAD.- En nuestro derecho, el sistema societario está
compuesto por una pluralidad de tipos de sociedad, cada uno de los cuales
presenta características propias. Nuestra Ley General de Sociedades regula la
sociedad anónima, sociedad colectiva, sociedad en comandita, sociedad
comercial de responsabilidad limitada y las sociedades civiles.
Sin embargo, lo primero que hay que decir con relación a nuestro
sistema societario es que un sistema cerrado, es decir, no le está permitido a
los socios “crear” nuevos tipos societarios, pudiendo solo elegir entre los tipos
propuestos por nuestra ley. En tal sentido, no están admitidas las sociedades
atípicas. No obstante, la legislación expresa de los contratos para societarios
ha hecho que nuestro Derecho Societario se dinamice al permitir que la
autonomía de la voluntad recree los tipos societarios con la inclusión de una
infinidad de pactos. Convengo que en dicho caso es discutible que pueda
afirmarse que haya contrato, pues en tal situación la sociedad se forma por
imposición de la ley con prescindencia del consentimiento de las partes. Sin
embargo, ello no enerva que en general la sociedad puede calificarse de
contrato. En efecto, son numerosas las circunstancias en que la ley obliga a
contratar, pero si bien es verdad que en dichos casos resulta difícil hablar de
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contratos, a nadie se le ha ocurrido, por eso, negar en los casos en los que el
acto se realiza regularmente  que su naturaleza sea contractual.
2.26. SOCIEDAD COLECTIVA.- Las sociedades colectivas tienen una
existencia formal en nuestra legislación, sin embargo, como sea que la
presente tesis tiene como epicentro en análisis las sociedades de
responsabilidad ilimitada, desarrollamos las que están reguladas bajo esta
modalidad.
La sociedad colectiva es una sociedad de personas en las que, bajo una razón
social, todos los socios son responsables ilimitada y solidariamente por las
obligaciones de la sociedad. Los pactos que celebren para modificar esa
responsabilidad, limitándola a cada socio o alguno de ellos, carecen de eficacia
frente a terceros. En las relaciones internas, los socios pueden modificar los
alcances de esa responsabilidad.
Los socios responden de las deudas sociales con todos sus bienes actuales y
no sólo con el capital aportado a la sociedad, en forma solidaria y sin beneficio
de división entre ellos, en relación a los terceros.  Esta forma de
responsabilidad y de gestión social confiere importancia al elemento personal,
pues, sólo se convendrá en participar en una sociedad de esta clase si se
atribuye a los demás socios calidades personales merecedoras de confianza.
En relación con los alcances de la responsabilidad de los socios se suscitaban
algunos planteamientos sobre sí determinadas personas pueden intervenir
como socios en estas sociedades. Así el caso del cónyuge que requiere al
asentimiento expreso o tácito del otro, o por el juez (art. 293° C.C.) para ejercer
el comercio, profesión o industria, y formar parte de una sociedad colectiva,
asimismo, si los representantes legales de los incapaces pueden ser
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autorizados para formar sociedad de esta clase en representación del menor, o
para continuar formando parte de ella, si el causante del menor o el mayor
incapaz hubiesen sido socios en una compañía colectiva.
5.27.  RAZÓN SOCIAL.- Es uno de los elementos que debe constar en la
escritura de constitución social. Ella no puede ser adoptada por los socios en
forma arbitraria o caprichosa. La ley impone el modo de constituirla. Ha de
contener el nombre de los socios y sólo de ellos es decir, de todos los socios,
de algunos de ellos o de uno solo de ellos, pero nunca de terceros ajenos a la
compañía. Además, debe estar seguido de las palabras «Sociedad Colectiva»
o "de "las siglas « S. C.».
Quien permitiera la inclusión de su nombre en la razón social de una compañía
a la que no pertenece, quedará sujeto a responsabilidad solidaria, y responde
como si fuera un socio más. Le alcanzará la responsabilidad penal si dicha
actitud se califica como dolosa. La razón social debe poner de manifiesto, de
modo inmediato, quiénes son las personas que forman parte de la sociedad. En
esta forma, el tercero conoce desde el primer momento los alcances de la
responsabilidad y contra quién pueda reclamarla. Si uno o algunos de los
socios cuyos nombres figuran en la razón social, se separan de la sociedad, o
fallece, esto determina un cambio de la razón social, que obliga a una
modificación de la escritura constitutiva. La ley prohíbe adoptar una razón
social igual o semejante a la otra sociedad preexistente, salvo cuando se
demuestre legitimado para ello. Como sea que el carácter es personalista de la
sociedad colectiva, el pacto social no puede modificarse sino con el acuerdo
unánime de los socios, salvo que las partes hubieran dispuesto en la escritura
de constitución social la modificación por mayoría. En cuanto al voto, el
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principio general es el aporte por persona. Si se pacta que la mayoría se
computa por capitales, el pacto social debe establecer el voto que corresponde
al o a los socios industriales. En todo caso en que un socio tenga más de la
mitad de los votos, se necesitará además el voto de otro socio. Sin embargo
nada impide que el pacto social se incluya reglas relativas al régimen de
administración y establecer las limitaciones y formas de precisar la forma de
adoptar acuerdos válidos. La inscripción de la sociedad en el Registro y de todo
acto que la modifique, rige para la sociedad colectiva, pero puede oponerse a
terceros el acto modificatorio aun cuando no se hubiese inscrito, si se prueba
que tenía conocimiento de la modificación.
5.28. RELACIONES CON TERCEROS.- De la existencia de la sociedad como
persona jurídica y del hecho de contar con un patrimonio separado, deriva el
carácter especial de la responsabilidad solidaria, que vincula a los socios con la
sociedad y frente a terceros. Los acreedores de un socio o tienen respecto de
la sociedad, ni aun en el caso de quiebra del aquél, otro derecho que el de
embargar y percibir lo que por beneficio o liquidación le corresponde, según
sea el caso, al socio deudor. Tampoco puede solicitar la liquidación de la
participación en la sociedad que le corresponda al socio deudor. La
responsabilidad es solidaria, pero el socio requerido puede oponer la previa
excusión del patrimonio de la sociedad, aun cuando ésta se encuentre en
liquidación, indicando los bienes con los que el acreedor puede obtener el
pago.
Por ser el patrimonio de la sociedad un patrimonio separado del de los socios,
los acreedores particulares de éstos no pueden pedir la liquidación de la cuota
del socio mientras dure la sociedad.
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5.29. SOCIEDAD EN COMANDITA SIMPLE.- La sociedad en comandita
simple es otra de las sociedades que tiene particularidades frente a la sociedad
colectiva respecto al tipo de responsabilidad de los socios. Para ello
explicaremos los aspectos sustanciales de tales diferencias.
5.30. RAZÓN SOCIAL.- En esta clase de sociedades en obligatorio, como en
las colectivas, que la sociedad tenga una razón social formada por el nombre
de todos los socios colectivos, o por el de alguno o algunos de ellos, debiendo
agregarse, en todos los casos, la indicación «Sociedad en Comandita» o «S.
en C». El socio comanditario que consienta que su nombre figure en la razón
social, responde frente a terceros por las obligaciones sociales su fuera socio
colectivo.
5.31. SOCIEDADES EN COMANDITA POR ACCIONES.- La sociedad en
comandita por acciones se diferencias de las otras sociedades colectivas, sin
embargo, no es usual en el mundo mercantil. Veamos algunas de sus
características:
VI. HIPÓTESIS
6.1.  HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN
LAS  CAUSAS SOCIALES Y LEGALES EN QUE MEDIDA AFECTAN LA
INFORMALIDAD COMERCIAL  EN LA PROVINCIA DE SAN ROMÁN
JULIACA, ENTONCES  ES PROBABLE QUE LOS OPERADORES PUBLICOS
A TRAVÉS DE LAS INSTITUCIONES NO OPERAN Y NO APOYAN
EFICAZMENTE  FORMALIZAR EL COMERCIO FORMAL.
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6.2. IDENTIFICACIÓN DE LAS VARIABLES
6.2.1. Variable independiente:
Causas  socio jurídico que determina la ineficacia de la actividad comercial
formal en la Provincia de San Román, Juliaca.
6.2.2 Variable dependiente:
a) Desconfianza de los comerciantes en la Provincia de San Román, Juliaca
b) Poca información legal del manejo de la actividad comercial legal.
c) Desconocimiento de la ley general de sociedades mercantiles..
6.3. INDICADORES
Falta de apoyo del Estado en orientar al comerciante legal en la Provincia de
San Román, Juliaca.
Integrar el comercio informal
Combatir el contrabando y la minería informal para fortalecer la inversión legal.
VII. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN.
7.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN.
Los métodos a emplearse en la presente investigación será:
7.1.1 MÉTODO ANÁLISIS SÍNTESIS: A través de este método analizará la
problemática de la informalidad comercial en la Provincia de San Román
Juliaca  desde el punto de vista social  legal en síntesis con los resultados que
se obtendrá.
7.1.2 MÉTODO DESCRIPTIVO EXPLICATIVO: mediante este método se
acopiara toda la información sobre la problemática de la informalidad comercial
en la Provincia de San Román Juliaca  cuyo método razonado se describirá y
explicará conceptualmente y con los resultados obtenidos.
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7.1.3 MÉTODO INDUCTIVO: A través del método inductivo se partirá de las
situaciones particulares o específicas es decir porque surge la problemática de
la informalidad comercial en la Provincia de San Román Juliaca  estos últimos
años.
7.1.4 MÉTODO COMPARATIVO: mediante este método se confrontara y
comparara la problemática de la informalidad comercial en la Provincia de San
Román Juliaca con otras figuras conexas  a fin de llegar a comprender las
características peculiares.
7.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN.
Esta investigación es de tipo explicativo de nivel descriptivo no experimental
correlacionar con lo cual pretendo establecer la problemática de la informalidad
comercial en la Provincia de San Román Juliaca, desde el punto de vista social
y legal  que afecta en cuanto a la tributación a la Provincia de San Román
Juliaca.
7.3. TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN.
De acuerdo a la clasificación de los tipos de investigación jurídica, la presente
se aproxima a la descriptiva.
7.4. POBLACION Y MUESTRA
POBLACIÓN
La población estimada estuvo constituida por 1850 empresas informales, los
que NO están inscritos en el directorio de la Dirección Regional de Comercio
Exterior y Turismo Puno, durante el año 2014.
Criterios de Inclusión
Dueños de empresas informes predispuestos a responder el cuestionario.
34
Criterios de Exclusión
Dueños de empresas informes que se resisten a responder el cuestionario.
MUESTRA
La muestra se ha seleccionado utilizando el muestreo probabilístico
estratificado, de las cuales se obtuvo a 250 empresas informales de la
provincia de San Román.
7.5 PRUEBA DE  HIPÓTESIS ESTADÍSTICA.
Se utiliza el análisis estadístico descriptivo para variables cualitativas usando
las medidas de tendencia central más frecuentes tales como la moda.
Para comprobar la hipótesis  estadística se utilizó la distribución Chi cuadrada
para tablas de contingencia.
7.6TÉCNICAS E INSTRUMENTOS
Técnicas: Para el estudio se utilizó:
Entrevista, con los gerentes o empleados de los diversas
empresas informales de la provincia de San Román.
Instrumentos:
Cuestionario sobre causas sociales y jurídicas  que predominan
en las empresas informales de la provincia de San Román.
Tamaño de Muestra
Perteneciendo la encuesta a una Investigación Social y en el que se
conoce la población estimada de las empresas informales.
Consideramos por conveniente aplicar  el tamaño de muestra
probabilístico por proporciones.
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p = 0.75 (Proporción de empresas informales)
q = 0.25 (Proporción de empresas formales)
Z = 95% (Nivel de confianza)
E = 0.05 (Error de muestreo)
N = 185 (Población de empresas informales en la Provincia de San
Román)
Tamaño de Muestra
nº = 249.4
n = 250
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CAPÍTULO II
EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO COMERCIAL
1.-EN LA ANTIGÜEDAD
Los historiadores del derecho han divido en cuatro etapas la evolución del
derecho mercantil. Ellas se relacionan en cierta forma con los grandes períodos
históricos en que se divide la historia de la humanidad. El primer período
comprendería desde los tiempos antiguos hasta el renacimiento comercial
iniciado en el siglo XII. El segundo, desde el florecimiento de las Repúblicas
italianas hasta el siglo XV. El tercero, desde el siglo XV hasta la dación del
Código de Comercio francés de 1807; y el cuarto, desde entonces hasta
nuestros días. Aunque ya hemos señalado (Suipra No. 4) cuando es que
propiamente aparece el derecho comercial, las referencias históricas permiten
apreciar los antecedentes más remotos, en los que se encuentran vestigios de
normas reguladoras del tráfico mercantil. Se ha visto también (supra No. 14)
que hasta determinado momento el derecho comercial aparece confundido con
el derecho civil, pese a que las disposiciones referentes a ciertas actividades
comerciales, como las del comercio marítimo, no encontraban reglas similares
en el derecho civil, ni podían regirse por los principios de esta disciplina.
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a) El pueblo asirio. Los historiadores afirman que el comercio de mediación
apareció a orillas del Río Eufrates. Los estudios realizados en Mesopotamia por
el explorador Morgan permitieron descubrir el monolito de Hammurabi, cuyos
jeroglíficos constituyen el Código de Hammurabi, en el que se hace referencia
a relaciones comerciales.
b) El pueblo hebreo. Las escrituras aluden a las primeras caravanas de
los medianistas, a quienes José fue vendido por sus hermanos. Los hebreos
tuvieron relaciones comerciales con los fenicios, los egipcios y los ofiritas del
país de Sophala. En cuanto al derecho positivo, habría que mencionar el
Thalmud, en el que se encuentran preceptos relativos al fletamento, la echazón
y a la contribución de averías.
c) El pueblo hindú. El comercio alcanzó en la India gran desarrollo, debido
a la abundancia de productos, múltiples caminos y redes fluviales; de otro lado,
el acendrado espíritu religioso, que congregaba gran número de peregrinos en
las festividades, originó la formación de numerosas ferias y mercados. La
importancia del comercio se revela en el hecho de que esta actividad estaba
reservada a la clase privilegiada de los vaycias y prohibida a los parias. El
derecho positivo es desconocido, encontrándose algunas disposiciones
aisladas en el Código de Manú referentes al comercio marítimo, al préstamo
para estas actividades y al arrendamiento de buques.
d) El pueblo egipcio. – Las favorables condiciones geográficas de Egipto
determinaban la abundancia de productos, que se intercambiaban
frecuentemente gracias a sus vías de comunicación. De la consideración de
que gozaba el comerciante se deduce la importancia que se asignaba al
comercio. Los libros del Thaut no hacen referencia al comercio, si bien se
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supone con fundamento que, habiendo existido establecimientos destinados a
facilitar las empresas comerciales, debieron existir también leyes destinadas a
regirlas.
e) El pueblo fenicio. — El comercio tuvo gran importancia en Fenicia, al
punto que su poderío se debió a las empresas comerciales y a la creación de
colonias. El derecho positivo de este pueblo es desconocido. Sólo hay refe-
rencias indirectas a la sabiduría de sus leyes. El Profeta Ezequiel alaba la
ciencia de los magistrados de Tiro y sus instituciones mercantiles. Cartago, que
fue la colonia más poderosa y floreciente de Fenicia, alcanzó 'gran prosperidad,
acrecentada por los ventajosos tratados de comercio. La abundancia de
metales preciosos y el uso de monedas consistentes en pedazos de cuero
grabados a los que se daban un valor determinado, contribuyeron a intensificar
la actividad comercial. Aunque son desconocidas sus normas mercantiles, se
supone que existieron.
f) El derecho griego. — La actividad comercial no gozó de consideración en
Grecia. Platón y Aristóteles reprobaron esta actividad al igual que todas las
ocupaciones manuales, a las que sólo podían dedicarse manos serviles. Sin
embargo, el comercio tuvo gran desarrollo sobre todo en las numerosas
colonias griegas, gracias a las leyes de Solón y al establecimiento de un buen
sistema de pesas y medidas. Las colonias de mayor actividad comercial fueron
Corinto y Rodas. En esta última existió una poderosa marina mercante y nume-
rosas leyes marítimas. El derecho positivo estuvo contenido en las leyes
Rodias, que rigieron en todos los pueblos de Grecia y que más ¿tarde fueron
incorporadas al Digesto. De ellas sólo se conservan Fragmentos y se refieren
principalmente a leyes penales y de policía.
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g) El derecho comercial en Roma. — El derecho comercial no se distinguió
del civil ni los juristas diferenciaron el acto civil del acto de comercio. Se han
aducido varias razones para ello. En primer lugar, el hecho de que la
organización económica de Roma se basó fundamentalmente en la agricultura
y en la ganadería. El pueblo romano no fue un pueblo de comerciantes. Aun
cuando es cierto que la capital, Roma, era un gran mercado de consumo, gran
parte de la población estaba formada por esclavos, que quedaban al margen
de las relaciones jurídicas. La poca consideración que tuvo el comercio se
manifiesta en el hecho de que estuvo prohibido a los patricios. De otro lado, el
derecho romano adquirió, por obra del Pretor, flexibilidad, que le permitió
adaptarse a las necesidades de la contratación. Como jus gentium, rigió en las
relaciones con todos los pueblos incluyendo a los de intensa actividad
comercial. Sin embargo, ciertas reglas propias del tráfico comercial marítimo
que rigieron en Roma no fueron producto de elaboración de los juristas
romanos, sino de la adaptación de leyes de otros pueblos. Así ocurrió con la ley
rodia del echazón incorporada en el Digesto, en la que se establecía que los
daños y gastos ocasionados deliberadamente para salvar la nave, efectuados
en provecho de todos los interesados en la expedición marítima, debían ser de
responsabilidad común. Estas reglas, surgidas en los usos comerciales,
pasaron a las legislaciones codificadas y se encuentran contenidas en el art.
824o. de nuestro C. de C. vigente. La leyes rodias sólo fueron incorporadas
parcialmente al derecho romano en los aspectos ya indicados, pues su
contenido era más amplio y comprendía importantes materias del derecho
marítimo, como eran las referentes a robos y riñas ocurridos a bordo, arribada
forzosa, fletamento, responsabilidad de los cargadores, préstamos marítimos,
40
asociaciones, contribución de averías, salvamento de efectos y mercaderías y
otros. De las leyes rodias tomaron los romanos, igualmente, las acciones
exercitoria e institutoria. En virtud de ellas, el que ha contratado con el capitán
de la nave puede demandar al propietario por los actos del capitán o de
responsabilidad de éste o de quien lo sustituye, por reputarse que existe una
relación de mandato, o una autorización para la sustitución de persona. El
principio ha pasado a los códigos modernos y está incorporado en los arts.
599o. y 600o. del C. de C. peruano.
h) El derecho comercial en la Baja Edad Media. — Durante este periodo el
comercio terrestre sufrió notable disminución. Con la caída del Imperio Romano
y la desaparición del orden que éste impuso sé perdió la seguridad en los
caminos. En la época feudal, los señores ejercían poder soberano sobre sus
territorios y sólo permitían el tránsito mediante el pago de tributos. Más
adelante, cuando se van formando las ciudades y se constituyen agrupaciones
de artesanos y trabajadores, aumentó la actividad comercial. De otro lado, las
expediciones de las Cruzadas influyeron en el tráfico comercial, pues fue
necesario abrir nuevos caminos a través de Europa hasta llegar a Oriente, lo
que fue aprovechado para el intercambio de mercaderías, dando lugar a que se
establecieran relaciones con varios pueblos, entre ellos los árabes. Se
formaron grandes corrientes comerciales que hicieron la grandeza y la
prosperidad de las Repúblicas italianas, como Génova y Venecia. Desde el
punto de vista social y económico, se originó el empobrecimiento de los
señores feudales y el surgimiento de la burguesía como clase social, que fue
arrancando sus fueros y privilegios, bajo cuyo amparo realizaban actividades
comerciales. También se vio estimulada la actividad bancaria, pues se
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necesitaban muchos recursos para financiar las expediciones que buscaban
rescatar el sepulcro de Cristo. Por su parte, la Iglesia influyó en la formación del
derecho comercial mediante diversos factores, entre los que se encuentra la
legislación económica, pues al prohibir el pago de intereses por los préstamos
como forma de evitar las tasas usurarias, obligó a los comerciantes a buscar
nuevas formas de colocar sus capitales, "eludiendo la prohibición. Así nacieron
la sociedad en comandita, algunas modalidades de la letra de cambio, la
fortuna del mar, el préstamo a la gruesa. Al hacer su aparición la burguesía
como clase social, un nuevo tipo de relaciones económicas más flexibles,
derivado de la actividad de hombres libres y no de siervos dedicados a la
agricultura, determinó que aparecieran nuevas reglas jurídicas, pues el derecho
romano-canónico entonces vigente se había petrificado y no se adaptaba al
nuevo tipo de relaciones. Sin la intervención del Pretor, el derecho romano
perdió la flexibilidad que lo había hecho adaptable a variadas circunstancias.
Se produjo una ruptura entre el derecho romano-canónico y las exigencias de
nuevas realidades sociales.
Finalmente, la actividad de los gremios, entre ellos los de comerciantes,
contribuyó a la creación del nuevo derecho, pues el espíritu de asociación
originó la agrupación en gremios, corporaciones o hermandades o sociedades,
que lograron el reconocimiento de sus derechos.
2. DEL SIGLO XIII AL SIGLO XV
Es a partir del siglo XII cuando se produce la transformación de la vida
económica y la aparición de nuevas formas de organización social, que según
la opinión dominante dieron origen al derecho comercial con sus características
propias, conforme se ha expresado (supra No. 4). En esta etapa prosperaron
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los lugares de cambio, los centros en que se reunían los comerciantes
procedentes de diversos lugares de un mismo país y del extranjero para
cambiar sus mercaderías. Así aparecieron los mercados y las ferias. Estas
últimas, debido a su mayor ámbito de acción, ejercieron gran influencia en la
elaboración del derecho mercantil, favoreciendo la creación de los usos
comerciales. Se reconocía la autoridad constituida por representantes de los
comerciantes, que propiciaba transacciones, liquidaba sus obligaciones y
resolvía sus litigios. Fue así como, de un lado, la institución de los Consejos,
los gremios, las ferias y los mercados y, de otro lado, la influencia del cristia-
nismo, que fue suavizando las costumbres, se levantó al comercio de la
postración en que había caído como consecuencia de la desaparición del
Impero Romano. Por otra parte, el comercio se había desarrollado
principalmente por las vías marítimas, determinando que las ciudades que
gozaban de ventajosa situación geográfica alcanzarán prosperidad económica.
Las Repúblicas italianas se pusieron a la cabeza de la actividad comercial
marítima, que también tuvo gran importancia en las ciudades hanseáticas del
Mar Báltico y en los puertos de Marsella y Barcelona en el Mediterráneo.
Asimismo, es de destacar la influencia del Imperio Mongol y de la China. La
invasión de los mongoles y el impero gigantesco creado por GengisKhan
tuvieron importancia en la historia del comercio y, en consecuencia, del
derecho comercial, pues constituyeron factores que fueron debilitando, desde
la Edad Media, la importancia del Mediterráneo como centro del comercio de
esa época. Las dinastías chinas de Yuan, de origen mongólico, dieron seguri-
dad a las rutas y facilitaron las expediciones comerciales. Las fabulosas
riquezas en especies, piedras preciosas, sedas, estimularon a los comerciantes
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a seguir la ruta de Marco Polo. Ello dio oportunidad para que se pudieran
apreciar las instituciones bancarias y contables utilizadas por los árabes,
persas y chinos, habiéndose llegado a sostener que la letra de cambio fue
descubierta en las ciudades comerciales italianas varios siglos después de
haber sido inventada en China. El derecho positivo de esta etapa histórica está
formada por los llamados Estatutos Locales y las Colecciones Generales. Las
Corporaciones crearon normas del derecho positivo característico de este
período. Ellas dictaban la ley de la profesión, que era aplicada por sus propias
autoridades. A la cabeza de las Corporaciones se encontraban los Cónsules,
que eran al mismo tiempo la autoridad judicial. Los Cónsules juraban el cargo
para ejercerlo y publicaban el texto de su juramento, que contenía las reglas
jurídicas de más general aplicación. De otro lado, las deliberaciones de los
Consejos y Asambleas se compilaban en volúmenes con los juramentos,
siguiéndose un orden, cronológico. Más tarde, con el fin de ordenar los distintos
capítulos, a veces contradictorios, a veces equivocados o repetidos, se
instituyó una magistratura especial para la que eran designados los
comerciantes más prominentes, a quienes se les denominó estatutarias. Los
Estatutos eran una mezcla de los usos y prácticas comerciales de aceptación
general y de aquellas resoluciones que, aunque dictadas para un caso concreto
por los magistrados encargados de administrar justicia, debían aplicarse a los
casos que en el futuro pudieran ocurrir. Los estatutos hacían el oficio de ley y
jurisprudencia. Los Estatutos Locales se aplicaban en determinadas ciudades.
La mayor parte de ellos estaban escritos en latín lengua difícil para los
comerciantes y sus jueces y junto a las reglas de policía se encontraban
máximas generales que era preciso acomodar a la práctica. Algunos adolecían
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de falta de claridad o eran contradictorios. Todo esto hizo sentir la necesidad
de corregirlos, dándose así origen a Colecciones Generales muy notables, que
tuvieron vigencia en varios países, siendo de anotar que las que adquirieron
carácter de generalidad fueron en su mayoría las referentes al comercio
marítimo, salvo lo relacionado con la materia cambiada. Ello se debió a que las
relaciones mercantiles marítimas eran las más frecuentes en esta época y las
que demandaban con mayor apremio la unidad y la universalidad de sus
normas.
Entre los Estatutos Locales, los más notables son los de Trani, Amalfi,
Venecia, Génova, Florencia, Rimini, Ancona; los Estatutos franceses de
Marsella y. Montpelier. Son de destacar también los de Barcelona, el Código de
las costumbres de Tortosa, que en uno de sus capítulos se ocupa de los
banqueros, corredores, ferias, mercados, pesas, medidas, etc., siendo las más
importantes de sus disposiciones las que tratan del comercio marítimo, como
son las concernientes a las naves y derechos de sus dueños, del capitán,
piloto, oficiales y en general de la gente de mar, de los contratos de fletamento,
de las averías particulares y de las gruesas y de las naves que viajan en
convoy. Las Colecciones Generales tuvieron aplicación en zonas más vastas.
En el período histórico que estamos examinando el derecho comercial presenta
notas que van acentuando sus características propias. En primer término,
revela su carácter internacional gracias a los usos de los mercados y de las
ferias, a la legislación estatutaria, a las costumbres de las villas libres de Italia y
de Flandes. EL iusmercatorum llegó a ser el derecho común de los mercaderes
de todos los países, al margen de las instituciones civiles de carácter nacional.
Se trata de un derecho profesional y de un derecho corporativo. Es el derecho
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de la comunidad de mercaderes, de la profesión comercial. Ostenta un carácter
subjetivo, elaborado en consideración a la persona de los comerciantes, en
razón de que estas personas están sometidas a un estatuto especial. Entre las
Colecciones de Estatutos, o Colecciones Generales, destacan el Consulado del
Mar, los Roles o Juicios de Olerón, las Leyes de Wisbuy, el Guion del Mar y las
ordenanzas de la Hansa Teutónica.
a) El Consulado del Mar. — Tuvo vigencia en el Mar Mediterráneo. Hay
quienes afirman que su lugar de origen fue Barcelona, aunque no han faltado
quienes sostienen que fue Pisa o Marsella. No ha podido precisarse quien fue
su autor, siendo lo más probable que intervinieran en su redacción varias
personas experimentadas en lo concerniente al derecho marítimo, que fueron
recogiendo sucesivamente en este libro los resultados de observaciones y
estudios hechos en distintos tiempos y lugares.
En cuanto a la época de su aparición, las opiniones están divididas,
refiriéndolas algunos al siglo IX, otros al siglo XI, otros al siglo XIII, y otros al
XIV. Su contenido comprende las instituciones del Derecho Marítimo, salvo las
referentes al seguro y al préstamo a la gruesa. Si bien el Consulado del Mar no
puede ser considerado como un verdadero Código porque le falta unidad y
sistematización, es el monumento legal más completo que se conoció hasta su
aparición. Fue la ley común de navegantes y comerciantes universalmente
adoptada porque contenía todas las leyes y costumbres de las principales
plazas marítimas.
b) Los Roles o juicios de Olerán.- Esta Colección tuvo también
importancia entre las que se publicaron en esta época; Su aparición se fija
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antes de la segunda mitad del siglo XIV. Algunos autores afirman que los Roles
son anteriores al Consulado del Mar y que hasta pudieron servirle de base. En
cuanto al lugar de su aparición, hay quienes sostienen que fueron publicados
en Inglaterra, pero predominan los argumentos en el sentido de que se
publicaron en la isla francesa de Olerón, de la que tomaron el nombre.
Respecto a su autor, la opinión predominante es que se debieron a la iniciativa
de Leonor de Guyena, quien lo hizo redactar. El nombre de Roles con que se
les conoce, deriva, para algunos, del hecho que estaban escritos sobre
pergaminos enrollados; para otros, de que las decisiones judiciales se
consignaban en el rol o libro que llevaban las naves para anotar los contratos
de enganche de la tripulación. Los Roles no tienen carácter legislativo. Se trata
de una compilación particular, formada con las decisiones judiciales que se
dictaban por los jueces del mar de la isla de Olerón resolviendo los casos prác-
ticos en armonía con los usos y costumbres que regían las transacciones
comerciales marítimas en los mares de Occidente. Su contenido concierne a
las actividades del comercio marítimo, la condición de las personas que prestan
servicios en la nave, el salvamento del buque, el echazón, las pérdidas
ocasionadas por la mala estiba, las averías, etc. Su importancia fue tan grande,
que no sólo sirvieron de base a otras compilaciones, sino que de ellas se ha
servido el derecho marítimo moderno.
c) Las Leyes u Ordenanzas de Wisbuy.- La isla sueca de Wisbuy era en el
siglo XII el centro del comercio marítimo en el mar Báltico. Allí aparecieron
estas ordenanzas, no antes del siglo XIV y se deben probablemente a la acción
de comerciantes residentes en la misma plaza sin intervención de la autoridad
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pública. Hay una gran variedad de elementos que integran su contenido,
adoptándose reglas y preceptos consuetudinarios.
d) El Guión del Mar. — Es una compilación que apareció entre 1556 y
1584, y contiene una serie de reglas referentes al seguro marítimo, muchas de
las cuales han pasado a las codificaciones modernas. Se atribuye su redacción
a los comerciantes de Rúan.
e) Las Ordenanzas Marítimas de la Hansa Teurónica. — Fueron publicadas
en 1591 y contienen los reglamentos de la Liga Hanseática, que fue la
agrupación de las ciudades alemanas asociadas para defenderse de los
asaltos de los piratas del Báltico y del Mar del Norte. El desarrollo que alcanzó
el comercio de esta zona dio origen a numerosos tratados y alianzas entre las
ciudades y a las asociaciones entre comerciantes para lograr la protección
legal que no les era fácil obtener por la falta de relaciones de carácter
internacional. Con la generalización de los tratados y alianzas comerciales que
se fueron formando se dio nacimiento a lo que habría de denominarse la Hansa
Teutónica, que influyó en el desenvolvimiento del comercio y de las reglas refe-
rentes al mismo. Inicialmente pactadas entre Liibeck, Bremen y Hamburgo,
llegó a agrupar a cerca de 80 villas, cada una de las cuales elegía sus
diputados a una Asamblea, que fue la que redactó los reglamentos de la Liga.
Las Ordenanzas contenían disposiciones destinadas a reglamentar el comercio
marítimo, recogidas de las costumbres de las ciudades que formaban la Liga.
3. DEL SIGLO XV AL CÓDIGO DE COMERCIO FRANCÉS
La tercera etapa de la revolución histórica del derecho comercial resulta
sometida a la influencia de determinados acontecimientos de orden geográfico,
social, económico y político que se han proyectado al mundo contemporáneo.
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En esta época se producen los grandes movimientos del Renacimiento y la
Reforma. Se abren nuevas y más amplias rutas para el comercio marítimo. El
Océano Atlántico va a disputar al Mar Mediterráneo la importancia en el tráfico
comercial. Portugal, España, Francia, Inglaterra van a jugar rol preponderante
en esta actividad. El descubrimiento del Cabo de Buena Esperanza abre un
nuevo camino a las Indias y más tarde el descubrimiento de América originó la
expansión colonial. De otro lado, la Reforma Religiosa dio lugar a
persecuciones y a la expulsión, de los países católicos, de quienes se
apartaban del dogma romano, lo que determinó su emigración hacia las tierras
recién descubiertas. Se fundaron factorías, colonias y se ampliaron los
mercados internacionales. La explotación de los territorios del nuevo
Continente provocó una gran afluencia de metales preciosos hacia Europa. La
riqueza mobiliaria fue aumentando considerablemente su importancia. Se origi-
naron múltiples problemas monetarios y bancarios, que determinaron el
perfeccionamiento y la creación dé muchas instituciones comerciales. Las
operaciones de banca encuentran las condiciones favorables a su
desenvolvimiento. Los valores mobiliarios, créditos, empréstitos de ciudades y
del Estado, van haciendo su aparición. Se crean los primeros bancos europeos,
como el de San Jorge en Milán y San Ambrosio en Florencia y las Bolsas en
Flandes. Para la explotación de las riquezas coloniales se organizan las pri-
meras compañías de Colonización de las Indias Orientales Holandesas, a las
que seguirían las de los demás países colonizadores. Se ha sostenido que
esas compañías son el antecedente histórico de las sociedades anónimas.
Paralelamente, se advierte el desenvolvimiento de las doctrinas proteccionistas
que procuran estimular la actividad de los cambios interiores, en desmedro del
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comercio internacional. Por otra parte, la destrucción del feudalismo y el
acrecentamiento del poder del Estado determinaron que pasara a éste la
autoridad legislativa. Las normas emanan de un poder exterior al de los
comerciantes. Se toman menos en cuenta las costumbres y los usos y se
dictan normas más rígidas, que en muchos casos restringen la libertad
comercial ostentan contra ella. De este modo se van presentando los
elementos propicios para la nacionalización del derecho mercantil y su
codificación. El iusmercatorum se va diversificando en muchos sistemas
jurídicos nacionales. El fortalecimiento del poder real, firme y centralizado, le
permite ejercer función legislativa mediante edictos. Francia es el primer país
en que el poder de los reyes se afianza y es allí donde se expiden los primeros
edictos y más tarde las Ordenanzas de 1673, debidas a la iniciativa de Colbert,
bajo el reinado de Luis XIV, para regular el comercio terrestre. Posteriormente
se expidieron las Ordenanzas de 1681, referentes al comercio marítimo. Ambas
ejercieron influencia en ti C. de C. francés de 1807.En esta misma etapa
histórica aparecen los primeros comentaristas. Con relación a las Ordenanzas
francesas de 1673, los principales exégetas fueron Jóusse, Bornier y Boutaric.
La Ordenanza de 1681 fue comentada por Valian y Emerson. Pothier escribió
tratados sobre la letra de cambio y el derecho marítimo. Pero es en Italia donde
se forma una escuela de comentaristas, que arranca del siglo XIV con los post-
glosadores Bartolo y Baldo. En el siglo XVI, con Stracca y Ancone, el derecho
comercial adquiere categoría científica. El siglo XVI es de gran producción
doctrinal, con Scaccia, Rocco, de Lucca, Ansaldo, y a principios del siglo XVIII
aparece la obra de Casaregis y de Genes. Puede afirmarse que es italiana la
primera escuela del derecho comercial, que confiere jerarquía autónoma a esta
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disciplina. También corresponden a este período las disposiciones dictadas por
el poder real en diversos países de Europa, como Inglaterra, Alemania, etc.
4. DEL CÓDIGO FRANCÉS HASTA NUESTROS DÍAS
Esta etapa histórica está marcada por el movimiento de codificación del
derecho comercial, que se inicia con el C. de C. francés de
1807.Acontecimientos políticos de honda trascendencia habrían de ejercer una
influencia decisiva en los distintos aspectos de la vida de los pueblos y, desde
luego, en el ámbito del derecho en general y del derecho comercial. La
Revolución Francesa proclamó la libertad comercial como ' expresión de uno
de los principios rectores de las nuevas formas de vida social. La Ley
Chapelier, inspirada en esos principios, abolió las Corporaciones por reputarlas
expresión de un régimen de castas contrario a la igualdad de todos los
ciudadanos ante una legislación uniforme. En el campo del derecho comercial,
la repercusión fue que éste dejó de ser un derecho profesional que regulaba
únicamente la actividad de los comerciantes para convertirse en un derecho de
carácter objetivo, basado en la noción abstracta del acto de comercio.
a) Derecho Comercial francés. — Bajo el imperio de las ideas que se
acaban de exponer se elaboró el C. de C. de 1807, que presenta la
particularidad de haber sido elaborado por juristas, lo que no había ocurrido
con las disposiciones que hasta entonces y en diversas épocas habían regido
la actividad comercial. Los Estatutos de las corporaciones fueron reglas
dictadas por los gremios formados por comerciantes que recogían costumbres
impuestas por las prácticas de los negocios y eran aplicados por los Cónsules,
también comerciantes, que se encontraban a la cabeza de la jurisdicción
comercial. El movimiento de codificación iniciado con el Código francés fue
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seguido en la mayor parte de los países de Europa, muchos de los cuales lo
adoptaron como propio. Napoleón decretó su introducción en Italia el 17 de julio
de 1808 para que comenzara a regir desde el 1o. de setiembre siguiente.
Constituido el Reino italiano, se procedió a la unificación de la legislación
mercantil, de la que fue expresión del C. de C. de 25 de junio de 1865, que
debía comenzar a regir el 1o. de enero de 1866.Con el fin de armonizar este
Código, basado en el francés de 1807, con las nuevas prácticas comerciales,
se nombró una Comisión, de cuyos trabajos habría de resultar el C. de C. de
1883, que rigió hasta 1942, en que se unificó la legislación civil y mercantil en
el C.C. de ese año.
b) Derecho comercial español- En España se publicó el primer C. de C.
en 1829, tomando en cuenta para su preparación, fundamentalmente, el C.
francés. La creciente actividad comercial originó la dación de gran número de
leyes aisladas que hicieron urgente su sistematización, lo que dio por resultado
un Proyecto que con las debidas revisiones habría de convertirse en el Código
de 1885, que considera el derecho mercantil como un derecho independiente,
con principios propios, distintos de los del derecho civil, y que se basa en el
criterio objetivo del acto de comercio y no en la persona del comerciante como
había sido en el Código anterior. La codificación española tuvo especial
significación en los países latinoamericanos que fueron colonias de España, los
cuales la adoptaron con pocas modificaciones. En el Perú, el C. de C. español
de 1829 fue adoptado por el primer C. de C. promulgado en 1852, que fue
sustituido por el C. de C. vigente, de 1902, al que sirvió de modelo el Código
español de 1885.
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c) Derecho comercial alemán.— En Alemania, las Ordenanzas que se
había dictado en todos los Estados sobre instituciones comerciales, unidas al
Código general de los Estados prusianos de 1794, constituía la legislación
mercantil en la primera mitad del siglo XIX, siendo esta nación una de las que
mayor resistencia presentó para adoptar como modelo el Código francés de
1807.Empero, como el desarrollo del comercio requería una legislación
uniforme y sistematizada, ésta se logró gradualmente en referencia a diversas
materias y en los distintos Estados alemanes hasta que la Constitución Imperial
de 16 de abril de 1871 declaró leyes del Imperio a la Ley General del Cambio,
el Código General de Comercio alemán y las Novelas de Nuremberg. El C. de
C. no sólo tuvo en cuenta el modelo francés de 1807 sino también los principios
del derecho romano, que constituían el derecho privado y eran el elemento más
importante de la cultura jurídica del país. El Código alemán fue una obra
original en cuanto reflejó las doctrinas autonomistas del derecho comercial,
pero le faltaron algunas disposiciones relativas a diferentes instituciones, cómo
los contratos de edición, cuenta corriente, hipoteca naval, seguros y quiebras.
Las deficiencias señaladas hicieron sentir la necesidad de una reforma, lo que
dio lugar al nuevo Código de 1900, qué, aunque señaló un progreso sobre el
anterior, no logró salvar todas sus deficiencias. El Código ha sido completado
con numerosas leyes que regulan distintas instituciones mercantiles. Entre las
más importantes están la ley cambiaria, las de sociedades por acciones, la de
Bancos, de sociedades cooperativas, de quiebras, sobre hombres de mar,
siniestros marítimos, sobre sociedades de responsabilidad limitada, en
comandita, por acciones, etc.
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d) Derecho comercial suizo. — La legislación en Suiza fue muy variada,
pues su organización política en cantones dificultó la existencia de un derecho
común que supliera las deficiencias de los usos y de la legislación mercantil. El
movimiento para unificar la legislación mercantil culminó con el Proyecto
Münzinger con el título de “Ley Federal sobre las Obligaciones y del Derecho
Mercantil”, que , con las debidas observaciones se convirtió en el Código
Federal sobre las obligaciones, para entrar en vigencia el 1o. de enero de
1883.
El Código se inspiró en el Código francés y en el alemán, especialmente en
este último. Pero su característica principal es que no es un verdadero código
de comercio, puesto que sus reglas se refieren a las obligaciones civiles y
mercantiles, si bien predominan las de este último carácter, al punto que se
afirmó, no sin razón, que en el Código suizo se advierte ya la tendencia a
comercializar el derecho común mediante la unificación legislativa de las
normas del derecho comercial y del derecho civil. Posteriormente, se promulgó,
el 10 de diciembre de 1907, el C.C. federal, que empezó a regir el 1o. de enero
de 1912.
e) Legislación anglo-americana. — El sistema legislativo inglés, que podrían
llamarse el sistema sajón, comprende, además de la Gran Bretaña, las ex-
colonias y posesiones inglesas, los Estados Unidos de Norte América y los
Estados escandinavos. Se caracteriza principalmente por la inexistencia de un
Código de Comercio. El derecho mercantil de Inglaterra forma parte del
derecho común. Las fuentes del derecho inglés son la costumbre
(commonlaw), la ley escrita (statutelaw) y la jurisprudencia (lawreports)
contenidas en las colecciones oficiales. Se advierte un movimiento que tiende a
54
intensificar la actividad legislativa, reemplazando por normas legales lo que
antes estaba regido por la costumbre. Las principales leyes mercantiles son las
que conciernen a instrumentos cambiarios (Bill of Exchange Act), leyes sobre
quiebras y sobre sociedades. En el comercio marítimo puede citarse la ley de la
marina mercante, que por su amplitud y sistematización constituye un feliz
ensayo de codificación. En los Estados Unidos, se encuentra, además del
common law, la: ley, que puede ser s tatú te law, si son normas emanadas de
los Estados en particular o las nacional laws, son votadas por el Congreso
federal para todo el territorio. Las leyes más importantes son las referentes a
quiebras, bancos, compañías de ferrocarriles, marcas comerciales y las leyes
sobre trusts. Y, en referencia al derecho marítimo, las de registro de buques,
transporte de pasajeros por mar, conocimientos, transporte de mercancías.
f) Derecho comercial ruso. — Hasta la revolución de 1917 regía el
Torguvy Oustaw, que era un verdadero C. de C. inspirado en el Código francés
y en la legislación alemana, pero con algunas características originales.
Además había una serie de leyes complementarias. Después de la revolución
de 1917 suprimido el régimen de la propiedad privada y de la libertad de
comercio, la legislación mercantil se orientó hacia el pequeño comerciante, el
agricultor, el artesano, y a regular las relaciones comerciales de los organismos
del Estado. La nueva política económica de 1921 autorizó a los campesinos a
disponer del producto de su trabajo, así como el funcionamiento del mercado
libre para venderlos y para el cambio entre productos industriales y agrícolas, o
sea, que se admitió la libertad del comercio interior. Así estuvo consagrado en
el Art. lo., inc. g) de la segunda Constitución de la Federación Soviética del 6
de julio de 1928, en la que se atribuyó a los órganos supremos de la Unión de
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las Repúblicas Socialistas Soviéticas la función de dirigir el comercio exterior y
determinar el régimen del comercio interior con la limitación establecida más
tarde en el art. 15o. de la Tercera Constitución, de 11 de mayo de 1925, en el
sentido de que “todas las tierras, bosques, depósitos minerales, saltos de agua,
fábricas y empresas industriales, ferrocarriles y transportes acuáticos y aéreos,
y todas las medidas de comunicación, son propiedad del Estado socialista”.
Dentro de este esquema se elaboró el C.C., que unificó el derecho privado y
que comenzó a regir el 1o. de enero de 1925. Los derechos concedidos en el
Código tienen como límite que no se ejerzan “en contradicción con su finalidad
económico-social”, según reza el art. 1o.La inclusión del derecho mercantil en
el C.C. fue objetada por muchos juristas que sostenían la necesidad de
establecer normas propias de las instituciones comerciales paralelas a las
civiles, pronunciándose por la existencia del derecho comercial al lado del civil.
Fruto de estas ideas fue la dación en 1924 de las leyes Sobre patentes de
invención, sobre muestras, dibujos y modelos industriales, sobre marcas de
comercio (1926), sobre nombre comercial (1927); sobre documentos entre-
gados por los almacenes de depósitos, regulando el depósito comercial ; sobre
la letra de cambio, sobre los monopolios industriales del Estado y sus
empresas comerciales y sobre operaciones de suministro y de trabajos
públicos; obligación de llevar libros de comercio; de matriculación en el
Registro de comercio y de la declaración de quiebra. Si bien la noción de
comerciante resulta legalmente configurada, tiene un contenido más restringido
que en los países no socialistas. En cuanto a la empresa comercial o industrial,
la legislación la considera como una entidad económica que agrupa dentro de
una unidad compleja un conjunto de recursos personales y materiales que
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tienden a resultados económicos determinados. Se reputa que el fin propio de
la empresa comercial es el de realizar operaciones comerciales. Las
sociedades anónimas fueron reguladas en cuarenticuatro artículos del C.C. de
1922, reformados por la ley de agosto de 1927, reconociéndoseles las mismas
características que ostentan en el derecho comparado: limitación de la
responsabilidad de los socios, adquisición de la personalidad mediante el
registro, división del capital en acciones, autorización gubernativa. Se
estableció la participación en ellas del Estado soviético y de sus instituciones y
empresas, pudiendo afirmarse que en su mayor parte se hallan vinculadas al
agrupamiento de i capital del Estado y del privado más que a éste únicamente.
Esta clase de sociedades resultan sometidas por la ley de 1927 a un doble
régimen. Se les considera como sociedades estatales si los estatutos prevén
que las acciones deben pertenecer a instituciones v empresas del Estado
únicamente, y en tal caso están sometidas a la tutela gubernamental; y son
sociedades mixtas cuando el cincuentaiuno por ciento de las acciones deben
pertenecer necesariamente a instituciones o establecimientos estatales, o
cuando tienen el derecho de elegir por lo menos la mitad de los titulares en
funciones electivas en la sociedad, o percibir la mitad, por lo menos, de las
utilidades. En el art. 540. del Código se considera que pueden ser objeto de
propiedad privada, entre otras, las empresas mercantiles e industriales, las
mercancías cuya venta no estuviese prohibida por la ley y todos los bienes que
no estuvieses excluidos del comercio privado. Según la Constitución de 1936,
se reconoce la existencia de los comerciantes, así como la propiedad privada.
El comercio de consumo quedaba fuera de la actividad estatal, pudiendo
adquirirse las mercancías propias de este ramo. El régimen del mercado y el de
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distribución y del consumo es igual que en los países capitalistas. La moneda
es medio de cambio indispensable en la economía soviética y es objeto de
propiedad privada, al igual que los objetos de consumo. Además del Código y
de las leyes mencionadas, hay otras sobre empresas mercantiles del Estado,
sobre derecho cambiario, transporte terrestre y marítimo.
Pese al avance de la economía socializada y a la colectivización, se
mantuvo el derecho contractual del comercio privado, el de las relaciones de
cambio, cobrando mayor impulso al penetrar en el campo de la economía
socialista y en el ámbito de la economía del Estado basada en un Plan único.
Progresivamente se tuvo que recurrir a los métodos capitalistas, tomándose en
cuenta ‘los principios del “cálculo comercial”, que sirven de pauta a las
empresas comerciales, tanto en su organización como en contratos en sus
relaciones de negocios, bien con los órganos del Estado o con los particulares.
No han faltado juristas en la propia Unión Soviética que han afirmado que la
base esencial de todo derecho es el intercambio de mercaderías
(Pachukanis).Más recientemente se acentúan las tendencias orientadas hacia
la adopción de determinados procedimientos propios del capitalismo como
medio de estimular la producción, lo que ha de originar modificaciones en el
sistema legislativo.
5. INICIO DEL DERECHO COMERCIAL EN EL PERÚ
5.1. LEGISLACIÓN  Y CODIFICACIÓN
Durante la Colonia rigieron en el Perú las Ordenanzas de Bilbao y las
leyes contenidas en el Libro IX de la Novísima Recopilación. Las Cortes de
Cádiz de 1810 acordaron la preparación de un C. de C., habiéndose nombrado
la Comisión respectiva, pero la situación política originada por los movimientos
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de la independencia americana detuvieron los trabajos. Las Ordenanzas de
Bilbao continuaron rigiendo en el Perú durante los primeros años de la
República hasta la dación del C. de C. de 1853 y aun después de la
promulgación de éste en lo que no se le opusiera. El Código de Comercio de
1853 fue tomado del Código español de 1829, literalmente. Al poco tiempo se
hizo sentir la necesidad de remplazaría y siguiéndose el modelo de legislación
española, que contó con un nuevo Código, el de 1885, se dictó en el Perú el C.
de C. de 1902, promulgado el 15 de febrero, que comenzó a regir el 1o. de julio
del mismo año. Al adoptarse el Código de Comercio español de 1885 como
modelo de nuestro Código de 1902, se introdujeron algunas modificaciones por
la Comisión Reformadora y, en su oportunidad, por el Congreso. Las más
importantes consistieron en la adopción del sistema cambiario del Código
Italiano de 1883, en vez del español, cambio que resultó acertado'; la
incorporación de la Sección VI del Libro 1 sobre rematadores y martilleros, que
se tomó del C. de C. argentino reformado en 1889; la incorporación, al Código,
de leyes dictadas con anterioridad a su promulgación, entre las que deben
citarse la expedida sobre cuenta corriente de 15 de enero de 1900, tomada del
Código chileno de 1865, a través de su versión en el argentino de 1889; la ley
sobre prenda mercantil, Bancos Hipotecarios y cheques, dé, respectivamente,
9 de octubre, 14 de diciembre de 1891 y 2 de enero de 1889, con las modi-
ficaciones introducidas el 29 de setiembre de 1891 y 5 de setiembre de 1892.Al
mismo tiempo se encomendó a diversos organismos la elaboración de varios
textos, como el reglamento del Registro Mercantil, la ley sobre sociedades
cooperativas, la ley de hipoteca naval y los reglamentos sobre martilleros y
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bolsas comerciales y sobre Cámaras de Comercio; todo ellos reclamado con
insistencia por los sectores interesados.
5.2. EL CÓDIGO DE 1902
El Código actual obedece a un Plan que agrupa las materias en cuatro
Libros. El primero trata “De los comerciantes y del comercio en general’'; el
segundo, “De los contratos especiales de comercio*', el tercero, “Del Comercio
Marítimo” y el cuarto “De la suspensión de pagos, de las quiebras y de las
prescripciones”. El Plan del Código vigente coincide con el anterior de 1855,
salvo la supresión del Libró V, relativo a la jurisdicción mercantil, que carecía
de razón de ser al suprimirse la jurisdicción de los Tribunales del Consulado,
encargados de conocer los litigios entre comerciantes. El contenido del Código
vigente tuvo que ser, necesariamente, más rico que el de 1855* ya que su
finalidad fue, precisamente, suplir los vacíos de éste e incorporar a la
codificación comercial muchas leyes expedidas con posterioridad al primer
Código de la materia. El Código de Comercio de 1902 se apoya en dos bases
fundamentales: la independencia del derecho mercantil frente al derecho civil y
el sistema objetivo para la acotación de la materia mercantil. El primer aspecto
destaca el carácter autónomo de esta disciplina, basado en su extensión y
creciente importancia, que la convierte, de un derecho excepcional o particular
subordinado al derecho civil como una rama de éste, en un derecho autónomo,
con un cuerpo de doctrina y normas propias, es decir, como un derecho
especial. El carácter objetivo del derecho mercantil significa que el Código
vigente a diferencia del anterior, considera, no la condición de las personas
como comerciantes para delimitar la materia mercantil, sino la naturaleza de los
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actos y operaciones mercantiles, cualquiera que sea el estado o profesión de
quienes los celebran.
5.3. LA REFORMA DEL CÓDIGO DE COMERCIO
El 16 de marzo de 1929 se expidió la Ley No. 6606, que acordó autorizar
al Presidente de la República para designar a los miembros de una Comisión
Reformadora del C. de C., la que debía estar integrada por un Vocal de la
Corte Suprema de la República, que la presidiría; un delegado de la Cámara de
Diputados; uno de la Cámara de Senadores; uno de la Universidad de San
Marcos; y un representante de la Cámara de Comercio de Lima. No
habiéndose asignado los fondos necesarios para el funcionamiento de la
Comisión, quedó el encargo sin cumplirse por varios años. Entre tanto en los
círculos interesados del país se seguía insistiendo en la urgencia de llevar
adelante esos trabajos. El Decano del Colegio de Abogados de Lima en 1933,
doctor Lino Cornejo, por oficio de 23 de noviembre de 1933, dirigido al Ministro
de Justicia, calificó la reforma como urgente e inaplazable. Continuas
peticiones en igual sentido determinaron que el Gobierno expidiera el Decreto
de 20 de octubre de 1936, nombrando una Comisión de honorem para
efectuarla. La Comisión inició sus trabajos, pero no llegó a presentar ningún
Proyecto. Correspondió al propio doctor Cornejo, cuando ocupó el Ministerio de
Justicia, refrendar la Resolución Suprema de 12 de julio de 1941, que ordenó
asignar los fondos suficientes en el Presupuesto de 1942 para este cometido y
designó, por Resolución Suprema de 31 de marzo de 1942, los miembros de la
Comisión, que fue instalada y empezó sus trabajos el 10 de abril de 1942,
habiendo celebrado setentaidós sesiones y redactado algunos artículos del
ante-Proyecto, todo lo cual se dio a la publicidad. Posteriormente, por mandato
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legal se amplió el personal de la Comisión, a la que debía pertenecer un
delegado de la Asociación de Cámaras de Comercio. Los trabajos de la
Comisión quedaron paralizados por muchos años hasta 1961, año en que,
durante la gestión ministerial del doctor José Merino Reyna, se instaló la
Comisión con nuevo personal, Al asumir el Ministerio de Justicia y Culto el
doctor Geraldo Arosemena Garland, se dotó a la Comisión de los elementos
indispensables para proseguir su labor. Se aprobó con carácter provisional el
esquema presentado por uno de sus miembros, y se acordó abordar la reforma
de modo parcial, iniciándola por aquellas instituciones que requerían con más
urgencia su revisión. Fue así como se elaboró, en primer término, el
Anteproyecto de Títulos-Valores y, luego, el de Sociedades Mercantiles.
5.4. ORIGEN DE LAS LEYES SOBRE SOCIEDADES MERCANTILES
TÍTULOS-VALORES Y MERCADO BURSÁTIL
El primero de los mencionados anteproyectos fue remitido al Ministerio-de
Justicia y Culto en agosto de 1962; y una vez publicado fue materia de examen
por una serie de entidades y personas interesadas. El Colegio de Abogados de
Lima, por ejemplo, promovió un forum para hacer un estudio exhaustivo de
dicho Anteproyecto. Todos estos aportes fueron tomados en cuenta por la
Comisión para introducirle algunas modificaciones, las que luego se
transmitieron al Ministerio de referencia. Posteriormente, el Anteproyecto fue
remitido a las Cámaras Legislativas, lo que dio lugar a la dación dé la Ley
15579, que autorizó al Poder Ejecutivo' “para promulgar la Ley ‘Libro de los
Títulos-Valores’ del Código de Comercio, sobre la base del proyecto elaborado
por la Comisión Reformadora del Código de Comercio creada por la Ley No.
6606, el que consta de 227 artículos distribuidos en seis secciones,
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introduciendo las modificaciones que sin variar lo esencial del proyecto
proponga una Comisión Revisara integrada por tres Diputados y tres
Senadores” y para cuyo efecto le concedió un plazo de noventa días, que luego
fue ampliado. Entre tanto se modificó el personal de la Comisión, la que,
continuando sus trapajos, remitió al Ministerio de Justicia y Culto, el 30 de
agosto de 1965, el Anteproyecto de Reforma de las Sociedades Mercantiles, el
cual a su vez fue enviado al Parlamento. Este, procediendo al igual que en el
caso de la Ley de Títulos-Valores, autorizó al Poder Ejecutivo para promulgar la
Ley de Sociedades Mercantiles sobre la base del mencionado Proyecto, pero
con las modificaciones que, sin variar lo esencial de éste, propusieran una
Comisión Revisora integrada por dos Senadores, dos Diputados y dos
especialistas designados por el Ministerio de Justicia y Culto. Tales fueron los
orígenes inmediatos de la Ley de Sociedades Mercantiles (Ley No. 16123, de
27 de julio de 1966) y de la Ley de Títulos-Valores (Ley No. 16587, de 15 de
junio de 1967).En 1981 el Ministerio de Justicia ha nombrado dos comisiones
para estudiar la Ley de Títulos-Valores y la de Sociedades Mercantiles con
vistas a las modificaciones que pudieran requerir. En el campo de las
operaciones bursátiles, por Ley No. 17020 de 29 de mayo de 1968 se creó la
Comisión Nacional de Valores, encargada de la reglamentación y súper
vigilancia del mercado bursátil. En junio de 1970 esta ley fue reemplazada por
el Decreto-Ley No. 18302; en agosto de este mismo año el Decreto-Ley 18353
completó las disposiciones del Decreto-Ley 18302 y, además, derogó las
Secciones Quinta y Sexta del Libro Primero del Código de Comercio; y en
diciembre de 1972 la Comisión Nacional de Valores pasó a llamarse, por
mandato del Decreto-Ley L9648, Comisión Nacional Supervisora de Empresas
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y Valores. Finalmente en junio de 1981 se ha promulgado la Ley Normativa del
Mercado Bursátil (Decreto Legislativo No. 211) y, también, la Ley Orgánica de
la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (Decreto Legislativo
No. 198). Estas dos normas, que en conjunto han derogado casi en su
integridad las disposiciones de los Decretos-Leyes 18302 y 18353, son las que
ahora rigen las actividades del mercado de valores.
5.5. LEYES COMPLEMENTARIAS
El comercio es una actividad económica en permanente movimiento, que
origina situaciones no previstas en la legislación. Por esto se hace necesario
dictar leyes que regulen las instituciones que van surgiendo o que actualicen y
perfeccionen las normas de las ya reguladas. De aquí que sean sumamente
numerosas las leyes y normas complementarias que se han dado en el Perú a
lo largo en de los ochenta años de vigencia del Código de Comercio, leyes que
en unos casos han tenido por objeto introducir nuevas instituciones y que en
otros han actualizado o ampliado las normas del Código a fin de ponerlas a
tono con los cambios operados en la esfera económica. Para captar bien esta
realidad hacemos a continuación, y simplemente como referencia, una relación
de leyes que pueden considerarse de importancia capital.
6. DEFINICIÓN DE LOS  ACTOS DE COMERCIO EN EL PERÚ
No obstante los numerosos intentos de los tratadistas, no se ha logrado definir
el acto de comercio en forma que goce de general aceptación. En unos casos
la definición ha sido diminuta, en otros ha pecado de imprecisión. Por
considerar que la intermediación es lo característico de la actividad mercantil
para lograr la circulación de la riqueza haciéndola llegar del productor al
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consumidor con el propósito, de parte del agente, de obtener un beneficio,
Bolaffio consideró el acto de comercio como “todo acto o hecho jurídico de
interposición económica determinado por la especulación”, sin reparar en que
el acto jurídico de interposición económica puede ser civil o mercantil y que, en
cuanto al propósito de lucro, el término resulta impreciso, pues hay actos de co-
mercio considerados como tales por otra clase de consideraciones y en los que
no existe propósito de utilidad, como el pago mediante cheques, o la
participación en letras de cambio de favor. Las dificultades para definir el acto
de comercio han originado que se incurra en petición de principio, afirmándose
que acto de comercio es aquel que el legislador ha querido como tal, sin
precisarse cuáles son esos actos que debe considerar como de naturaleza
comercial. La dificultad de definir o sistematizar el acto de comercio deriva,
para Bolaffio, de que muchas operaciones que surgieron y se desarrollaron
exclusivamente en el ámbito de la actividad comercial, se han convertido en
negocios jurídicos comunes, realizándose indistintamente en todas las ramas
de la producción.
6.1. CLASIFICACIÓN DE LOS ACTOS DE COMERCIO
Los actos de comercio han sido clasificados en diferentes categorías,
atendiendo principalmente a la preponderancia del elemento personal,
comerciante o empresario, en relación a los actos concernientes a su actividad
profesional; o en base del elemento real del acto de comercio. La primera
clasificación destaca el aspecto subjetivo. La segunda, el aspecto objetivo,
absoluto o real por su naturaleza. También hay una clasificación que considera
los actos comerciales por conexión o accesorios, que serían aquellos que no
están comprendidos dentro de la clasificación de objetivos y subjetivos
65
principales. Asimismo, se mencionan los llamados actos unilaterales o actos
mixtos, o sean aquellos que se consideran civiles para una de las partes y
comerciales para la otra. La cuestión a decidir en estos casos es cuál es la ley
que los regirá, ya que, tratándose de un mismo negocio jurídico, sería
inadmisible la aplicación de dos legislaciones distintas. En relación con el
derecho español, Garrigues clasifica los actos de comercio en propios e
impropios, según pertenezcan a la explotación de industrias mercantiles
organizadas, o sean realizados ocasionalmente, sea por comerciantes o por no
comerciantes; y en cuanto a la clasificación de los actos de comercio en
principales y accesorios, señala que pueden haber actos jurídicamente
principales (seguros, sociedades, depósitos, etc.), que son económicamente
accesorios de una industria determinada, etc. Y, al contrario, actos
económicamente principales, como serían los de comisión para los
comisionistas, que son jurídica- mete accesorios. Considera como actos
principales o constitutivos los actos de interposición en el cambio de
mercancías (compra-venta), los de interposición en el cambio de dinero contra
dinero o crédito (operaciones de banca), los de interposición en el cambio de
valores (operaciones de bolsa).Actos accesorios o por conexión serían: 1o. los
que tienen por finalidad la realización de actos de comercio principales
(sociedad, comisión, préstamo, depósito cuando tenga por causa la realización
de operaciones mercantiles); 2o. los complementarios de otros principales
(transporte, afianzamiento, seguro, depósito cuando se hagan como
consecuencia de operaciones mercantiles); y 3o. los actos del derecho
marítimo.
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6.2. LA AUTONOMÍA DEL DERECHO COMERCIAL EN EL PERÚ
La imposibilidad de definir y sistematizar el acto de comercio en forma
unitaria originó la insuficiencia de dicho concepto para determinar el contenido
del derecho comercial, por lo que hubo que recurrirse
a otros criterios para acotar el campo propio de esta disciplina. El derecho
positivo se vio precisado a enumerar los actos de comercio, pero surgió el
problema de decidir si la enumeración debía ser taxativa o solamente
enunciativa. La primera solución implicaba la posibilidad de que, debido al
carácter progresivo y dinámico de la actividad comercial, muy pronto quedarían
fuera de las disposiciones legales muchos actos de nueva impronta, no
obstante su naturaleza mercantil. La segunda solución tropezaba, a su vez, con
el riesgo de extender, por analogía con los actos de comercio materia de la
enumeración, el carácter de comerciales a actos capaces de desnaturalizarlas
reglas jurídicas. El problema resulta, por otra parte, vinculado al de la
autonomía del derecho comercial. Si se considera a éste como un derecho
meramente excepcional al lado del derecho civil, que es el derecho común, la
enumeración legal podría considerarse limitativa o taxativa. Pero, si se le
considera un derecho especial, autónomo e independiente, cabría la extensión
por analogía. La tesis de la enumeración ejemplificativa ha prevalecido, aunque
no sin objeciones. Modernamente, el movimiento de unificación del derecho
privado ha significado, en cierta forma, una reacción contra la autonomía del
derecho mercantil.
6.3. EL COMERCIO, Y LOS ACTOS JURÍDICOS EN EL PERÚ
No es una disquisición simplemente teórica establecer la relación del acto
de comercio respecto a los hechos y los actos jurídicos. La determinación de
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unos y otros conceptos contribuye a delimitar las esferas propias del derecho
civil y del derecho mercantil. Los Códigos de Comercio regulan los actos
comerciales de carácter contractual, es decir, los negocios jurídicos y los
hechos que, sin derivar del convenio de las partes, originan determinadas
obligaciones igualmente comerciales. Conocida la distinción entre hechos
jurídicos y actos jurídicos, precisa relacionarla con los actos de comercio. Los
primeros se reputan aquellos sucesos exteriores, es decir, situaciones
reconocibles que se han producido, de las cuales derivan efectos jurídicos.
Sostiene León Barandiarán, apoyándose en Endemann, Demongue y
Josserand, que si bien son sucesos exteriores, no obsta a que hechos internos,
o sea, apreciaciones y comportamientos de orden espiritual de que el derecho
no prescinde, por ejemplo, la buena y la mala fe, el error en la apreciación, la
omisión o la actividad dolosa, ellos no bastan, por sí solos, para crear un
estado jurídico completo; su eficacia sólo se produciría en relación con un
acontecimiento exterior perceptible objetivamente, hallándose su dominio de
aplicación en los negocios. Hay hechos que no generan directamente
consecuencias jurídicas, pero que son susceptibles de producirlas si se han
vinculado como causa generadora de derechos, al crearlos, modificarlos o
extinguirlos. El ejemplo referente a la marcha de los astros como irrelevante por
sí sola para producir efectos jurídicos, tiene vigencia en cuanto se vincula a una
obligación a término, en la que el transcurso del tiempo puede originarla,
modificarla, o extinguirla. Los actos jurídicos, como actos voluntarios, requieren
de la licitud, o sea, que la voluntad sólo tiene significación jurídica si se produce
con arreglo a la ley y con el ánimo de producir efectos jurídicos. La
manifestación de voluntad mediante los hechos que la exteriorizan puede ser
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formal o no, expresa o tácita, o presumida por la ley. Pero en todo caso, no
deben confundirse los actos voluntarios con sus consecuencias. En cuanto a
los actos ilícitos, si bien generan responsabilidad y, por consiguiente, derechos,
no son, sin embargo, actos jurídicos. Quien golpea, quien hiere a otro, no tiene
la finalidad de proporcionar una indemnización a su víctima, de convertirse en
su deudor. En el campo del derecho comercial también se advierte la distinción
entre hechos y hechos jurídicos, como hechos capaces de generar actos de
derecho y actos jurídicos. Estos últimos son aquellos hechos voluntarios,
unilaterales o plurilaterales, queridos por el agente y que resultan eficaces en
virtud de la norma de derecho objetivo. Los actos de comercio resultarían, así,
diferentes de los hechos de los que derivan consecuencias en la esfera del
derecho comercial. La Ley mercantil no se ha limitado sólo a la contratación,
sino que abarca otros actos, organizaciones, situaciones y hechos jurídicos
propios de la materia comercial. Para Satanowsky, el término “actos de
comercio” empleado en las legislaciones positivas, más que un concepto
jurídico es económico, como sinónimo de negocios y operaciones comerciales,
de estados de hecho generadores de cualquier clase de obligaciones
igualmente comerciales.
6.4. EL ACTO DE COMERCIO EN EL CÓDIGO DE COMERCIO PERUANO
Nuestro C. de C. usa una fórmula extensiva en su art. 2o. No sólo hace
referencia a los actos contenidos en él, sino que expresamente alude a
aquéllos que “estén o no especificados en el Código, recurriendo en la parte
final de dicho art. 2o. a la naturaleza análoga del acto. Como puede apreciarse,
el dispositivo citado no hace una enumeración directa de los actos de comercio,
como ocurre en otros Códigos, el argentino, por ejemplo, sino que hace alusión
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a los actos comprendidos en el propio Código. Serán, pues, actos de comercio
todos aquellos de los que trata el Código en sus diversas disposiciones
(enumeración indirecta) y los de naturaleza análoga. La Corte Suprema ha
resuelto, en Ejecutoria de 6 de octubre de 1932, (Rev. del F., pág. 335), que las
operaciones de carga y descarga de mercaderías y su transporte a las líneas
ferroviarias efectuadas por una empresa, están comprendidas en los actos a
que se contrae el art. 2o. del Código de Comercio. En el Código peruano se
advierte la distinción entre actos de comercio y contraeos de comercio. Así,
mientras que respecto de los primeros las normas que los rigen son las
disposiciones del Código, en seguida los usos del comercio observados
generalmente en cada plaza y, a falta de ambas reglas, las del derecho común
(art. 2o.), los contratos de comercio en todo lo relativo a sus requisitos,
modificaciones, excepciones, interpretación y extinción y a la capacidad de los
contratantes, se regirán, en todo lo que no se halle establecido en el Código o
en leyes especiales, por las reglas generales del derecho común (art. 50o.).En
cuanto a los hechos que derivan consecuencias jurídicas típicamente
mercantiles, pueden mencionarse principalmente los que se producen en el
derecho marítimo, como el naufragio, el abordaje, las averías. Para nuestro
Código, como para los que se basan en el principio de la objetividad, el acto de
comercio constituye la base y fundamento de la legislación mercantil. Es lo que
permitió a la disciplina jurídico- mercantil su expansión y progreso. Sin ese
concepto el derecho mercantil habría continuado como un derecho de
excepción limitado a determinada clase de personas, los comerciantes y a la
actividad de estos como tales. Empresa comercial. Dentro de una concepción
más vasta, puede reputarse empresa' cualquiera clase de actividad humana de
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un modo deliberado persigue la obtención de determinadas finalidades, dado
que la palabra en sí deriva de “emprender", es decir, comenzar alguna cosa.
Desde el punto de vista económico, la empresa persigue la obtención de
beneficios mediante la organización de determinados elementos. Cabría
entonces que la empresa puede ser de diversa índole: agrícola, minera,
industrial, comercial. No obstante esta circunstancia y el hecho de que el
derecho mercantil no penetra en la organización interna de la empresa, ámbito
que corresponde al derecho laboral, es la doctrina comercialísta la que se ha
preocupado de elaborar los fundamentos doctrinarios de la empresa. En el
aspecto económico, la empresa es la organización de los factores de la
producción, capital y trabajo, con el fin de obtener una utilidad. Destacan dentro
de este concepto el elemento subjetivo, o sea la actividad humana, que
confiere unidad al trabajo de determinadas personas, y a bienes de variada
índole dirigidos hacia un común destino económico. La empresa comprendería,
así, las personas, que son los titulares de aquélla y que pueden ser personas
físicas o jurídicas, y a quienes forman el personal de la empresa, o sea, el
plantel directivo y el personal subalterno (empleados y obreros). Comprendería,
asimismo, un conjunto de derechos y bienes materiales a los que en el derecho
italiano se denomina la ascienda, en el derecho francés fondos de comercio, y
en el derecho español el establecimiento. Además, serían las actividades que
realizan las personas utilizando el conjunto de bienes. El modelo económico y
la estructura jurídica de la empresa podrían constituirse tomando en cuenta,
según algunos, los siguientes aspectos: creación, construcción, función,
jerarquía, disciplina. Estos conceptos tendrán validez general, o sea, respecto a
las empresas de los distintos sistemas, socialistas y capitalistas. Lo que
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variaría entre ellos sería el hecho que en el primer sistema la cantidad y calidad
de la producción se determinan por los consumidores, mientras que en el
segundo sería por los funcionarios en vista de una planificación previa. Sin
embargo, la empresa comunista tuvo desde el comienzo cierta autonomía para
mejorar sus productos, para bajar los costos de producción y para tratar de
llegar a lo óptimo de las ganancias aun disminuyendo la calidad. Aquí también,
a la creación económica de la empresa corresponde su construcción jurídica.
Para que la empresa pueda trabajar económicamente debe tener la capacidad
jurídica de actuar, o sea, hay que dotarla de personalidad jurídica. Lo mismo
ocurre en el sistema económico capitalista. De donde se desprende que la
decisión sobre la personalidad de la empresa pertenece a la órbita del derecho
económico puro. Puede ser diversa la aplicación práctica, pero esto no es lo
esencial. En el sistema capitalista, al crear la empresa puede optarse entre la
forma individual o la societaria y, en este último caso, por algunas de las
formas de sociedad admitidas por la legislación. En el sistema comunista tal
elección no existe, pero las empresas tienen personalidad jurídica. Se ha
señalado que en el República Democrática Alemana, al organizarse la industria
de propiedad popular, se dispuso que todas las explotaciones industriales de
importancia debieran supeditarse a los Ministerios competentes. Con los
activos y pasivos se creó una personalidad jurídica que es el “derecho
habiente’' del patrimonio popular, que reemplaza al empresario, el cual no es
mencionado, pero la esencia de la empresa no se modifica. En el sistema
socialista, no se reconoce, salvo muy limitadamente, las tradicionales
sociedades comerciales. No hay la posibilidad de elegir entre varias
alternativas estructurales para dotar de titularidad a la empresa; las normas de
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asociación para tal efecto difieren de las de los países capitalistas, que pueden
escoger entre la forma individual y varias clases de sociedad. Las formas de
asociación están en función de la estructura jurídica de la planificación. En un
sistema dirigiste la asociación adopta más bien una forma corporativa. Empero,
la “asociación”, como armonización de capital y trabajo, existe también en los
países comunistas, como la prueba el “estatuto de las empresas estatales de la
producción socialista”, instrumento normativo de la forma intrínseca de las
empresas. Se confiere a la empresa personalidad jurídica, independiente de la
administración estatal, se le dota con un capital inicial, se estable la forma de
amortización del mismo, etc. Se ha intentado explicar el concepto jurídico de
empresa desde distintos puntos de vista, sin que haya podido lograrse
uniformidad de criterio. La empresa como persona jurídica, es una tesis que
pretende otorgar a la empresa vida propia. Los distintos elementos aislados
que la forman estarían dotados de independencia jurídica, lo que significaría,
en buena cuenta, la separación conceptual entre empresario y empresa. El
empresario vendría a ser en esta forma, el primer servidor dé la empresa. Esta
tesis importaría en el fondo sostener que el sujeto de los derechos no sería el
empresario, sino la empresa misma, considerada como ente autónomo.
Llevado este punto de vista a sus últimas consecuencias, conduciría a admitir
que las cosas, que jurídicamente son objeto del derecho, se convertirían en
sujetos del mismo y en ciertos casos, o sea, cuando se opera la transmisión de
los bienes, serían a la vez sujetos y objeto del derecho. La empresa corno
patrimonio separado o patrimonio de afectación es otro planteamiento que
consiste en que la independización del patrimonio no confiere a este
personalidad alguna. El titular sería siempre la persona, pero se produciría una
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separación de una parte de sus bienes, que quedaría independizado del resto,
con su administración propia, su nombre especial, sus propias relaciones frente
a terceros. En el caso de empresario comercial, éste vendría a ser titular de
dos patrimonios: uno, el que podría ser el patrimonio civil y otro, el patrimonio
mercantil propiamente dicho. Este último, con completa autonomía respecto al
primero.
Esta teoría tropieza con el problema de la responsabilidad unitaria del
obligado con todos sus bienes frente al reclamo de sus acreedores. El
patrimonio es, en términos generales, indivisible, lo que se manifiesta con
evidencia en el caso de quiebra, cuando, al concurrir todos los acreedores, no
se reconocen otros privilegios que los que emanan de la naturaleza de los
títulos, más no de que los créditos se hubieran originado en razón de
actividades mercantiles o civiles. Para salvar estas objeciones y con el fin de
alentar la realización de empresas sin el riesgo de comprometer la totalidad del
patrimonio y sin tener que recurrir a la formación de sociedades de
responsabilidad limitada, muchas veces ficticias y en las que lo único que se
persigue es obtener el beneficio de la limitación de responsabilidad, una pode-
rosa corriente doctrinaria ha propiciado la creación de la empresa individual de
responsabilidad limitada, lo que implica la separación de uno o varios
patrimonios asignados a diversas empresas, que resultarían así
independizados. Los bienes quedarían afectados a los fines perseguidos en
cada una de tales empresas, o sea, con derechos preferentes, de los
acreedores de ellas a ser pagados con los bienes de las respectivas empresas.
Desde el punto de vista del derecho positivo, la figura de la empresa individual
de responsabilidad limitada ha sido legislada en el Principado de Licchtenstein,
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en Costa Rica y en Panamá. En el Perú, la figura de la empresa individual de
responsabilidad limitada ha sido legislada específicamente por el Decreto-Ley
21621, de 14 de septiembre de 1976, y está reconocida explícitamente, en sus
arts. 3 y 32, por el Decreto-Ley 21389, Ley de la Pequeña y Mediana Empresa,
que ha reemplazado al Decreto-Ley 21435 (de febrero de 1976), que fue el que
originalmente incorporó esta figura a nuestra legislación (infra 66).La empresa
como universalidad, es un planteamiento en que se considera a la empresa
como un conjunto de derechos o de cosas que no pierden su individualidad,
pero que representan una unidad ideal y pueden ser objeto de un tratamiento
jurídico unitario. Se trata, en cierta forma, de una utilización del concepto
romano de universitas. Discrepan los autores sobre si se trata de una
universalidad de hecho, de derecho, sui géneris, o mixta. La primera tesis
sostiene que se trata únicamente de un conjunto de bienes muebles. La
segunda, que la universalidad comprende bienes muebles o inmuebles,
corporales e incorporales, cosas y relaciones jurídicas unidas por la capacidad
de creación del titular de tales bienes y derechos. Finalmente, se afirma que la
universalidad de hecho es lo que resulta de una situación de facto provocada
por la voluntad del hombre y que la universalidad de derecho es creada por la
ley. La empresa como organización, es una teoría que sostiene que el
elemento fundamental de la empresa es su organización espiritual, o sea, el
ordenamiento de los factores reales y personales que la constituyen, más que
los elementos materiales de cosas y derechos a ella asignados. Sería, en
consecuencia, el bien inmaterial, el poder de creación que le da vida, lo que
orienta su organización interna, la experiencia en los negocios, las relaciones
con los proveedores y clientes, es decir, aquello que sin ser cosas ni derechos
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son componentes imponderables de la empresa. Dentro de este criterio, una
empresa puede carecer de elementos patrimoniales tangibles. Tal sería, por
ejemplo, una agencia de mediación.
La empresa como actividad, formula finalmente la existencia de dos
aspectos perfectamente diferenciados: la actividad económica del empresario y
el conjunto de medios con los que éste realiza dicha actividad económica y que
se denomina “hacienda” o “establecimiento”. Desaparecerían, en
consecuencia, como notas distintivas de la empresa, la organización y unidad
orientadas hacia una finalidad económica, como ejercicio profesional con el
propósito de actuar en el mercado de bienes y servicios. Las teorías expuestas
no han logrado construir satisfactoriamente el concepto jurídico de empresa.
Los elementos que la constituyen, no obstante estar organizados hacia
determinada finalidad, no pierden su individualidad, sino que, por el contrario, la
mantienen y, eventualmente, siguen siendo objeto de derechos de diversa
índole. El no haberse logrado elaborar un concepto jurídico que refleja la
unidad económica de la empresa como organismo vivo en el que se integren
sus elementos constitutivos, que no sólo están ligados por vínculos de
finalidad, ha impedido que el derecho positivo haya-recogido en fórmulas
legales, de manera orgánica y sistemática, ni como patrimonio, ni como
organización, ni como actividad este fenómeno de la economía. De este modo,
para el ordenamiento jurídico la empresa es solamente un conjunto
heterogéneo de diversos elementos, sujetos cada uno a las normas que a su
naturaleza corresponde como bienes, muebles o inmuebles, derechos y
acciones, elementos incorporales, contratos, suministros, clientela, etc., pese a
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la voluntad pregunta del titular de la empresa, que pretende crear un nuevo
objeto de derecho fusionando tales elementos en una unidad orgánica.
6.5. EMPRESARIO Y EMPRESA
La organización impulsa la actividad económica y condiciona la producción. La
actividad general económica es el resultado de la actividad de numerosas
unidades o “células económicas”, cada una de las cuales cumple actividades
parciales. El empresario organiza las actividades de cada unidad. Es
empresario, dice el C.C. italiano en su art. 2082o., el que ejerce
profesionalmente una actividad económica organizada con fines de producción
o de intercambio de bienes y servicios. En el derecho tradicional el empresario
y la empresa no eran conceptos jurídicos sino únicamente económicos. Sólo se
conocía el concepto de comerciante, vinculado a la actividad mercantil, que
más tarde iría expandiéndose a otras actividades económicas, salvo la
agrícola. El moderno derecho económico adecua el concepto de comerciante a
la realidad económica.- El comerciante es sólo una parte del empresariado, al
igual que los sectores industrial, técnico o profesional. En el centro del derecho
económico como sujeto está el empresario o la empresa. De los conceptos de
empresa que se han examinado surge que, en todo caso, hay en ella un
elemento subjetivo fundamental que es una actividad organizadora
desarrollada por una persona física o jurídica, que imprime un ímpetu inicial;
que es su promotora y al mismo tiempo su principal responsable y que actúa en
todas las relaciones jurídicas emergentes de dicha actividad. Esta persona es
el empresario. Él es el titular de la empresa; es quien organiza el trabajo ajeno;
quien ejerce una actividad coordinadora, continuada y sistemática con
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habitualidad, con carácter de profesionalidad encaminada hacia un objetivo de
ganancia o beneficio.
Desde este punto de vista, hay una aproximación entre las figuras del
comerciante y empresario, pero mientras que el primero actúa en el campo
comercial, el segundo puede intervenir en otros campos económicos. No es
fácil, de otro lado, establecer la distinción entre comerciante y empresario. La
figura de este último ha tenido su origen en el primero. Es el concepto de
empresa lo que contribuye a establecer la distinción entre ambos. Se ha
afirmado que mientras que el comerciante es quien realiza profesionalmente
actos de comercio, el empresario es el titular de una empresa. Es evidente que
si la empresa es una actividad del empresario y si la empresa es comercial,
sería una actividad del comerciante. Pero habría que agregar que la empresa
es algo más amplia y más compleja que la actividad que los Códigos de
Comercio estiman para que una persona adquiera la calidad de comerciante.
Tratándose de las empresas constituidas bajo la forma de sociedades
comerciales, se hace más nítida la diferencia entre ambas figuras. Una
tendencia se orienta en el sentido de considerar la sociedad como el titular de
la empresa; otra, como la forma jurídica de la empresa colectiva. En ningún
caso, la empresa se confunde con la sociedad. Si se trata de actividades de
gran envergadura, la empresa adopta la forma de sociedades, especialmente la
de sociedad anónima! De esta manera, la titularidad del proceso económico
que se persigue queda intestada en una persona jurídica mercantil. La
reglamentación jurídica de la empresa bajo la forma de sociedad no puede
confundirse con la que concierne a las relaciones internas de la empresa, es
decir, a las que son propias del derecho laboral, ni con aquellas que se originan
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por la intervención del Estado en la organización y funcionamiento de aquélla.
Así, la autorización previa gubernativa para realizar ciertas actividades, el
señalamiento de determinados requisitos para algunas operaciones, son ajenos
al régimen de sociedades. De otro lado, la titularidad de la empresa comporta
una serie de atribuciones y poderes, entre ellos los de dictar las normas regla-
mentarias de su actividad, incluyendo las facultades directivas y disciplinarias.
Estos poderes, en otros tiempos extensos, se han visto disminuidos bajo la
presión de nuevas corrientes en favor de los trabajadores, a quienes se
reconoce en algunas legislaciones el derecho a la estabilidad en el empleo, la
participación en las utilidades y en la gestión de la empresa y en algunos
países, como el Perú, además el acceso a la propiedad de las empresas a
través de la propiedad de las acciones laborales, a emitirse por las sociedades
titulares de las empresas en los casos y condiciones señaladas en la ley,
dentro del propósito que se ha expresado de que la participación de los traba-
jadores en los beneficios generados por su esfuerzo se efectúe “bajo una forma
comunitaria que refleje el ideal de una sociedad solidaria frente al de una
sociedad individualista". Las corrientes socializa- doras que inspiran esta
moderna legislación empresarial culminan en las empresas de propiedad
social, instituidas por el D.L. No. 20598 como una creación original, alejándolas
de todo dogmatismo o totalitarismo. Estas empresas están integradas
exclusivamente por trabajadores que participan en ellas plenamente en la
dirección, gestión y en los beneficios, teniendo en cuenta el interés social, “a
través de la gestión democrática y la distribución del excedente en función del
trabajo aportado y de las necesidades de dichos trabajadores”. Se reputan
como de propiedad social porque pertenecen al conjunto de trabajadores que
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laboran en ellas, sin que a ninguno de ellos le corresponda derecho de
propiedad individual; y porque, mediante la contribución anual de una parte de
sus excedentes, generan, en bien de la sociedad en pleno, nuevas unidades
económicas.
Cada empresa resulta, así, un complejo articulado, que va determinando y
reforzando a las demás, originando, a su vez, la multiplicación de las empresas
dentro del respectivo sector. Se potencializa en esta forma su crecimiento
dentro de un proceso de generación acumulativa. Los trabajadores para ejercer
la propiedad social sobre los medios de producción que se les asigna, están
obligados a una capacitación permanente a fin de lograr su participación en
todos los niveles de decisión, lo que, de otro lado, redunda en su propio
beneficio. La tendencia actual en los países en los que se mantiene pre-
dominantemente el régimen de propiedad privada es la de considerar a los
titulares y directivos de la empresa, no como propietarios que contratan
libremente con los trabajadores y con los terceros, sino los jefes de una
comunidad de tipo económico cuya conducta debe estar orientada por los
principios del bien de la comunidad dentro de los intereses del Estado. En los
países de control total de la economía por el Estado, los directivos de la
empresa son funcionarios de la administración pública, no obstante la
organización empresarial que se adopta para determinadas actividades
económicas. Desde el punto de vista de la armonización del capital y el trabajo
del empresario, la sociedad se presenta como una asociación macro jurídica.
Pero hay otro aspecto del trabajo que requiere tanto de solución económica
como jurídica, y es el de aquellos que sólo contribuyen con su trabajo en el
seno de la sociedad y respecto a quienes se plantea el problema de su
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participación en la producción, en las ganancias y en la dirección de la
empresa. Dentro del concepto de elementos que concurren a la obtención de
beneficios, no puede prescindirse del esfuerzo físico del trabajador, ni de su
calidad de persona espiritual y moral que realiza una función social. En este
aspecto el concepto patrimonial tradicional de la sociedad ha sufrido
importantes desviaciones, y sólo se mantiene en referencia a las pequeñas
empresas en las que el propietario es a mismo tiempo el empresario. En las
empresas constituidas bajo la forma de sociedades por acciones, se ha
utilizado este sistema para otorgar participación a los trabajadores. En ciertas
empresas de los Estados Unidos se ha organizado un sistema de primas con el
fin de que se destine a la compra de acciones. En Inglaterra se ha usado el
sistema del disfrute. La empresa confiere al trabajador el derecho a disfrutar de
la renta de cierto número de acciones, que están representadas en títulos o
certificados especiales. En Alemania Federal existen juntas o comisiones
económicas integradas por los directores de la empresa y también por los
presidentes de los consejos de trabajadores, donde se discuten los problemas
relativos a la política general de la empresa y se considera la existencia de
representación de los trabajadores, advirtiéndose, actualmente, propósitos de
avanzar en la cogestión por parte de éstos. En el sistema socialista se acentúa
la tendencia a dar a los obreros la posibilidad de participar en la conducción y
la ganancia de una empresa estatal y cierta participación consultiva en los
consejos especiales respectivos. Ha sido preocupación constante en las
relaciones internas de la empresa hacer participar a los escalones directivos
medio e inferior en el proceso de planificación y decisión. En los países
comunistas, no obstante la intervención directa del Partido en las empresas
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estatales, se ha tratado de atemperarla mediante sanciones impuestas por el
Presídium a los comités del Partido, que se habían arrogado el derecho de
nombrar y destituir directores de fábricas.
6.6. LA EMPRESA Y SUS SIGNOS DISTINTIVOS
El término establecimiento equivale, en su acepción amplia y genérica, a
ascienda (Italia) o fondos de comercio (Francia), es decir se refiere a la
dedicación de todos los elementos de la empresa a la actividad estable por la
cual existe; pero, al lado de esta acepción, hay otra más restringida, que se
refiere exclusivamente al local o centro de operaciones de la empresa y sede
de todos los elementos que exteriorizan su organización económica. Entre
dichos elementos están: el establecimiento como local, la clientela, el nombre
comercial, el rótulo, las marcas, las patentes, las mercaderías, el dinero.
a) El establecimiento, en el sentido últimamente indicado, es in-
dispensable para las empresas de cierta importancia. El establecimiento se
equipara, así, al domicilio del empresario comercial, que no debe confundirse
con la residencia habitual de éste. De aquí que, para todo lo concerniente a las
actividades mercantiles y .a sus efectos, el domicilio del comerciante será el
lugar donde tiene el centro de sus operaciones mercantiles. Es a este domicilio
al que se refieren el inc. 4 del art. 21o. del C. de C. y los incs. e) y f) del art. 5o.
del Reglamento del Registro Mercantil, cuando mencionan el domicilio
comercial, con indicación del lugar donde funciona el establecimiento principal,
así como la sucursal o agencias que tuviera. Si se trata de sociedades, la ley
obliga a que en la escritura de constitución social se señale el domicilio y, en su
caso, los lugares donde la sociedad acuerde establecer sucursales, lo que será
objeto de inscripción en los Registros Públicos. Sobre el particular hay que
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destacar que una misma empresa mercantil puede realizar actividades en
varios lugares de una misma población, o en poblaciones diversas. Asimismo,
puede un solo titular de una empresa explotar distintos negocios, cada uno de
los cuales pueden tener una sede o establecimiento diferente, o puede dividir la
explotación en varias sucursales, a las que les confiere cierta independencia
económica. El C. de C. no trata de las sucursales. La ley general de
sociedades se ocupa de ellas y les atribuye cierta autonomía jurídica, pues
exige para su inscripción que tengan representante legal permanente en el
lugar de su funcionamiento, premunido de facultades suficientes para obligar a
la sociedad en las operaciones que realice la propia sucursal, comparecer en
juicio y contestar demandas relacionadas con las mismas operaciones, con la
amplitud mínima que señalan los arts. 3o. y 4o. del C.P.C., debiendo tenerse
por no puesta toda limitación o reserva. Antes de la dación de la ley 16123, la
ejecutoria suprema de 2 de enero de 1954 (inserta en la Revista de los
Tribunales de ese año, pág. 388), había resuelto que los administradores de las
sucursales de Bancos no necesitaban autorización! de sus gerentes para
entablar acción ejecutiva relacionada con las operaciones de la sucursal. El
establecimiento como local es, generalmente, el bien raíz en el que se realizan
los negocios, lo que no significa que el empresario sea el propietario del
inmueble, pues puede ser arrendatario, usufructuario, etc. No hay acuerdo en
la doctrina ni en la legislación de los diversos países respecto a si los
inmuebles forman parte del negocio, aun cuando se trate de inmuebles de
propiedad del empresario. Tal ocurre en Francia, más no en Alemania ni en
Italia. Instalaciones, útiles, máquinas, mercaderías, son parte del
“establecimiento”, según el giro del negocio, y el dinero, en todo caso.
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b) La clientela, suscita divergencias en la doctrina, pues una parte de ella
la considera como un elemento del “establecimiento” y otra como una cualidad
de éste. La tesis más aceptada es la que sostiene que no puede concebirse un
“establecimiento” sin clientela, pues él se instala para buscar clientes y no
puede subsistir sin ellos. Si bien en los momentos iniciales o en determinadas
etapas puede no tenerlos por circunstancias especiales, lo lógico y normal es
que cuente con ellos, ya que de no adquirir clientela o perder definitivamente la
adquirida, el negocio no tendría utilidades, frustrándose así el objetivo de la
empresa, dada la índole económica de ésta. A la noción de clientela se vincula
el llamado goodwill, o sea, el derecho al disfrute de todas las ventajas
adquiridas por el establecimiento comercial, que derivan de las relaciones con
el público y, principalmente, con la clientela. Hay, además, otros elementos,
como son el local mismo, su ubicación, el nombre comercial, el trato, o
cualesquiera otros que contribuyan a la prosperidad del negocio.
c) El nombre comercial, es el signo que más destaca entre los que utilizan
las empresas para identificarse y singularizarse. No en todos los países existe
el mismo concepto respecto al nombre comercial. En el derecho francés se
entiende por tal la denominación bajo la cual es conocido o explotado un
establecimiento comercial. Cumple, así, una función de publicidad destinada a
individualizar el establecimiento y llamar la atención del público. Puede estar
formado por el nombre del comerciante o su seudónimo, o por una
denominación de fantasía. Empero, se exige que el nombre del titular sea el
nombre civil con el cual el comerciante suscribe sus negocios con terceros. Si
se elige una denominación de fantasía, el nombre comercial no desempeña la
función de nombre-firma, sino únicamente la de designar el fondo de comercio.
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En Italia, el nombre comercial es aquél bajo el cual el comerciante ejerce1 su
comercio. Conforme a la doctrina tradicional, el nombre comercial, la ditta, es el
signo distintivo de la persona del comerciante, que es el titular de la hacienda,
no faltando quienes sostienen que es la denominación de la hacienda
comercial y no del comerciante, y quienes, por su parte, afirman que es la
denominación no sólo de la empresa, sino también de la hacienda, de
conformidad con lo expresado en la exposición de motivos del C.C. En
Alemania se habla de la firma, como algo inherente a la hacienda comercial,
que se utiliza para suscribir todos los documentos relativos a aquellas,
reputándosele como un signo a la vez de la persona y de la hacienda
comercial. El uso de la firma se reserva a los comerciantes, de pleno derecho,
quienes están obligados a adoptarla. La naturaleza jurídica del nombre
comercial puede considerarse como una propiedad incorporal, de contenido
patrimonial, susceptible de ser cedida con la hacienda, o separadamente de
ésta, como ocurre en algunos países.
En el derecho español, el nombre comercial es el que una persona usa para el
ejercicio del comercio y para suscribir las transacciones comerciales. Cumple,
pues, un doble objetivo. De este modo, individualiza la personalidad del
comerciante en el ámbito de la esfera mercantil, destacando el aspecto
patrimonial de la empresa. En el derecho peruano, el C. de C. no se ocupa de
la firma al tratar del comerciante individual. El inc. 1o. del art. 21o. no distingue
entre nombre comercial y nombre civil. El Reglamento del Registro Mercantil al
referirse a los comerciantes individuales (inc. a) del art. 5o.) no menciona el
nombre comercial, pero, en cambio, sí lo refiere al establecimiento comercial
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(inc. d), haciéndolo facultativo; pero, tratándose de sociedades comerciales, no
hace referencia alguna a la firma.
La Ley de Promoción Industrial, no vincula necesariamente el nombre
comercial al nombre civil, ni a la razón social o denominación de las sociedades
mercantiles, pues en su art. 92o. dispone que toda persona natural o jurídica,
dedicada a una actividad económica, pueda registrar como nombre comercial
el que se emplea para distinguirse de otro similar. Con referencia al nombre de
la persona natural, la misma ley (art. 93o.) contiene una limitación al derecho
de la persona al uso del nombre civil, al impedir su uso en un establecimiento
que decidiera instalar, si otra persona del mismo nombre estuviera dedicada a
la misma actividad y en forma tal que ambos establecimientos pudieran ser
confundidos. Por otra parte, no exige que el nombre comercial sea registrado
para gozar de los beneficios de la ley (art. 94o.), pero si se pretende registrarlo
debe acreditarse el empleo actual del nombre, indicándose la fecha en que
comenzó a usarse. El art. 97o. vincula el uso del nombre comercial al
establecimiento o a la industria, al establecer que el derecho de exclusividad
termina con la clausura de aquél, o la cesación de la actividad industrial. Estas
circunstancias y el hecho de que el articulado referente al nombre comercial
estuviera instalado en el Título Sexto sobre Propiedad Industrial, reafirman el
concepto de que la ley vinculaba el nombre comercial al establecimiento como
parte integrante de éste y no al empresario o titular de la empresa, afiliándose
en esta forma a la teoría objetiva del nombre comercial. Empero, el
Reglamento de la ley incurrió en confusión, pues el art. 255o. admite la
posibilidad de que el nombre comercial no se refiera a la denominación o rótulo
que ostente el establecimiento. De otro lado, el art. 257o. vincula el nombre
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comercial al establecimiento, al indicar que el traspaso de éste supone, salvo
pacto en contrario, la transferencia del nombre comercial. Finalmente, el art.
258o. remite a las reglas establecidas para las marcas lo relativo al nombre
comercial, con lo que se reitera la afiliación de la ley al criterio objetivo. Es de
hacer notar que la ley general de Industrias No. 18350 no derogó la Ley de
Promoción Industrial en estos aspectos, a estar por lo dispuesto en el art. 35o.
de aquella. El Reglamento de la ley 18350 (Decreto-Supremo de 25 de enero
de 1971), trata, en su capítulo XVII, “De los nombres comerciales”, (arts. 103o.
al 109o.), sin introducir modificaciones de importancia al reglamento de la ley
No. 13270.
d) El rótulo, la enseña o el emblema del establecimiento comercial es
también signo distintivo de la empresa. Es identificador del local en el que se
ejerce el comercio y sirve para llamar la atención de la clientela de una manera
en cierta forma externa. Históricamente, el tratamiento jurídico del rótulo
aparece en el derecho estatutario de la Edad Media, con la finalidad de que no
se confundiese un establecimiento con otro. El rótulo guarda semejanza en
unos aspectos y en otros difiere del nombre comercial y de la marca. La
semejanza consiste en que la marca individualiza los productos, y el rótulo
identifica el establecimiento comercial. En esto último se asemeja al nombre.
Pero, de otro lado, el rótulo no ha de ser, necesariamente, aunque puede serlo,
una denominación, sino que puede ser una figura, un emblema, como ocurre
en las marcas. Mientras que el nombre no puede dejar de ser el que correspon-
de, en su limitada expresión gráfica, el rótulo puede formarse con amplia
libertad, siempre que se respeten los principios de veracidad, licitud,
originalidad y novedad. Puede reproducir el nombre comercial, el del
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comerciante, determinado lugar, designar personajes célebres, diseñar una
figura, una frase, un objeto cualquiera, una cualidad, un nombre de fantasía,
etc. La veracidad, obliga a que el rótulo no debe contener indicaciones que
tiendan a engañar al público. La licitud impone no contrariar disposiciones
expresas de la ley, de la moral o de las buenas costumbres. La originalidad,
impide que se utilicen palabras genéricas o dibujos o figuras que el uso ha
consagrado para distinguir determinadas profesiones o actividades. La
novedad, evita que pueda utilizarse nombres, denominaciones, figuras o
dibujos previamente adoptados en el mismo ramo del comercio o en el ámbito
de la misma localidad, o dentro de un territorio determinado. El derecho a la
utilización exclusiva del rótulo o enseña nace con su uso. Goza
preferentemente del derecho quien lo usó primero, aunque no han faltado
autores que han sostenido que la adquisición derivada de la creación o de la
inscripción en el registro respectivo. La Ley de Promoción Industrial no hace
mención a los rótulos. Es el art. 255o. de su Reglamento el que lo vincula al
nombre comercial para el efecto de la protección legal. En el Reglamento
vigente de la Ley de Industrias no se hace referencia al rótulo.
e) La marca, es otro signo que sirve para distinguir en el mercado los
productos o los servicios de una empresa, de los productos o servicios de otra
empresa. La marca puede consistir en la firma o el emblema del
establecimiento. Pero es lo más frecuente utilizar un signo caprichoso de
diferenciación. Además del interés del comerciante en el uso de la marca, sirve
al público porque evita confusiones con mercaderías o servicios similares sin
necesidad de mayor comprobación, asegurándose que el producto o el servicio
corresponden a determinada empresa. Nuestro régimen legal al respecto está
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contenido en el C. de C. (inc. 11 del art. 21o.), que establece que en la hoja de
inscripción del comerciante se anotarán los títulos de propiedad industrial,
patentes de invención y marcas de fábrica en la forma y modo que establezcan
las .leyes, y que sólo se confiere efecto legal en perjuicio de terceros desde la
fecha de la inscripción, sin que puedan producir invalidez los documentos
anteriores o posteriores no registrados. La Ley de Promoción Industrial y su
Reglamento (arts. 83o. y 242o., respectivamente) faculta a solicitar el registro,
en el organismo administrativo correspondiente, de las marcas de comercio, dé
servicios, o de lemas comerciales, a las personas que ejercitasen o se pro-
pusiesen ejercitar una actividad económica. Las disposiciones legales
mencionadas indican lo que se puede proteger como marca y lo que no. es
registrable. Establecen, asimismo, que la propiedad de la marca confiere el
derecho a su uso exclusivo por el plazo de diez años, y se adquiere con el
registro (art. 87o. de la ley y 249o. del Reglamento). Se adopta al respecto un
criterio formalista, que desconoce el uso anterior por un tercero que no hubiera
obtenido el registro. De acuerdo con la ley, el derecho nace de una manera
cierta. El Reglamento vigente sólo se refiere a las marcas, en su capítulo XVI,
sin mencionar, como lo hace expresamente el Título VI de la Ley de Promoción
Industrial y el Capítulo IX del mismo Título de su Reglamento, los “servicios y
lemas comerciales”. Es de suponer que se ha considerado que estas materias
son más propias de la ley general de comercio, que se estuvo anunciando.
6.7. PROTECCIÓN DE LA EMPRESA CONTRA LA INFORMALIDAD
COMERCIAL
Al amparo del principio de la libertad de comercio que consagra el art. 131
de la Constitución de 1979, todo comerciante está expuesto a sufrir la
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competencia de otros comerciantes. Esto le puede ocasionar perjuicios
derivados de la disminución o pérdida de la clientela, la que, eventualmente,
resulta beneficiada por la libre concurrencia. Empero, si esa competencia
asume determinadas características, puede ser sancionada por infringir
acuerdos válidos, o porque la ley la prohíbe por determinadas circunstancias o
porque la sanciona por reputarla desleal. En los dos primeros casos, hay una
prohibición expresa de competencia impuesta por contrato o por ley, es decir,
la competencia está prohibida. Los párrafos segundo y tercero del art. 131o.
autorizan las limitaciones o reservas en el ejercicio del comercio cuando lo
exijan la seguridad o la necesidad pública. Hay limitaciones fundadas en
razones de nacionalidad, cuando se reservan determinadas actividades a los
nacionales del país; o en el hecho de tratarse de personas que, por su estrecha
vinculación con una industria mercantil, basada en el intuito personae, puedan
obtener beneficio revelando los secretos del negocio. Tal es el caso de los
socios colectivos (arts. 40o. y 59oT de la ley de sociedades); los directores,
gerentes y miembros del consejo de vigilancia de las sociedades anónimas, y
los gerentes de las sociedades de responsabilidad limitada (arts. 156o., 180o.,
193o., y 279o., 2da. parte de la ley); los factores de comercio, capitanes de
buque y sobrecargos (arts. 282o., 626o. y 664o. del C. de C.).Las prohibiciones
en los casos antes mencionados derivan de la ley. Habría que agregar aquellos
de concesión de monopolios o de reservas por el Estado de determinadas
actividades empresariales, que corresponden al derecho administrativo.
En otros casos, como se ha expuesto, las restricciones a la libre competencia
derivan de contratos celebrados entre dos o más empresas. Estas
convenciones se consideran lícitas si están sometidas, a su vez, a
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determinadas condiciones. En primer lugar, no deben significar la supresión de
la competencia al punto que el público no tenga posibilidad de elección, o sea,
que el uso de la libertad de contratación no se convierta en el abuso, que
destruye la libre concurrencia y altere las bases del funcionamiento del
mercado libre. Contra tales abusos se ha dictado en algunos países abundante
legislación anti-trusts o anti-monopolio. A nivel internacional, el estatuto de la
Comunidad Europea del Carbón del Acero prohíbe todo acuerdo entre
empresas que pueda impedir o restringir la libre competencia, pero los
acuerdos pueden ser autorizados si tienden a la racionalización o venta en
común. El Tratado de Roma en 1958 sobre el Mercado Común declara nulas
las ententes dirigidas a restringir la competencia en el mercado común. Pero
pueden ser válidas las que tiendan al progreso técnico y económico y
contengan las restricciones indispensables a tal objetivo. Los casos enunciados
no son estrictamente los que se entienden como competencia desleal o ilícita.
Cuando se habla de competencia ilícita no se alude a los casos de infracción
de un contrato o una norma legal. Se entiende que se trata de la competencia
entre empresas no vinculadas por un pacto prohibitivo o por disposición de la
ley sino de una conducta comercial desleal, contraria a los principios generales,
los usos del comercio, la honestidad, la buena fe, que deben orientar la vida de
relación comercial. La noción de competencia desleal se vincula, en cierta
forma, con la idea del uso indebido de los medios utilizados para competir, bien
por reputarse, según algunos tratadistas, un abuso del derecho que la ley no
ampara (art. II del Título Preliminar del C.C. peruano), o sólo acto excesivo,
según otros.
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De lo expuesto resulta que no es posible enumerar todos los casos posibles
de competencia desleal, porque ellos revisten las más variadas formas y
utilizan muchas veces los medios más sutiles. Y, por otra parte, si algunos de
ellos fueran considerados en alguna norma legal, ya estarían en la clasificación
de actos prohibidos por la ley. La Convención de París de la Unión Universal
para la Protección de la Propiedad Industrial menciona como competencia
desleal todo acto de competencia contrario a los usos honestos en materia
industrial y comercial y están especialmente prohibidos aquellos cuya
naturaleza origine confusión por cualquier medio con los productores del
competidor, así como las falsas alegaciones en el ejercicio del comercio, que
llevan a desacreditar los productos del competidor. Los elementos
caracterizadores de la competencia desleal generalmente admitidos son: a) un
acto de competencia, o sea qué se tienda a aumentar la clientela en desmedro
de otros, o se persiga desviar la clientela de otra empresa para aprovecharla
directa o indirectamente; b) una conducta incorrecta de quien realiza el acto,
sin que sea necesario que éste importe la comisión de un delito o infracción de
las leyes civiles, comerciales o administrativas; c) un acto susceptible de
ocasionar un perjuicio al competidor, sin que sea necesario acreditar que el
perjuicio se ha producido. La Ley de Promoción Industrial (art. 99o.) reputa
como competencia desleal todo acto o hecho contrario a la buena fe comercial
o al normal desenvolvimiento de las actividades industriales y comerciales,
considerando dichos actos o hechos como ilegales y prohibidos. Asimismo,
hace una enumeración enunciativa de los actos de competencia desleal (incs.
a) al f) del art. 100o.), reputando como tales: a) los que diesen a entender,
directa o indirectamente, que los artículos de un industrial o comerciante
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pertenecen a otro, ya sea apropiándose o simulando marcas, símbolos o
nombres distintivos, imitando etiquetas, envases, recipientes, nombres
comerciales u otros medios* usuales de identificación en la industria y el
comercio; b) las falsas descripciones de los artículos, usando palabras,
símbolos y otros medios que indujesen al público a error respecto a la
naturaleza, calidad o utilidad de los artículos; c) las falsas indicaciones de
origen y procedencia geográfica de los artículos, por medio de palabras, símbo-
los u otros elementos tendientes a engañar al público; d) lanzar al mercado un
artículo bajo forma o aspecto tales, que aun no conteniendo directa ni
indirectamente indicación de origen o procedencia geográfica determinada, de
o produzca, por los dibujos, elementos ornamentales o idioma empleado en el
texto, la impresión de ser un artículo producido en país o lugar distinto al de su
origen natal; e) ostentar o afirmar la posesión de premios, distinciones o
certificados de cualquier naturaleza que no se han obtenido; f) propagar
noticias sobre industria y comercio ajenos que dañen el crédito de sus pro-
pietarios o gestores, o que pudieran inspirar temor sobre artículos de terceros,
a fin de sustraerles o alejarles la clientela, y g) otros hechos o actos contrarios
a la buena fe en actividades económicas, que, por su naturaleza o finalidad,
sea posible considerarlos análogos o asimilables a los anteriormente indicados,
o sea tomando en cuenta el criterio de analogía. Como sanciones, establece la
multa susceptible de ser doblada en caso de reincidencia, el cierre o clausura
del establecimiento y la confiscación de la mercadería, sin perjuicio de la
responsabilidad civil o penal a que hubiere lugar.
La responsabilidad civil aludida no podrá ser otra que la extra- contractual
que deriva del C.C., dándole la suficiente elasticidad para que pueda incluirse
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toda la variada gama de actos que no son susceptibles de incorporarse en los
textos legales en forma taxativa. De otro lado, para la apreciación del daño a
que se refiere el numeral citado, habría que tener en cuenta la dificultad de
probar su cuantía o la del perjuicio ocasionado por la sustracción o desvío de la
clientela por medio de la competencia desleal. No siempre es fácil determinar
en qué medida se produjo la disminución de la clientela debido a los actos
enunciados o a otros que pudieron ser concurrentes, pero que no eran de
competencia desleal. Es de considerar que la Ley de Promoción Industrial
sanciona determinados actos, sin exigir que se compruebe la realización de un
daño. Basta, en consecuencia, la tentativa de sustraer o desviar la clientela
para que exista competencia ilícita. O sea, que en todo caso procedería la
imposición de la multa, y, además, en aquellos en que hubiere lugar, serían de
aplicación las sanciones civiles o penales. El Reglamento de la nueva Ley de
Industrias (arts. 110o. y 111o.) no introduce mayores modificaciones en la Ley
de Promoción Industrial respecto a los casos que pueden ser considerados
como de competencia desleal.
6.8. REFORMA LEGISLATIVA FRENTE AL COMERCIO INFORMAL EN EL
PERÚ
Las empresas se pueden clasificar atendiendo a diversos criterios. Puede
tomarse en cuenta la actividad que desarrollan y pueden ser, así, comerciales o
industriales y en ambos casos especializar el fin que persiguen: agrícolas,
mineras o simplemente industriales. También se clasifican en grandes y
pequeñas empresas y en empresas cuyo titular es una persona individual o una
persona jurídica. Teniendo en cuenta la calidad del empresario, se distinguen
en empresas privadas, públicas o de economía mixta. En las primeras, el
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empresario o empresarios son personas privadas, bien sea personas físicas o
personas colectivas. En las segundas, el empresario es el Estado o una
corporación pública. En las terceras, se asocian el Estado u otras
corporaciones públicas con las personas privadas. En los países con régimen
de libre empresa predomina la empresa privada, lo que no descarta la
intervención del Estado o de las corporaciones públicas como empresarios, que
en ciertos casos toman a su cargo determinadas actividades consideradas de
interés público, o forman las sociedades de economía mixta. La actuación del
Estado como empresario y su intervención en las empresas privadas deriva de
los modernos conceptos que inspiran la economía dirigida, la descentralización
de las funciones estatales y la influencia creciente de las ideas socialistas. Las
finalidades que persigue el Estado a través de las empresas que constituye o
de aquellas en que participa son diversas: reemplazar a una empresa privada
que presta servicios públicos deficitarios, asegurando su buen funcionamiento;
controlar actividades económicas decisivas para cumplir los objetivos de los
Planes nacionales; atender necesidades de la defensa nacional; evitar la
formación de monopolios; elevar el nivel de producción; lograr rebajas en los
precios de bienes o servicios, etc. Se advierte en el mundo económico de
nuestros días y en el campo de la economía libre la creciente intervención del
Estado como empresario, en una u otra forma.
El Estado interviene en el campo empresarial en cuatro formas: 1)
convirtiendo en empresa una parte determinada de su actividad; 2)
constituyendo una empresa pública; 3) participando conjuntamente con
personas privadas en la titularidad de una empresa; 4) interviniendo en la
fiscalización de determinada empresa privada. En el primer caso, la gestión de
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la empresa puede tomarla a su cargo el Estado explotándola directamente a
través de una dependencia de la administración pública. En el segundo, el
Estado crea un ente con patrimonio propio e individualidad jurídica, a fin de
lograr mayor operatividad. En el tercero, mediante la asociación con personas
privadas se da nacimiento a una empresa mixta, como oficialmente se la
denomina en el segundo párrafo del inc. d) del artículo único del Decreto-Ley
18748. La forma idónea de constituir las empresas de economía mixta es la de
sociedades anónimas, pero sujetas a determinadas regulaciones, como se
desprende de la expresada ley. En dichas empresas, el Estado debe tener
capacidad determinante en las decisiones, aunque la participación que le
corresponda sea inferior al cincuenta y uno por ciento del capital, En el cuarto
caso, ni el Estado ni ninguna corporación pública tiene participación en la
empresa, pero por la índole de su explotación o por el otorgamiento de
especiales ventajas que se le hubiere concedido, o por otras circunstancias,
está sujeta a la fiscalización estatal en cuanto a su funcionamiento o acti-
vidades. Este es el caso de las empresas privadas cuyas actividades son de
interés público. Las empresas públicas tienen innegable carácter público, pero
su status jurídico varía en cada caso. Puede ser una empresa pública
dependiente, o puede ser autónoma con patrimonio propio y personalidad
jurídica. En algunos casos, el capital de estas entidades está constituido
únicamente por el Estado, pero la empresa está organizada en tal forma que
puede recibir más adelante el aporte del capital privado, por cuya participación
se emiten acciones, configurándose así un ente con todas las características
de las sociedades anónimas. Tal ocurrió en nuestro medio con la Corporación
Financiera de Desarrollo, creada por el D.L. 18807 y que emitió acciones
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nominativas de mil soles cada una, hasta por un monto de mil millones de
soles, con el propósito de captar el ahorro y canalizarlo hacia inversiones
prioritarias. En cuanto a las empresas de economía mixta, se discute si son
empresas públicas o privadas. Hay corrientes de opinión en ambos sentidos,
no faltando quienes sostienen que son empresas públicas en su aspecto
interno y privadas en sus relaciones con terceros. En todo caso, la tendencia
moderna es en el sentido de someter a la empresa pública, así como a la de
economía mixta, a las reglas del derecho común, especialmente en sus
relaciones externas. Y este es precisamente el criterio en que está inspirada la
Ley de la Actividad Empresarial del Estado que ha venido a poner orden y
claridad en un sector que se ha desarrollado enormemente en los últimos años
y que, no obstante, carecía de una ley específica (Decreto Legislativo 216 de
12 de junio de 1981 y Constitución de 1979).La Ley de la Actividad Empresarial
del Estado “regula la actividad empresarial del Estado en lo relativo a su
organización, funcionamiento, régimen económico-financiero, régimen laboral,
control, evaluación y relaciones con los diversos niveles de gobierno y admi-
nistración” y clasifica en los siguientes cuatro tipos a las empresas en que
participa el Estado: a) empresas de derecho público, con “atribuciones propias
de la Administración Pública o de imperio”; b) empresas estatales de derecho
privado; c) empresas de economía mixta; y d) empresas de derecho privado
con accionario del Estado, pero en forma tal de no constituir empresas de
economía mixta. Las empresas de los tipos b), c) y d) deben adoptar la forma
de sociedad anónima y, por ende, se rigen por la Ley de Sociedades si bien sin
obligación de atenerse a determinados artículos de ésta (arts. 188 a 207, inc. 4
del art. 156 e inc. 7 del art. 359 y D.L. No. 23189).Otra clasificación de las
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empresas atiende a la nacionalidad de los que efectúan inversiones en ellas.
Desde este punto de vista, las empresas pueden ser nacionales, extranjeras o
mixtas. Para la ley peruana (Decreto-Ley No. 18748), son empresas nacionales
las constituidas en el Perú cuyo capital pertenece en más del ochenta por
ciento a inversionistas nacionales, siempre que, a juicio del Sector
correspondiente en coordinación con el de Economía y Finanzas, dicha
proporción se refleje en la dirección técnica, financiera, administrativa y
comercial de la empresa. Son empresas extranjeras aquellas cuyo capital
pertenece a inversionistas nacionales en menos del cincuenta y uno por ciento.
Lo son también cuando el cincuenta y uno por ciento o más del capital
pertenecen a los inversionistas nacionales, pero esta mayoría no se refleja, a
juicio del Sector correspondiente en coordinación con el de Economía y
Finanzas, en la dirección técnica, financiera y administrativa de la empresa.
Finalmente, son empresas mixtas, en una de sus modalidades, o sea en cuanto
a la composición del capital (primera parte del inc. e) de art. Único del D.L.
18748), las que pertenecen a inversionistas nacionales en una proporción que
fluctúe entre el cincuenta y uno y el ochenta por ciento, siempre que, a juicio
del Sector correspondiente en coordinación con el de Economía y Finanzas,
esa proporción se refleje en la dirección técnica, financiera, administrativa y
comercial de la empresa. Otro criterio de clasificación de las empresas es el
que atiende a si su titular es una o varias personas, físicas o jurídicas. En el
primer caso, se trata del empresario individual, que en la terminología de los
Códigos de Comercio es el comerciante; en el segundo, de las compañías
mercantiles o industriales a que se refiere el inciso b) del art. 1 del C. de C. y
que están regidas por la Ley de Sociedades y el Decreto-Ley 23189.Desde el
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punto de vista de la responsabilidad, la característica esencial y prácticamente
generalizada de la empresa individual es que el empresario responde frente a
sus acreedores con la integridad de su patrimonio. Es verdad que en el hecho
se elude esta ilimitación de la responsabilidad mediante la formación de
sociedades ficticias, utilizando presta-nombres y que la limitación se mantiene
con el asentimiento de éstos o incluso sin él en los países que admiten la
sociedad unipersonal, o sea, cuando la falta de pluralidad no es motivo de
disolución de la persona jurídica. En la ley peruana de sociedades se acoge
esta posibilidad, pero se señala el plazo de seis meses para que se establezca
la pluralidad (inc. 7o. del art. 359o.).La limitación de la responsabilidad del
empresario individual ha sido materia de numerosos estudios y proyectos, que
se remontan al año de 1892, pero como ya se ha expresado (supra 47) sólo ha
sido legislada en el Principado de Licchtenstein, en Costa Rica, Panamá y
recientemente en el Perú, por Decreto-Ley 21621, del que nos ocuparemos
más adelante (infra 66).Una empresa puede pertenecer a varias personas no
ligadas por el vínculo societario. Sería el caso del condominio de una empresa,
en la que cada condómino tendría su cuota correspondiente, sin que exista una
persona jurídica. Los consorcios, es una figura utilizada en algunos países por
varios empresarios que acuerdan realizar determinadas actividades en ciertas
condiciones, sin formar sociedad.
Los trusts son también empresas colectivas no constituidas como sociedad.
Empero, la forma normal de la empresa colectiva es la sociedad, que cada
día ha ido invadiendo el campo de las actividades económicas, desplazando al
empresario individual, por lo menos en los negocios de cierta envergadura. Si
bien el número de empresarios individuales puede ser todavía mayor que el de
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las sociedades, el volumen de éstas alcanza cifras gigantescas que
sobrepasan con creces el de las empresas individuales. Hay una tendencia
cada vez más acentuada a la concentración de capitales para formar grandes
empresas. La extensión de los mercados, la formación de zonas comunes más
o menos amplias, son factores que explican la formación de empresas
poderosas. En esas esferas el empresario individual resulta un enano en un
mundo de gigantes. Erich Fromm advierte que presenciamos un proceso
siempre creciente de centralización y concentración de capitales y que mientras
las grandes empresas se expanden continuamente, las pequeñas se asfixian.
La preocupación actual es la actividad de las sociedades multinacionales y, en
general, adoptar las fórmulas jurídicas para una economía de masas. Es tal vez
por estas circunstancias que no se ha prestado, por la legislación de la mayor
parte de países, la debida atención a la empresa individual de responsabilidad
limitada. En cuanto a las empresas constituidas bajo la forma de sociedades,
merecen un tratamiento especial en el derecho mercantil, pues ellas
constituyen uno de sus más importantes capítulos, al punto que no han faltado
autores que hablan de un “derecho de sociedades”.
La participación en los rendimientos se materializa en el hecho de que todos
los trabajadores de la empresa, sean o no miembros de la Comunidad
Industrial, deben percibir una parte proporcional a los días trabajados por cada
uno de aquéllos, provenientes de la deducción del diez por ciento de la renta
neta del respectivo ejercicio económico. De otro lado, la participación en el
patrimonio es un derecho de los trabajadores miembros de la Comunidad
Industrial para que la empresa deduzca anualmente el quince por ciento de su
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Renta Neta libre de impuestos para la formación del patrimonio de sus trabaja-
dores y para aportar recursos a la Comunidad Industrial, en la siguiente forma
Trece y medio por ciento de la Renta Neta paga la formación e incremento del
patrimonio de los trabajadores, que se invertirá en “acciones laborales” o en
“bonos de trabajo”, o “títulos de interés social”, que emitirá la empresa, en los
tres casos, ‘o en “bonos de reinversión de trabajo”, que emitirá el Banco
Industrial del Perú. Los títulos enumerados en primer lugar son de propiedad
del trabajador a cuyo nombre se emiten y podrán ser transferidos o dados en
prenda o usufructo. Pueden, asimismo, ser objeto de embargo u otras medidas
judiciales. Los bonos de inversión son representativos de un fondo destinado a
programas de interés social que desarrolle la Comunidad Industrial y se emiten
a nombre de cada trabajador.
2. Uno y medio por ciento para formar y fortalecer el patrimonio de la
Comunidad Industrial, el que será entregado a ésta en efectivo dentro de los
treinta días de presentado el balance de ejercicio a la Autoridad Fiscal. La
Comunidad Industrial es un ente representativo de los trabajadores en la esfera
de relaciones establecidas por la ley, que se diferencia de otras entidades
representativas como son los Sindicatos; y está formada, obligatoriamente, por
todos los trabajadores estables que laboran en ella, los que participan en su
propiedad, gestión y utilidades. Es una persona jurídica de derecho privado,
cuyas finalidades son: Contribuir al establecimiento de formas constitutivas de
interrelación en la empresa industrial; fortalecer la empresa, mediante la acción
unitaria de sus miembros en la gestión y proceso productivo y su participación
en la propiedad del patrimonio empresarial; establecer una adecuada y racional
distribución de los beneficios entre los inversionistas y trabajadores de la
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empresa; promover la capacitación permanente y estimular la creatividad de los
trabajadores. La Comunidad Industrial tiene sus órganos propios: la Asamblea
General y el Consejo, que la dirigen y administran. La participación en la
gestión de la empresa por parte de los trabajadores se realiza mediante la
elección, por la Asamblea de la Comunidad, de los representantes ante el
Directorio de la empresa, quienes serán asesorados por el Consejo de la
Comunidad. El número de trabajadores en el Directorio, con un mínimo de uno,
estará en relación directa con la proporción que las acciones laborales
representan en la propiedad del patrimonio empresarial, pero tales acciones no
tienen derecho a ser representadas en la Junta General de Accionistas. De otro
lado, el Decreto-Ley 21584, faculta al síndico de quiebras para que delegue en
la Comunidad Laboral o en sus trabajadores la administración de la empresa
en estado de falencia si la Comunidad lo hubiere solicitado al Juez que conoce
de la quiebra. Para este efecto, el síndico, de acuerdo con la Comunidad
Laboral o los trabajadores de la empresa, presentará un programa de
operaciones; y, llegado el caso, tratará de llegar a un convenio con los demás
acreedores para evitar la liquidación de la empresa. Otras normas se orientan a
garantizar la conservación del patrimonio de aquélla.
6.9. EVOLUCIÓN SISTEMÁTICA DE LOS MICRO EMPRESARIOS EN EL
PERÚ
El Decreto-Ley 23189, de 19 de julio de 1980, regula la actividad de las
llamadas pequeñas y medianas empresas. Este decreto-ley reemplaza al
21435, de 24 de febrero de 1976, que fue el que por primera vez estableció un
régimen especial para las empresas pequeñas, por lo que recibió el nombre de
Ley de la Pequeña Empresa del Sector Privado. Posteriormente (octubre de
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1978), el D.L. 23310 introdujo varias modificaciones en el texto original del D.L.
No. 21435. Finalmente, éste fue reemplazado por el mencionado D.L. 23189,
que, apartándose bastante de los lineamientos del D.L. 21435, establece dos
regímenes diferentes: uno para la Pequeña Empresa y otro para la Mediana
Empresa. Según el D.L. 23189, las características principales de la PEQUEÑA
EMPRESA son las siguientes: Organización: sólo puede ser empresa
unipersonal o empresa individual de responsabilidad limitada. Inscripción: en el
“Padrón Municipal de Pequeñas Empresas a cargo de los Concejos
Municipales”. Campo de actividad: puede dedicarse indistintamente a “la pro-
ducción de bienes, a la prestación de servicios o a la comercialización de
bienes”. Volumen de operaciones: el volumen anual máximo no debe exceder
de una suma equivalente a cien salarios mínimos vitales anuales de la
Provincia de Lima. Tributación: está exonerada, por un plazo de diez años
contados a partir de su fundación, de virtualmente todos los impuestos (Renta,
Ventas, Reevaluación del Activo Fijo, Patrimonio Empresarial, Seguro Social,
etc.); pero a cambio, está sujeta a un impuesto único consistente en el 5 o/o de
sus ingresos mensuales.
Trabajadores: sólo se permite un máximo de diez (incluyendo el titular) si la
actividad es de producción o servicios y un máximo de cinco si la actividad es
de comercialización. Además, el titular debe participar en forma directa y
efectiva en el trabajo de la empresa. Comunidad Laboral: no la tiene y tampoco
está obligada a otorgar participación líquida o patrimonial a los trabajadores.
Con fecha 10 de enero de 1985 ha sido promulgada la Ley No. 24062, que
regula la Pequeña Empresa Industrial. En cuanto a la MEDIANA EMPRESA,
tiene las siguientes características principales:*Organización: cualquiera de las
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formas de sociedades mercantiles y, también, como empresa unipersonal o
como empresa individual de responsabilidad limitada. Inscripción: es el órgano
competente del respectivo sector de la ' Administración Pública. Campo de
actividad: las siguientes actividades económicas: Agrícola, Pecuaria y
Agropecuaria, Extractiva, Transformación, Transporte, Servicios Turísticos y
Hostelería, Comercio de Bienes, Servicios Comerciales e Industriales. Volumen
de operaciones: el volumen anual máximo que se le permite es una suma que
no exceda de novecientos sueldos mínimos vitales anuales de la Provincia de
Lima. Tributación: sujeta al régimen tributario común. Además, las re-
muneraciones del titular o socio que labora en la empresa se consideran como
gasto para la determinación de la Renta Neta con vistas a la distribución de la
parte que de dicha Renta Neta corresponde a los trabajadores. Trabajadores:
no hay límite alguno para su número y están sujetos al régimen laboral de la
actividad privada. Comunidad laboral: no la tiene; pero, como acaba de
indicarse, los trabajadores tienen derecho a participar, según porcentajes
específicamente establecidos, de la Renta Neta de la empresa. Es muy
importante tener en cuenta, respecto de lo que acaba de exponerle sobre la
empresa pequeña y la mediana, dos cosas: 1) que el D.L. 231/8¡9 ha derogado
en forma expresa al D. L. 21435; y 2) que el funcionamiento de las normas del
D. L. 23189 está explícitamente condicionado a la expedición de su
Reglamento, el cual no ha sido promulgado pese a que el art. 47 estableció
para ello un plazo máximo de noventa días contados a partir de la fecha de
entrada en vigencia del D. L. 231 89 (28 de julio de 1980). Consecuencia lógica
de todo esto es que el D. L. 23189 está legalmente vigente pero no puede
aplicarse. Las empresas u organizaciones llamadas COOPERATIVAS consti-
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tuyen un sector que ha cobrado singular significación económica en nuestro
país, particularmente a raíz de la Ley de Reforma Agraria, en virtud de la cual
empresas privadas de muy considerable envergadura económica pasaron a ser
cooperativas. Pese a la gran importancia económica cobrada por estas
empresas a lo largo de los últimos años, han estado sin el respaldo de una ley
que en forma específica las sitúe en el concierto de la actividad económica
nacional y regule sus actividades. Esta situación ha terminado con la dación de
la Ley General de Cooperativas, constituida por el Decreto Legislativo No. 85,
de 20 de mayo de 1981, modificado por el D.L. 1 41 de 12 de junio de 1981.
Esta ley, que es sumamente extensa (consta de 135 artículos) regula
minuciosamente todos los aspectos de las cooperativas: constitución e
inscripción, régimen administrativo, régimen económico, determinación y
distribución de los remanentes (utilidades), disolución y liquidación, etc. Según
la mencionada ley, toda organización cooperativa adquirirá la calidad de
persona jurídica desde su inscripción en los Registros Públicos sin necesidad
de resolución administrativa previa de conocimiento oficial y quedará obligada
al estricto cumplimiento de las disposiciones de la Ley General de
Cooperativas. Esta reconoce 19 clases de cooperativas: Agrarias, Agrarias
Azucareras, Agrarias Cafetaleras, Agrarias de Colonización, Comunales,
Pesqueras, Artesanales, Industriales, Mineras, de Transportes, de Ahorro y
Crédito de Consumo, de Viviendas, de Servicios Educacionales, Escolares, de
Servicios Públicos, de Servicios Múltiples, de Producción Especiales, y de
Servicios Especiales.
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EXTINCION DE  LAS EMPRESAS DE PROPIEDAD SOCIAL, estas empresas,
que constituyen el llamado Sector de Propiedad Social, están regidas por la
Ley de Empresas de Propiedad Social, Decreto- Ley 20598, el 30 de abril de
1974. Según el art, 1 de dicha ley, “Las Empresas de Propiedad Social son
personas jurídicas de Derecho Social integradas exclusivamente por
trabajadores, constituidos dentro del principio de solidaridad, con el objeto de
realizar actividades económicas. Sus características son participación plena,
propiedad social de la empresa, acumulación social y capacitación permanente.
Lo que por encima de todo distingue a este tipo de empresa es la desaparición
de todo atisbo de propiedad individual y, además su dependencia directa del
Estado a través del Fondo Nacional de Propiedad Social, el Consejo de
Propiedad Social y la Comisión Nacional de Propiedad Social (arts. 154, 185 a
189). Obviamente, este tipo de empresas es sustancialmente diferente de las
organizaciones cooperativas, si bien en unas y otras hay ausencia de autoridad
patronal. Ver también comentarios adicionales en el No. 48 (supra).
7. INICIO Y AUGE DEL COMERCIANTE INDIVIDUAL
CONCEPTO DE COMERCIANTE INDIVIDUAL
Conviene distinguir en primer término, respecto al comerciante, el concepto
económico y el concepto jurídico. Desde el punto de vista económico, es
comerciante quien hace de la actividad comercial una profesión, bien sea
porque dirige directamente un establecimiento mercantil, o porque presta
servicios como factor o empleado de un comerciante individual, como
apoderado, director o gerente de una sociedad mercantil. Jurídicamente el
concepto de comerciante es más restringido. Sólo se reputa comerciante a
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quien actúa para sí y no para otros en la actividad mercantil, adquiriendo los
derechos y asumiendo las obligaciones que de ella derivan. La determinación
de la calidad de comerciante tiene gran importancia en las legislaciones en las
que existe C. de C. Si se trata de codificaciones inspiradas en el sistema
subjetivo, o sea, en las que el derecho mercantil se acota en torno al
comerciante, la actividad de éste como tal sirve para determinar cuáles son los
actos de comercio. En los sistemas objetivistas, como el de nuestro C. de C.,
no puede dejar de precisarse la condición del comerciante por las
consecuencias que de ella emergen. Del status de comerciante derivan
múltiples derechos y obligaciones. Aparte de las de orden tributario o fiscal,
basta considerar las referentes a la obligación de llevar libros de contabilidad y
conservarlos, así como la documentación pertinente, hasta cinco años después
de terminadas sus actividades; las particularidades relacionadas con el régimen
de la quiebra; la caracterización de ciertos contratos como mercantiles, si una
de las partes es comerciante, como ocurre con la comisión, el transporte, el
seguro (Arts. 237o., 344o., 375o., del C. de G). En referencia al concepto
jurídico del comerciante individual, el C. de C. señala dos notas configurativas:
una, la capacidad, elemento tomado del derecho civil, y otra, determinada por
un elemento de carácter real, como es la realización de una serie de actos
comerciales practicados en forma habitual, es decir, repetidos constantemente
y no en forma ocasional o esporádica. No establece el Código diferencias en
cuanto al volumen o significación económica de las actividades que se ejercen.
Tan comerciante es una poderosa entidad comercial como el pequeño
comerciante ambulatorio, si bien con posterioridad a las disposiciones del
Código se han dictado leyes de orden tributario que eximen, a los pequeños
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comerciantes con limitado número de ventas, de ciertas obligaciones, como las
de llevar todos los libros de contabilidad, pues deben llevar únicamente los de
inventarios y caja o únicamente libretas. No se afilia nuestro Código al lado de
aquellas legislaciones que exigen la inscripción del comerciante individual en el
Registro Mercantil, lo que sí es obligatorio para las sociedades de comercio.
Empero, el Decreto-Ley 19893 ha establecido la obligación de inscribirse en el
Registro Comercial para quienes ejerzan actividades comerciales de
transferencia de bienes en las que no medien procesos de transformación, a
excepción de los de envasado, embalaje, rotulación y fragmentación. Pero
están exceptuados de esta obligación quienes presten servicios
correspondientes a los Sectores de Salud, Educación, Transportes y
Comunicaciones, Economía y Finanzas y Energía y Minas, así como servicios
profesionales y religiosos.
Es de observar que la definición legal del C. de C. es, respecto del
comerciante, insuficiente, porque hay personas que, no obstante tener
capacidad legal para ejercer el comercio y ejercerlo efectivamente, no son
comerciantes. Tal ocurre con el personal auxiliar del comerciante, como el
factor, el dependiente, el apoderado en general o los directores, gerentes y
administradores de las sociedades comerciales que ejercen el comercio pero
no a nombre propio sino a nombre del comerciante individual o colectivo. Los
mandatarios o representantes legales de quienes ejercen el comercio no son,
pues, comerciantes, resultando de este modo que el Código ha omitido
agregar, como nota configurativa de la calidad de comerciante, que el ejercicio
del comercio sea en nombre propio.
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7.1. CAPACIDAD LEGAL PARA EJERCER EL COMERCIO
La capacidad legal a que alude el inc. 1o. del art. 1o. del C. de C. hace
referencia en términos generales a la capacidad establecida por el C.C.,
aunque el concepto admite una diferenciación que precise sus alcances. Se
hace necesario, en primer término, establecer la relación entre las
disposiciones de los Códigos mencionados. El art. 4o. del C. de C. alude a tres
situaciones: ser mayor de edad, ser menor legalmente emancipado y tener la
libre disposición de los bienes. Conforme a las reglas del C.C. de 1936, la
mayoría de edad se adquiere a los veintiún años (art.º 8o.) y el menor podría
ser legalmente emancipado o emanciparse a partir de los dieciocho (art. lio.) El
Decreto-Ley 21994 de 15 de noviembre de 1977 modifica el C.C. estableciendo
que la mayoría de edad se adquiere a los dieciocho años. Lo mismo dispone el
art. 65o. de la Constitución y el art. 140 del C.C. vigente respecto al acto
jurídico .En cuanto a la libre disposición de los bienes, supone la posibilidad de
realizar respecto de ellos todos los actos permitidos por la ley, puesto que en el
ejercicio de la actividad comercial puede comprometerse el destino de los
bienes. Desde otro punto de vista cabe distinguir las dos clases de capacidad
que se reconocen en derecho: la capacidad de goce y la capacidad de
ejercicio. Si bien los menores no emancipados y los incapacitados en general
no tienen capacidad de ejercicio, sí tienen capacidad de goce y en tal condición
pueden continuar, por intermedio de sus representantes legales, o por medio
de factores, el comercio que hubieran ejercido sus padres o sus causantes (art.
5o. del C. de C.). En este caso los factores o representantes no ejercen el
comercio para sí, sino para el menor o el incapaz, quienes resultarían los
titulares de la actividad comercial. La Corte Suprema, en Ejecutoria de 17 de
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agosto de 1886 (A. J. pág. 275), ha resuelto que los menores de dieciocho
años, aun cuando no hayan sido emancipados, son responsables de las
obligaciones que contraen para el fomento de la industria que ejercen
públicamente. La capacidad para ser comerciante se atribuye sin distinción de
sexo, tal como ocurre con la capacidad civil. El ejercicio del comercio está
permitido no sólo a los peruanos sino también a los extranjeros, de acuerdo a
lo establecido en el art. 131o. de la Constitución; La nacionalidad peruana no
es condición para esta clase de actividades, salvo, desde luego, lo que
dispongan las leyes especiales. Al respecto hay que considerar las dos formas
de incapacidad que contempla el C.C.: la incapacidad absoluta y la incapacidad
relativa (arts. 43o. y 44o.).
En virtud de la primera no pueden ejercer el comercio los meno- re de
dieciséis años privados del discernimiento, los sordomudos los ciego-sordos y
los ciego-mudos que no pueden expresar su voluntad de manera indubitable.
Tratándose de la incapacidad relativa, no la pueden ejercer los mayores de
dieciséis años y menores de dieciocho, como serían, además de los
expresados anteriormente los pródigos, los ebrios habituales, los que incurren
en mala gestión, los que sufren pena con interdicción civil, los toxicómanos, los
retardados mentales y los que adolecen de deterioro mental que les impide
expresar su libre voluntad. En cuanto al interdicto, el C. de C. considera en el
art. 13o. la interdicción proveniente de sentencia que imponga esa pena.
Quienes se encuentran cumpliendo una condena de ese género no pueden
ejercer el comercio hasta el término de la pena, o hasta que sean amnistiados
o indultados. Lo mismo dispone el C.C. (inc. 8 del art. 44o.).En semejante
situación se encuentra el quebrado, salvo que haya sido rehabilitado o esté
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autorizado por un convenio con sus acreedores para continuar al frente de su
establecimiento, entendiéndose, en tal caso, limitada la habilitación a lo
expresado en el convenio. De acuerdo a la ley de quiebras No. 7566, las
inhabilidades que las leyes imponen a los fallidos cesan en virtud de la
rehabilitación (art. 246o.), lo que significaría que un comerciante quebrado
podría volver a ejercer el comercio si es rehabilitado. La rehabilitación se
produce por varios medios: por ley, desde el momento en que quede firme la
resolución que absuelve el fallido o que manda archivar la investigación
criminal; por decisión judicial en el juicio que promueve el fallido para que se le
rehabilite, debiendo acreditar en este caso que ha cumplido la pena que se le
impuso o que ha sido indultado, y, en todo caso, que ha satisfecho
íntegramente las deudas, Esta última circunstancia es lo que justifica la facultad
que se reconoce a los acreedores cuyos créditos no hubieran sido pagados,
para apersonarse en el juicio de rehabilitación. De lo dispuesto en el art. 248o.
de la ley de quiebras referente a la rehabilitación del quebrado, culpable o
fraudulento, se infiere que quien quebró fortuitamente no necesita rehabilitación
judicial, pues dicho quebrado no ha sufrido pena alguna. Hay, pues, diferentes
efectos según se trate de la quiebra fortuita, culpable o fraudulenta. Tratándose
de la quiebra de un comerciante, se origina, en todo caso, la apertura de un
proceso penal, lo que obliga al juez de la quiebra a dar, inmediatamente
después de declarada ésta, aviso al juez instructor, indicándole todos los datos
que permitan individualizar la persona del fallido y si hizo o no la manifestación
de su quiebra. La quiebra deberá ser objeto de clasificación, tanto por el
Agente Fiscal como por el Juez Instructor, el Fiscal de Tribunal Correccional y
por el propio Tribunal en la sentencia que ponga fin al juicio. Según el art. 6o.
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del C. de C., la mujer casada para ejercer el comercio debe ser autorizada por
el marido, mediante escritura pública inscrita en el Registro Mercantil. Esta
norma guardaba relación con lo dispuesto en el art. 173o. del C.C. de 1936,
que facultaba a la mujer a ejercer cualquier profesión o industria, así como
efectuar cualquier trabajo fuera de la casa común con el consentimiento
expreso o tácito del marido. En caso que éste negara el consentimiento la
mujer podía ser autorizada por el juez, siempre que probara que esta medida la
justificara el interés de la sociedad conyugal o de la familia. El régimen
matrimonial se basaba en el principio de la potestad marital.
El C. C. de 1984, adopta una posición diferente, equiparando la situación
del marido y la mujer, de acuerdo con lo establecido en el inc. 2o. del art. 2o.
de la Constitución del Estado. De allí que establezca en el art. 293o. la misma
necesidad legal de autorización del otro cónyuge, marido o mujer, para ejercer
la actividad a que se refiere el art. 173o. del C.C. de 1936. En concordancia
con el código civil de 1984 No hace referencia el nuevo Código a escritura
pública que deba ser objeto de inscripción registral alguna.
7.2. AUTORIZACIÓN EXPRESA Y AUTORIZACIÓN PRESUNTA
El asentimiento mencionado puede ser expreso o tácito, tal como lo establece
el C. de C., tratándose de la mujer casada. En relación a ésta no dice el C.C., a
diferencia del de Comercio, si se requiere de escritura pública e inscripción en
el Registro Mercantil. Las formalidades exigidas por el Código de Comercio
estaban impuestas por ser una excepción al régimen de bienes dentro del
matrimonio, que era el de la sociedad de gananciales que imponía el Código
Civil, lo que no ocurre actualmente en que los cónyuges, antes de la
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celebración del matrimonio pueden optar por dicho régimen o por el de separa-
ción de patrimonios, caso en el cual deben otorgar escritura pública, bajo
sanción de nulidad, debiendo inscribirse en el Registro Personal. A falta de
escritura pública se presume que los interesados han optado por el régimen de
sociedad de gananciales. Si el asentimiento fuere negado, el juez puede
conceder autorización, si lo justifica el interés de la familia. En cuanto al
asentimiento tácito, éste tiene lugar si antes de contraer matrimonio, ya se
ejercía el comercio y continúa dicho ejercicio. Así lo considera el art. 9o., 1ra.
parte del C. de C. Otra forma de autorización presunta, considerada por el C.
de C. en relación con la mujer casada es la contenida en el art. 7o. cuando
establece que si ejerce de hecho el comercio se manifiesta por una serie de
actos externos, por una necesaria relación contractual con terceros, que la ley
supone que no puede ser ignorada por el cónyuge. Su silencio equivale a una
aceptación de los actos realizados. De no ser así, resultaría afectada la buena
fe de los terceros.
7.3. EJERCICIO DEL COMERCIO SIN AUTORIZACIÓN DEL CÓNYUGE
Hay casos en que por determinadas circunstancias el cónyuge no puede de
hecho o por derecho otorgar la autorización. En tales supuestos puede
prescindirse de ella. Así ocurre en los casos considerados en el art. 11o. del C.
de C., que está referido a la mujer casada. Al respecto, hay una primera
observación que formular y es la referente a la edad de la esposa, que se fija
en 21 años, siendo así que la plena capacidad de ejercicio se adquiere al
cumplir 18 años (art. 42o. del C.C.), y que la incapacidad de las personas
mayores de 16 años cesa por matrimonio (art. 46o. C.C.), y tratándose de
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mujeres cesa a los 14 años. La indicación del mencionado art. 11o. del C. de C.
respecto a la edad de la mujer, deriva de que dicho numeral se tomó del C. de.
Español, en el cual, para que la mujer pudiese contraer matrimonio válidamente
debía tener 21 años.
En los demás casos del art. lio., el vínculo matrimonial subsiste pero hay
circunstancias que determinan la imposibilidad del marido para otorgar
autorización debido a la incapacidad natural que lo sujeta al cuidado de otra
persona (inc. 2o.); o por razones de orden material, por encontrarse ausente;
ignorándose su paradero (inc. 3o.) o por concurrencia de impedimento legal y
material, como es el estar sufriendo la pena de interdicción civil (inc. 4to.).
7.4. AUTORIZACIÓN JUDICIAL
De lo dispuesto por el C. de C. en referencia al ejercicio del comercio por la
mujer casada sin autorización del marido, resultaría que sólo en el caso del inc.
3o. del art. 1 lo., o sea, el referente a la ausencia del esposo con
desconocimiento de su paradero se requeriría de autorización judicial; no en el
de los otros supuestos del mismo artículo, en los que bastaría la simple
comprobación de los hechos aludidos. El C. C. actual de 1984, establece, por
su parte (art. 294o.) que uno de los cónyuges asume la dirección y
representación de la sociedad conyugal: si el otro esta impedido por
interdicción u otra causa: si se ignora el paradero del otro c cónyuge o este se
encuentra en un lugar remoto; si no ha abandonado el hogar. Hay otros
supuestos en los que procede la autorización judicial por inferencia del art.
293o. del C.C. que establece que si uno de los cónyuges niega su asentimiento
para que el otro ejerza cualquier profesión o industria, así como para efectuar
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cualquier trabajo fuera del hogar, puede recurrir al juez para que lo autorice, si
lo justifica el interés de la familia. Es una norma semejante a la contenida en el
art. 173o. del C.C. de 1936, con la diferencia que éste último hace referencia
sólo a la mujer, en vista del distinto régimen de bienes de ambos Códigos. La
posibilidad de que el marido pueda revocar “libremente” la autorización
concedida aja mujer, tal como lo establece el art. 8o. del C. de C. es una
consecuencia del hecho de haber sido aquel quien la concedió. La ley franquea
la posibilidad de la revocación por haber cambiado las circunstancias desde
que fue otorgada la autorización. Empero, su decisión revocatoria no puede ser
usada arbitrariamente, como podría suponerse por el uso de la expresión
“libremente”, que emplea el numeral citado. El art. 11o. del Título Preliminar del
C.C. proscribe el abuso del derecho, en forma genérica, facultando al inte-
resado para exigir la adopción de las medidas necesarias para evitar o suprimir
el abuso y, en su caso, la indemnización que corresponda. Lo mismo cabría
decir respecto a la mujer, en su caso (art. 293o.CC).Las formas de la
revocación deben sujetarse a requisitos de publicidad semejantes a los de la
autorización. Ellos son: la escritura pública, la inscripción en el Registro
Mercantil, el anuncio en el periódico oficial, la comunicación a sus
corresponsales por medio de circulare. Los efectos de la revocación respecto a
terceros pueden afectar a estos por lo que la publicidad que se dé a la
revocación es fundamental. El punto de partida para que derive efectos la
revocación es la fecha de publicación en el diario oficial (art. 8o. del C. de C.
última parte), o sea, un medio de difusión más amplio que el Registro Mercantil.
Como consecuencia de la actividad comercial de cualquiera de los cónyuges
con autorización del otro, puede enajenar sus bienes propios, así como los de
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su cónyuge y también los bienes propios de éste, si se hubiese extendido a
ellos la autorización expresa que se le hubiese concedido. Así lo expresa el art.
10o. del C. de C. con referencia a la mujer, dentro del régimen de la sociedad
conyugal regida por el C. C. de 1936. Actualmente, como ya se ha expresado,
el régimen de los bienes dentro del matrimonio ha variado, pudiendo optarse
por el de sociedad de gananciales o por el de separación de patrimonios. Al
respecto debe tenerse presente lo dispuesto en el Título III. del Libro III. del
C.C. vigente.
7.5.PROHIBICIONES PARA EJERCER EL COMERCIO
Hay casos en que determinadas personas, no obstante gozar de capacidad
legal para ejercer el comercio, no pueden hacerlo porque desempeñan
funciones que la ley considera incompatibles con la actividad comercial. La
prohibición supone que la persona es capaz, pero no puede actuar como
comerciante ni tener esta calificación legal. Si contraviniendo la prohibición
ejercen el comercio, los actos que realicen son válidos, pero el actor queda
sujeto a las medidas con que se sanciona a quien infringe el impedimento. La
situación es, pues, diferente a la que resulta de la incapacidad. El incapaz no
puede ejercer el comercio con efectos legales; si lo hiciese, los actos serían
nulos. La prohibición se basa en consideraciones de diversa índole. Puede
tratarse de ciertas actividades que están negadas a la generalidad de las
personas y que se reservan para el Estado o se sujetan a un régimen de
concesión. Pueden estar motivadas por el peligro de que se utilice el
desempeño de funciones públicas en provecho propio, anteponiéndolo a los
intereses colectivos o de terceros. Estos diversos supuestos inspiran el art.
116
14o. del C. de C. que indica quiénes no pueden ejercer la actividad comercial
por sí mismos o por medio de otros, ni tener cargo o intervención directa,
administrativa o económica, en sociedades comerciales o industriales. Dicho
art. 14o alude a las circunscripciones territoriales en las que el ejercicio del
comercio es incompatible con determinadas funciones públicas como es el
caso de los magistrados en servicio activo, con exclusión de los Jueces de paz
o los suplentes de los magistrados judiciales (inc. lo.); de los jefes políticos o
militares de departamentos, provincias o plazas (inc. 2o.) y de los empleados
en la recaudación y administración de fondos del Estado nombrados por el
Gobierno (inc. 3o.).Respecto a los primeros, debe entenderse que actualmente
quedan incursos en la prohibición los Jueces de Paz Letrados y que la
incompatibilidad atañe a todos los miembros del Poder Judicial sin limitación de
zona territorial, en virtud de lo dispuesto por el inc. f) del art. 26o. de la Ley
Orgánica del Poder Judicial. La ley persigue apartar a los magistrados de
participar en organismos dedicados a actividades lucrativas, no sólo porque
pueden valerse del cargo para obtener ventajas indebidas, sino porque tales
actividades no condicen con la austeridad con que debe desempeñarse la
función judicial y con la obligación de exhibirla libre de apariencias que puedan
menoscabar su independencia y majestad. Con referencia a los jefes políticos o
militares, se trata de evitar que, al ejercer el comercio, que es actividad
lucrativa, el afán de ganancias pueda inducirlos a usar el poder de que
disponen en beneficio propio, influyendo en la competencia o suprimiendo ésta,
en forma abierta o subrepticia. Estas consideraciones han llevado a establecer
prohibiciones más extensas para tales personas. Respecto a las autoridades
políticas existe la Resolución Suprema de 5 de. Octubre de 1946, que prohíbe
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el desempeño simultáneo del cargo de Prefecto o Subprefecto con el empleo
en firmas comerciales o industriales. En cuanto a los empleados en la
recaudación y administración de fondos del Estado nombrados por el Gobierno,
la prohibición se explica por el propósito de impedir que tales servidores
puedan utilizar, aunque sólo fuese temporalmente, los fondos recaudados, 'que
pertenecen al Estado, en la actividad comercial que ejercen. La prohibición a
los agentes mediadores (inc. 4) tiende a que éstos no puedan ejercer otra
actividad que la mediación, para que no antepongan su propio interés de
comerciante al de los clientes que les encomiendan cargos, abusando de la
confianza depositada en ellos. Finalmente, el inc. 5o. contiene una norma de
remisión respecto a quienes por leyes y disposiciones especiales están
prohibidos de comerciar en determinados territorios. Por regla general se trata
de proteger el interés privado del titular de una empresa mercantil contra la
competencia que puedan hacerle personas vinculadas a ellas por una relación
de sociedad o dependencia. Es el caso de los socios colectivos (arts. 40o. y
41o. de la ley de sociedades), de los factores y dependientes (arts. 282o. y
290o. del C. de C.); los capitanes del buque y los sobrecargos, en ciertas
condiciones (arts. 626o. y 664o. del C. de C.); de los gerentes de las
sociedades de responsabilidad limitada.
7.6. EL ESTADO Y EL  COMERCIO
Admitido que el acto de comercio es tal sin que su carácter dependa de que
sea realizado por un comerciante, cabe la posibilidad de que el Estado y las
Corporaciones o entidades de derecho público los practiquen, quedando por
este hecho• sometidos a las disposiciones del C. de C., bien sea que tales
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actos se realicen directamente, o mediante servicios públicos descentralizados,
o por empresas estatales, o mediante la participación del Estado en las
sociedades de economía mixta. La vida económica moderna se caracteriza
cada vez más por la creciente intervención del Estado, en forma mediata o
inmediata, en calidad de empresario; pero de ello no se desprende que
adquiera el Estado ni las entidades que pertenecen al sector económico
nacional la calidad de comerciantes, porque la finalidad última que persiguen
no es el ejercicio del comercio ni conseguir utilidad sino satisfacer un interés
público. Adquisición y pérdida del estado de comerciante. No admitiendo el C.
de C. la obligatoriedad de la inscripción del comerciante en el Registro
Mercantil, lo que facilitaría la determinación del momento en que nace la
condición jurídica del comerciante, hay que recurrir a otros medios de prueba
para llegar a esa determinación. Sería suficiente para ese efecto la
comprobación de ciertos actos que, aunque no sean mercantiles, revelen el
propósito de quien los realiza de dedicarse a la actividad comercial. Se trataría
de los actos preparatorios de una explotación mercantil que originan una
presunción legal del ejercicio del comercio, como son los anuncios públicos,
mediante avisos, rótulos, etc. La adquisición de la calidad de comerciante se
opera de un modo originario por el hecho de ejercer o encargar a otro el
ejercicio del comercio a nombre del comerciante. No puede adquirirse tal
condición a mérito de sucesión contractual o hereditaria. La sola adquisición de
un negocio en tales supuestos no confiere el carácter de comerciante. Es
preciso el ejercicio del comercio, la dedicación de hecho, a que se refiere el inc.
1o. del art. 1o. del C. de C.
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La Ejecutoria de la Corte Suprema de 3 de abril del 2010 (Bol. Jud. Nos. 8, 10,
de 2010, pág. 345) ha resuelto que, con arreglo al art. 1o. del C. de C., la
habitualidad en la práctica de actos de comercio exige su realización como una
fuente permanente de recursos; y que no está obligado a señalar bien libre
para el embargo quien no tiene la calidad de comerciante, pues no se
considera como tal a quien sólo constituye una sociedad comercial o industrial,
o integra un directorio. Las Ejecutorias de la Corte Suprema de 27 de
noviembre de 1902 y de 5 de junio de 1907, han resuelto, respectivamente, que
se reputa comerciante a quien obtiene la principal utilidad en su giro en la
reventa de los artículos que compra (De la Lama, C. de C. t. II, Pág. 198); y que
la dedicación habitual al tráfico mercantil determina la calidad de comerciante.
La pérdida del carácter de comerciante puede obedecer a motivaciones de
diversa índole. Pueden ser subjetivas y objetivas, voluntarias o involuntarias. El
fallecimiento pone término a la condición de comerciante, ya que ésta no es
transmisible a los herederos. La incapacidad sobrevenida, si bien, al someter al
comerciante al cuidado de terceras personas, lo priva de la libre administración
de sus bienes, no mantiene su capacidad de goce como comerciante. Un caso
de pérdida voluntaria de la calidad de comerciante es el de transmisión o
traspaso del negocio. El comerciante deja de serlo y es sustituido por el
adquiriente, que ejerce el comercio por cuenta propia. Igualmente, termina la
actividad del comerciante por liquidación decidida voluntariamente por él. En tal
caso dejar de serlo al término de las operaciones liquidatarias, pues durante el
proceso de la liquidación sigue actuando como tal. Asimismo, en casos de
quiebra, e imposición de condena de interdicción civil. Desde el punto de vista
objetivo o voluntario, puede también mencionarse el de imposibilidad de
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continuar en la explotación mercantil por haber devenido ilícito el objeto del
negocio en virtud de disposición de la autoridad gubernamental, lo que puede
ocurrir si el Estado toma a su cargo tal actividad, o porque habiendo prohibido
la realización de negocios de determinada índole el comerciante no inicia acti-
vidades en un nuevo giro. En cuanto a la forma de adquirir la calidad de
comerciante por presunción habría que considerar los avisos, rótulos,
publicaciones que anuncien la apertura de un establecimiento comercial.
7.7. COMERCIANTE EXTRANJERO
El art. 131 de la Constitución de 1979 reconoce como una de las garantías
la de la libertad de comercio e industria, sin hacer restricciones ni distingos
entre peruanos y extranjeros, en concordancia con la actual constitución de
1993 lo que también está dispuesto por el C. de C. en su art. 15o., con las
salvedades establecidas en leyes especiales en razón de los intereses del
Estado o de lo que en casos particulares pueda estipularse por los tratados y
convenciones con los demás países. Hay determinadas actividades mercantiles
que el propio Código reserva a los peruanos, como son las de agentes
mediadores colegiados (art. 94o., inc. lo.), o capitanes de buque (art. 622o.). En
otros casos, leyes especiales han reservado para los peruanos determinadas
actividades, como ocurre, entre otras, con las de cabotaje marítimo y aéreo
(art. 401o. del Reglamento de la Marina Mercante y Ley de Aeronáutica Civil,
respectivamente).
Para que el comerciante individual pueda ejercer el comercio en el Perú
debe tener, conforme a las leyes de su país, capacidad para contratar y para
ejercer el comercio, de modo que si en éste estuviera sometido a un régimen
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de restricciones, a él quedaría sometido. Además, también se aplicarían las
causales establecidas en el art. 13o. del C. dt C. o sea en los casos de estar
sufriendo la pena de interdicción civil mientras no hayan cumplido la condena o
hayan sido amnistiados o indultados, y los declarados en quiebra mientras no
obtuvieran rehabilitación, supuestos en los cuales tampoco podrán tener cargo
ni intervención directa, administrativa o económica en compañías mercantiles o
industriales. Iniciado en la actividad comercial en ejercicio de la capacidad que
le acompaña, serían aplicables al comerciante las prescripciones del C. de C. y
de las leyes respectivas. Conforme a ellas, instalará sus establecimientos, sus
sucursales, se reglamentarán sus operaciones mercantiles y quedará sometido
a la jurisdicción de los tribunales del país, todo aquello sin perjuicio de lo que
en determinados casos “pueda establecerse por los tratados y convenciones
celebrados en las demás potencias”, según lo expresa el art. 15o. del C. de C.
8. PRINCIPALES SOCIEDADES EN LA LEY 26887
8.1. CLASIFICACIÓN DE SOCIEDADES SEGÚN LA RESPONSABILIDAD.
Atendiendo a la responsabilidad, las sociedades se clasifican en sociedades de
responsabilidad limitada y sociedades de responsabilidad ilimitada. La
referencia a la responsabilidad alude a la que corresponde a los socios, no a la
sociedad. Esta responde con todos sus bienes por las resultas de su actividad.
Pero en relación a los socios, se trata de sociedades de responsabilidad limita
únicamente al monto de lo que aportaron o de lo que se comprometieron a
aporta. En cambio, en las sociedades de responsabilidad ilimitada, la
responsabilidad de los socios se extiende a todos los bienes del socio, aun a
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los no aportados. La responsabilidad ilimitada es, además solidaria. El socio
responde en forma solidaria con la sociedad por las deudas de ésta.
Caso típico de sociedad de responsabilidad ilimitada es la sociedad colee"
a y en alguna medida las sociedades en comandita. Sociedades de
responsabilidad limitadas, son la sociedad anónima en sus diferentes
modalidades y la sociedad comercial de responsabilidad limitada, propiamente
dicha
Hay responsabilidad mixta en las sociedades en las que unos socios son
ilimitadamente responsables y otros lo son sólo limitadamente, como ocurre en
las sociedades comanditarias. Los socios colectivos responden con todos sus
bienes por las resultas de los negocios sociales, mientras que los
comanditarios responden sólo hasta el monto de sus aportes.
8.2. SOCIEDADES DE PERSONAS Y SOCIEDADES DE CAPITALES.
Esta es otra explicación que se hace de las sociedades y que no resulta del
todo exacta porque en toda sociedad tienen que coexistir ambos elementos, el
elemento personal, o sea, los socios que la forman, y el elemento capital, o sea
el elemento material, constituido por el aporte de los socios. De este modo,
cuando se aplica el criterio de diferenciación entre una y otra clase de
sociedades, se atiende al elemento predominante en una y otras.
En las sociedades de persona predomina la consideración al elemento
personal. No es indiferente que sea socio de una sociedad una persona u otra.
Si se trata de persona de solvencia económica o moral, este hecho influye en la
vida de la sociedad. Tal ocurre en las sociedades colectivas, en vista de la
responsabilidad solidaria en ilimitada de los socios por las deudas sociales. La
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persona de los socios es tomada en cuenta por los acreedores para el
otorgamiento de los créditos, puesto que aquéllos son responsables en caso de
insolvencia de la sociedad.
En cambio, en las sociedades de capitales, la consideración a la persona
de los socios no tienen esa importancia, pues la influencia del socio en la vida
de la sociedad se mide por los aportes que hubiese efectuado. A los
acreedores les resulta indiferente el patrimonio de los socios, las calidades
personales de éstos, puesto que en último término lo que responderá por el
importe de sus créditos es únicamente el patrimonio de la sociedad.
3. Clases de Sociedades.
El principal criterio que clasifica las sociedades, es la distinta responsabilidad
del socio por las deudas sociales. Las sociedades pueden estar organizadas,
en función de ese criterio, o con una base personal o por interés
(intuituspersonae) o con una base capitalista (intuituspecuniae). Dentro de las
primeras, en esta ley se regulan las sociedades colectivas (art. 265° y ss. LGS)
y civiles (art. 295° y ss LGS); dentro de las segundas, las sociedades
anónimas (art. 50° y ss LGS) y las de responsabilidad limitada (art. 283° y ss.
LGS); constituyen formas mixtas, las comanditarias (art. 278° y ss LGS).
Ahora bien, la clasificación puede ampliarse, en cuanto a matices: por
ejemplo, la sociedad anónima cerrada (art. 234° y ss LGS) y la sociedad de
responsabilidad limitada (art. 283 ° y SS. LGS) son sociedades de capitales,
pero híbridas; tienen componentes de sociedades de personas. E igual, las
comanditarias por acciones (art. 282 y ss LGS. son sociedades de personas de
personas pero impregnadas con ingredientes de sociedades de capitales.
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La elección de este criterio se fundamenta en razones de seguridad
jurídica al otorgar mayor transparencia a la organización societaria, posibilitar
un mejor conocimiento a los terceros que contraten con la sociedad y facilitar
un mejor desenvolvimiento de la actividad comercial en general.
Nuestra Ley contempla las siguientes clases de sociedades:
1. Sociedad anónima, que a su vez puede adoptar la modalidad
de:
a) Sociedad anónima cerrada.
b)  Sociedad anónima abierta.
2. Sociedad colectiva.
3. Sociedad en comandita, que a su vez puede ser una:
a) Sociedad en comandita simple.
b) Sociedad en comandita por acciones.
4. Sociedad comercial de responsabilidad limitada,
5. Sociedad civil.
Existen además otras sociedades comerciales que están sujetas a una
legislación especial, como ocurre en el caso de los bancos y compañías de
seguros, cuyas actividades están sujetas a la vigilancia de Superintendencia de
Banca y Seguros, o las sociedades agentes de bolsa que se encuentran bajo la
supervisión de la CONASEV.
Otras formas societarias, como son las cooperativas y las mutuales, no
son sociedades mercantiles en la ley peruana. En algunos países las
cooperativas están consideradas como sociedades mercantiles.
4. Sociedad Anónima.
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Los conceptos definitorios de esta clase de sociedad, según la ley son: que el
capital de propiedad de la compañía no tiene conexión directa o indirecta con
el de los socios, se divide en acciones y la responsabilidad de los socios por
las deudas sociales es limitada. Según la ley los accionistas de las sociedades
anónimas no responden personalmente de las deudas sociales (art. 51°).
El capital social está representado por acciones nominativas y resulta
formado en virtud del aporte de los socios. La aportación puede consistir en
dinero o en especies, conforme a las reglas para toda clase de sociedades
(art.22°, 23°, 25° y 26°), con la salvedad de que el aporte no puede consistir
en servicios. Tampoco puede considerarse socio a quien no efectúa aporte
alguno.
La existencia del capital es requisito esencial para el nacimiento de la
sociedad anónima. Es el único modo de darle contenido patrimonial, pues los
socios permanecen ajenos, desde el punto de vista de las obligaciones que
pudieran corresponderles, a las vicisitudes de la sociedad.
4.1. Denominación.
La Ley se preocupa de que el tercero y el público en general conozcan de
modo inmediato el tipo de sociedad de que se trata, lo que resulta de interés
para el efecto de conocer el límite de la responsabilidad que corresponde a los
socios  que puede ser determinante para el otorgamiento de los créditos. Por
ello obliga a que se incluya en la denominación las palabras «Sociedades
Anónimas», o las iniciales «S.A.». Si la actividad que realiza una sociedad, sólo
puede efectuarse, de acuerdo con la ley, por sociedades anónimas, el uso de
la indicación o de las siglas es facultativo.
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No se puede adoptar una denominación completa o abreviada, igual o
semejante a la de otra sociedad preexistente, salvo cuando se demuestre
legitimidad para ello. Tampoco se puede adoptar una denominación completa
o abreviada que contenga, nombres de organismos o instituciones públicas o
signos distintivos protegidos por derechos de propiedad industrial o elementos
protegidos por derechos de autor, salvo que se demuestre estar legitimado
para ello. El Registro no inscribe a la sociedad que adopta una denominación
completa o abreviada igual a la de otra sociedad preexistente. Los afectados
tienen derecho a demandar la modificación de la denominación o razón social
por el proceso sumarísimo ante el juez del domicilio de la sociedad que haya
infringido la prohibición.
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CAPÍTULO III
3.1.  COMERCIO INFORMAL EN  LA PROVINCIA DE SAN ROMAN
JULIACA.
En la región Puno en esta parte sur del Perú, Juliaca estos últimos años se ha
convertido en un polo de desarrollo incontrolable por la activa actividad
comercial, no solo de los pobladores de Juliaca que es eminentemente
comercial, sino de otros habitantes del Perú, que vieron una forma de actividad
comercial desmedido e incontrolable. Es necesario argumentar
epistemológicamente respecto al manejo económico, la política económica del
mundo estos últimos años, ha influido diametralmente en el Perú al aplicar un
giro económico neoliberal y apertura a todo el mercado mundial  permitiendo
que los grandes inversionistas del mundo económico inviertan en diversas
actividades económicas comerciales y empresariales sin embargo, esta política
favorece  también en la región Puno, específicamente en la provincia de San
Román Juliaca, que la actividad comercial ha crecido diametralmente de
manera desordenada y optaron la mayoría de acuerdo a la actividad comercial
por la informalidad, tanto la actividad del contrabando, como la minería
informal, ha  permitido este crecimiento cada vez más estos últimos años
favoreciendo a la población de Juliaca, también el  aumento de la inversión de
capitales foráneos por  la confianza de nuestra economía, un reto y un inicio
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para el empresariado que  legaliza y  formaliza sus actividades comerciales,
cuyos objeto de investigación es justamente el tema que me indujo  es por la
ilegalidad, ineficiencia de aplicar la ley general de sociedades a los
comerciantes de la Provincia de San Román, es necesario legalizar y formalizar
el comercio  para fortalecer la economía que en el Perú se viene aplicando, que
no puede parar este crecimiento que los empresarios puneños emprendieron
para tal efecto están utilizando el modelo de las sociedades anónimas, que es
lo más preferente para los empresarios Puneños que en realidad  vieron por
conveniente hacer inversión especialmente ligado al turismo, que une una serie
de actividades que no  debe parar porque beneficia a todos los empresarios
puneños dedicados a esta actividad que va en alza.
Otro factor de las actividades comerciales que muchas personas naturales se
dedican es por el contrabando, que es un paso por el país vecino de Bolivia,
que permite distinguir más la actividad comercial y empresarial para su
legalidad y tengan una idea mejor que con inscribir la empresa en registros
Públicos, los beneficios que se obtiene por la legalidad de las empresas
inscritas y poder acceder a diversos créditos que las diversas empresas de
financiamiento otorgan a las empresas debida mente legalizadas más
específicamente a las de sociedad anónima
3.2. SOCIEDADES ANÓNIMAS Y EL COMERCIO INFORMAL EN LA
PROVINCIA DE SAN ROMAN JULIACA.
Las sociedades anónimas en Juliaca, estos últimos años va en aumento por la
inversión de capitales foráneos por  la confianza de nuestra economía   un reto
y un inicio del empresariado que  legaliza y  formaliza, cuyos objeto de
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investigación es justamente el tema que me indujo  es por la ilegalidad
ineficiencia de las sociedades anónimas en Juliaca, para fortalecer la economía
que en el Perú se viene aplicando que no puede parar este crecimiento que los
empresarios juliaqueños emprendieron para tal efecto están utilizando el
modelo de las sociedades anónimas que es lo más preferente para los
empresarios juliaqueños que en realidad  vieron por conveniente hacer
inversión especialmente ligado al turismo, cadena de Hoteles, y restaurantes
que une una serie de actividades que no  debe parar porque beneficia a todos
los empresarios de la región Puno dedicados a esta actividad que va en alza.
Otro factor de las actividades comerciales que muchas personas naturales se
dedican es por el contrabando que es un paso por el país vecino Bolivia que
permite distinguir más la actividad comercial y empresarial para su legalidad y
tengan una idea mejor que con inscribir la empresa en registros Públicos, los
beneficios que se obtiene por la legalidad de las empresas inscritas y poder
acceder a diversos créditos que las diversas empresas de financiamiento
otorgan a las empresas debida mente legalizadas, más específicamente a las
de sociedad anónima.
3.3. CAUSAS SOCIALES DEL COMERCIO INFORMAL EN JULIACA
Las causas sociales por el que viene creciendo la informalidad comercial en la
Ciudad de Juliaca, es la necesidad económica y la falta de trabajo en la región
y la mayoría de la población  especialmente el emigrante, tiene que solucionar
sus necesidades básicas se sobrevivencia con el comercio informal, es la
razón del crecimiento desordenado e ilegal a través de esta investigación,
pretendo dar un aporte  para legalizar la informalidad empresarial en la Ciudad
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de Juliaca, tomando como punto de partida que somos una zona de frontera y
existe afluencia en la actividad comercial del contrabando, y también la minería
informal, servirá  como punto de partida para que otras empresas informales se
legalicen y  corroboren al crecimiento y mejoramiento de nuestra economía del
sector privado en Juliaca.
3.4. CAUSAS JURÍDICAS DEL COMERCIO INFORMAL EN JULIACA
A través de esta investigación pretendo aportar las necesidades jurídicas y la
información a la población, especialmente a los comerciantes informales, para
su legalización. Para ello es necesario analizar la  dogmática jurídica comercial
y empresarial que existe como  pluralidad de modelos de sociedades
mercantiles que ha recogido la Ley General de Sociedades N°. 26887 de 9 de
Diciembre de 1997.
¿Por qué tienen prevalencia y aceptación las empresas informales o los
comercios informales y no las que la ley rige? Consideramos que Juliaca es
una Ciudad muy prospera producto del trabajo y la población se dedica a la
actividad comercial, pero prima  la informalidad, uno de los factores de la
investigación es  nuestra región es zona de frontera, sin embargo no está
demás analizar que la ley general de sociedades nos ofrece posibilidades
empresariales formales y seguras a través de la inversión de  capitales , donde
los socios gozan del beneficio de la responsabilidad limitada, pues, arriesgan
en la actividad empresarial solo los bienes o derechos aportados o prometidos
aportar, no más. Por consiguiente, no hay responsabilidad de los socios frente
a posibles contingencias que pongan en riesgo el capital de la sociedad. En
estos casos los socios solamente responden por sus aportaciones.
131
Actualmente luego de investigar y obtener información de la Municipalidad
Provincial de San Román, los comerciantes que expenden diversos productos
en las calles de la ciudad, pagan un precio simbólico diario, por ocupar la vía
pública, entonces se puede calificar que se está legalizando la informalidad con
este cobro ilegal por parte del municipio de la Comuna, ósea alentando a la
informalidad no interesándole ordenar y legalizar, ya que es la función de la
entidad Municipal.
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CAPÍTULO IV
ANÁLISIS Y EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS
1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA.
La política económica tiene sus efectos sociales y legales en la región Puno,
específicamente en la provincia de San Román Juliaca, por lo que se planteó el
problema a investigar con este título tentativo denominado “causas sociales y
legales de la informalidad comercial en la provincia de San Román 2012-2014”.
La actividad comercial ha crecido diametralmente de manera desordenada y
muchos pobladores que emigran de diversos lugares de la Región y del País,
optaron la mayoría de comerciantes de acuerdo a la actividad comercial, por el
comercio informal en la ciudad de Juliaca, creándose actividades como el
contrabando y la minería informal, que permiten este crecimiento cada vez más
elevado creando un malestar al comercio legal y al empresariado formal en las
diversas actividades económicas en la Provincia de San Román Juliaca, estos
últimos años también viene en aumento por los  aportes de  los empresarios
particulares  de invertir y hacer empresa en este lugar del Altiplano Puneño, al
igual como en otros lugares del país, sin embargo la informalidad de manera
desleal también va en aumento, por la misma  política económica que otorga la
confianza y seguridad de los inversionistas locales, no se adecuan a la ley
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prefieren  la  informalidad y burlar los impuestos tanto de la SUNAT,
MUNICIPIO entre otros.
Como se ha expuesto, la naturaleza jurídica y mercantil de las diferentes
sociedades, varía de una a otra. Esto no podría ser de otra manera pues, de lo
contrario existiría un solo tipo de sociedad. Al respecto, nuestra legislación
nacional, siguiendo la tradición del Derecho comercial comparado y del
Derecho internacional, ha ido introduciendo paulatinamente desde la conquista
y la república, los modelos societarios europeos. Todos ellos han ido
adecuándose a nuestra propia realidad económica y particularidad empresarial.
Sin embargo, conforme evoluciona la humanidad en sus diferentes
manifestaciones culturales y desde luego, económicas, también ha ido
evolucionando tipos y modelos empresariales. Así tenemos que, las
sociedades mercantiles de responsabilidad ilimitada se han extinguido en la
vida económica y mercantil, ningún empresario o grupo de empresarios se
permiten constituir sociedades de tal naturaleza.
2. EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS.
La demostración de nuestra afirmación de que las causas sociales y legales de
la informalidad comercial en la provincia de San Román Juliaca, que vienen
operando, prima la actividad informal, se hace necesario propulsar a través de
todas las instituciones comprometidas con esta actividad promover de
inmediato las ventajas que brinda legalizarse con la actual política económica
en nuestro país y poder acceder al crédito a través de las instituciones
financieras y mejorar su capital, sus ingresos y fundamentalmente aportar a
través de SUNAT sus impuestos que servirá para mejorar otras instituciones
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que el país necesita. Por ende me refiero a la actividad mercantil, comercial y
empresarial en la Región Puno; lo exponemos en los siguientes cuadros y
gráficos. En tales cuadros y gráficos se hallan expuestos el número de
sociedad y empresas individuales inscritos en los Registros Públicos de
Juliaca, de los años 2012 al 2014. A pesar de que no están regulados en la ley
General de Sociedades Mercantiles, en este estudio se incluye, las Empresas
Individuales de Responsabilidad limitada, las Cooperativas y las Asociaciones.
Lo más elevado es el comercio informal especialmente ambulatorio como
pasamos a demostrar:
Cuadro N° 01
DISTRIBUCION DE LAS EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO 2012
Tipo de Empresa Frecuencia Porcentaje
S.A.C. 157 23.9%
S.A. 101 15.4%
S.R.L. 269 41.0%
Sociedad civil 0 0.0%
E.I.R.L. 123 18.8%
Asociaciones 5 0.8%
Cooperativas 1 0.2%
Total 656 100.0%
FUENTE: El investigador.
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Grafico N° 01
EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO 2012
FUENTE: Cuadro N° 01
ANALISIS E INTERPRETACION
Del cuadro y gráfico N°. 01, se tiene que: el tipo de sociedad mercantil que ha
tenido mayor aceptación en el sistema empresarial Juliaqueño son las
sociedades mercantiles de responsabilidad limitada, Habiéndose inscrito un
total de 269 sociedades. En cambio, el segundo tipo de sociedades son las
Sociedades Anónimas Cerradas. En el estudio se denota, que los otros tipos de
sociedades no tienen casi existencia, tales como las Sociedad Anónima
Ordinaria, mucho menos, las Sociedades Colectivas, en Comandita,
Sociedades civiles También se percibe la gran constitución de Empresas
Individuales de Responsabilidad Limitada, sin embargo el comercio informal es
numeroso especialmente en el mercado Túpac Amaru de Juliaca que bordea
un aproximado de 1850.
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Cuadro N° 02
DISTRIBUCION DE LAS EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO  2013
Tipo de Empresa Frecuencia Porcentaje
S.A.C. 254 21.8%
S.A. 219 18.8%
S.R.L. 369 31.7%
Sociedad Civil 385 33.1%
E.I.R.L. 6 0.5%
Asociaciones 0 0.0%
Cooperativas 1 0.1%
Total 1164 100.0%
Fuente: El investigador
Grafico N° 02
EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO  2013
FUENTE: Cuadro N° 02
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ANALISIS E INTERPRETACION
Del presente cuadro y gráfico N°. 2, se tiene la misma tendencia del primer
cuadro y gráfico, pues, existe la primacía de las Sociedades Comerciales de
Responsabilidad Limitada y las Sociedades Anónimas Cerradas. En cambio, se
tiene que los otros tipos de sociedades no tienen casi existencia, mucho menos
las sociedades de responsabilidad ilimitada. También, si se analizara desde el
punto de vista empresarial, se tiene que las Empresas Individuales de
Responsabilidad Limitada son las más aceptadas por los empresarios
juliaqueños. Sin embargo estos últimos años ha aumentado el comercio
ambulatorio superando enormemente al comercio formal.
CUADRO N° 03
DISTRIBUCION DE LAS EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO  2014 SE
MANTIENE DEL 2013
Tipo de Empresa Frecuencia Porcentaje
S.A.C. 254 21.8%
S.A. 219 18.8%
S.R.L. 1169 100.4%
Sociedad Civil 385 33.1%
E.I.R.L. 6 0.5%
Asociaciones 0 0.0%
Cooperativas 1 0.1%
Total 1164 100.0%
Fuente: El investigador
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Grafico N° 03
EMPRESAS INSCRITAS EN EL AÑO  2014 SE MANTIENE DEL 2013
FUENTE: Cuadro N° 03
ANALISIS E INTERPRETACION
Del presente cuadro y gráfico N°. 3, se tiene la misma tendencia del primer
cuadro y gráfico, pues, existe la primacía de las Sociedades Comerciales de
Responsabilidad Limitada y las Sociedades Anónimas Cerradas. En cambio, se
tiene que los otros tipos de sociedades no tienen casi existencia, mucho menos
las sociedades de responsabilidad ilimitada. También, si se analizara desde el
punto de vista empresarial, se tiene que las Empresas Individuales de
Responsabilidad Limitada son las más aceptadas por los empresarios
juliaqueños. Sin embargo a aumento enormemente la inversión de la minería
informal como el contrabando en la ciudad de Juliaca a través del comercio
informal.
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CUADRO N° 04
DISTRIBUCION ESTIMADA DE LAS EMPRESAS INFORMALES (NO
INSCRITAS NI LEGALIZADAS) EN LA PROVINCIA DE SAN ROMAN,
JULIACA. AÑO 2014
Tipo de Empresa Frecuencia Porcentaje
Comercio informal
Mercado Túpac
Amaru
1850 3.3%
Comercio informal
ambulatorio
50,900 91.3%
Comercio informal
en minería
3000 5.4%
Total 55750 100.0%
Fuente: El investigador
ANALISIS E INTERPRETACION
Del cuadro número 4 se tiene que la informalidad comercial que vive la ciudad
de Juliaca provincia de San Román, va en incremento y hace una marcada
diferencia con las empresas formales ya que el 2014 las empresas formales
estaban constituidas por 1164 y las empresas informales por 55750,
ocasionando un desorden tanto para los peatones y tránsito vehicular.
140
CUADRO N° 05
DISTRIBUCION DE LAS CAUSAS SOCIALES DE EMPRESAS
INFORMALES EN LA PROVINCIA DE SAN ROMAN
Tipo de Causa Frecuencia Porcentaje
Falta de trabajo 180 72.0%
Falta de capital 70 28.0%
Total 250 100.0%
Fuente: El investigador
Grafico N° 05
CAUSAS SOCIALES DE EMPRESAS INFORMALES EN LA PROVINCIA DE
SAN ROMAN
FUENTE: Cuadro N° 05
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ANALISIS E INTERPRETACION
Del presente gráfico y cuadro N°. 5, se tiene que una de las causas sociales es
que la gran mayoría de comerciantes que expenden su producto en calles y
mercados, lo hacen por la necesidad de trabajo, por lo mismo que no existe un
número considerable de empresas formales, tanto privadas como públicas, así
como lo hemos demostrado con la presente investigación, otra causa social, es
la falta de capital, ya que muchos comerciantes no cuentan con capital propio
para constituir empresa, y la desconfianza que existe por parte de las
instituciones financieras al respecto de estos comerciantes por no tener
documentos formales de su actividad comercial.
CUADRO N° 06
DISTRIBUCION DE LAS CAUSAS JURIDICAS DE EMPRESAS
INFORMALES EN LA PROVINCIA DE SAN ROMAN
Tipo de Causa Frecuencia Porcentaje
Numero reducido de
empresas formales
159 63.6%
restringido crédito financiero 64 25.6%
desconocimiento de la ley de
sociedades
27 10.8%
Total 250 100.0%
Fuente: El investigador
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Grafico N° 06
CAUSAS JURIDICAS DE EMPRESAS INFORMALES EN LA PROVINCIA DE
SAN ROMAN
FUENTE: Cuadro N° 06
ANALISIS E INTERPRETACION
Del presente gráfico y cuadro N°. 6, se tiene que una causa jurídica es que en
la ciudad de Juliaca existe un número reducido de empresas formales (legales),
por lo que genera una mayor cantidad de desocupados y las instituciones
financieras no facilitan créditos a estos comerciantes por no tener documentos
formales o legales que acrediten su actividad comercial, y la gran mayoría de
comerciantes no tienen conocimiento legal sobre las bondades que le puede
dar la ley general de sociedades (26887).
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CUADRO N° 07
RELACION ENTRE CAUSAS SOCIALES Y  JURIDICAS DE EMPRESAS
INFORMALES EN LA PROVINCIA DE SAN ROMAN
Causas Sociales
Causas jurídicas
Total
Número reducido
de empresas
formales
restringido
crédito
financiero
desconocimiento
de la ley de
sociedades
Falta de trabajo 144 14 22 180
% 57.6% 5.6% 8.8% 72.0%
Falta de capital 15 50 5 70
% 6.0% 20.0% 2.0% 28.0%
Total 159 64 27 250
% 63.6% 25.6% 10.8% 100.0%
Fuente: El investigador
Grafico N° 07
CAUSAS SOCIALES Y  JURIDICAS DE EMPRESAS INFORMALES EN LA
PROVINCIA DE SAN ROMAN
FUENTE: Cuadro N° 07
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ANALISIS E INTERPRETACION
Del presente gráfico y cuadro N° 07, se puede apreciar que la mayor
concentración de la causa social, falta de trabajo (57.6%) se debe por el
número reducido de empresas formales atribuidas como causa jurídica.
También notamos que la falta de capital como causa social (20.0%) se debe al
restringido crédito financiero, lo cual denota como factor jurídico preponderante.
Aparentemente visualizamos una relación entre las causas sociales y causas
jurídicas existentes en las empresas informales en la provincia de San Román.
Para validar lo expresado recurrimos a la prueba de hipótesis de la chi
cuadrada para tablas de contingencia
Chi-Square Tests
Value df
Asymp. Sig. (2-
sided)
Pearson Chi-Square 108,152a 2 ,000
Likelihood Ratio 103,997 2 ,000
Linear-by-Linear Association 30,875 1 ,000
N of Valid Cases 250
a. 0 cells (.0%) have expected count less than 5. The minimum expected
count is 7.56.
La prueba chi cuadrada denota que si existe relación entre las causas sociales
con las causas jurídicas en la permanencia  de las empresas informales de la
provincia de San Román, lo cual se comprueba con el nivel de significancia
(p<0.00) a dos grados de libertad.
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EN RESUMEN
Los comerciantes en la ciudad de Juliaca son la gran mayoría informales y los
datos obtenidos son aproximados a través de encuestas y entrevistas tomando
en cuenta al azar como muestra a 250 personas comerciantes informales.
La Municipalidad Provincial de San Román Autoriza a los comerciantes
informales en el mercado grande Túpac Amaru, no importando sus
consecuencias legales, igualmente los que expenden diversos productos en las
calles de la ciudad, pagan un precio económico diario por ocupar la vía, se
puede calificar que se está legalizando con este cobro ilegal por parte del
Municipio de la Comuna, alienta la informalidad, no interesándole ordenar las
calles de la ciudad de Juliaca. Se dedican al comercio informal en las calles y
mercados un aproximado de 50,900 personas. La situación es muy compleja y
necesita de un análisis profundo, la problemática social del poblador de la
Provincia de San Román Juliaca.
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CONCLUSIONES
PRIMERO: Del estudio realizado en el ámbito de la Ciudad de Juliaca se tiene
que, las únicas sociedades reguladas por la Ley General de Sociedades que
tienen aceptación por los empresarios en Juliaca son: La Sociedad Comercial
de Responsabilidad Limitada y la Sociedad Anónima Cerrada y Abierta. El resto
de la actividad comercial prefiere la informalidad por no pagar los impuestos
SEGUNDO: También se confirma que, las Sociedad Colectiva y las dos formas
de Sociedad en Comandita no tienen aceptación en el empresariado
juliaqueño, pese de ser las primeras  formas de  sociedad  mercantil
reconocidas  en  el   Derecho Comercial Peruano. Para la actividad comercial
los juliaqueños prefieren la informalidad por no pagar los impuestos
TERCERO: Dentro del sistema empresarial juliaqueño, otro modelo de
empresa que tiene aceptación, sin ser consideradas propiamente sociedades,
son las Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada. Si hubiera una
difusión generalizada de las bondades de la ley de empresas, la actividad de
informalidad comercial, se acogería a la ley de sociedades o a la ley de la
Empresa individual de responsabilidad limitada.
CUARTA: Las causas por el que los comerciantes dedicados a esta actividad
económica optan por la informalidad es no tributar y no pagar impuestos de ley,
para recibir dividendos y esta informalidad se plasma básicamente en su
147
actividad ligada al comercio del contrabando la minería informal y otras
actividades inherentes a la producción.
QUINTA: El  Gobierno regional, local, SUNAT y otras instituciones del estado a
través de sus funcionarios, están obligados a realizar campañas de información
y orientación, dar  facilidades para mejorar la actividad comercial legal frente a
la informalidad, en beneficio del comerciante para que pueda tener acceso al
crédito financiero, flexibilizar los requisitos engorrosos para la constitución de
una empresa.
SEXTO.- La Municipalidad Provincial de San Román Autoriza a los
comerciantes informales, que expenden diversos productos en las calles de la
ciudad que paguen un precio diario por ocupar la vía, se puede calificar que se
está legalizando la informalidad comercial, con este cobro ilegal.
148
SUGERENCIAS
PRIMERO: Sugiero que es necesario una política conjunta tanto del Gobierno
Regional, local, SUNAT, ADUANAS, INDECOPI, Registros públicos, Notarias,
Cámara de Comercio, Ministerio de Trabajo, Fiscalías, tomar acciones de
difusión prevención y facilidades de la flexibilización de los impuestos por ser
zona de frontera, para el mejoramiento de la actividad comercial en nuestra
Región de  Puno,  por ende en Juliaca por ser eminentemente comercial.
Legalizar la actividad comercial informal, en empresas formales como
Sociedades y Empresas individual de responsabilidad limitada.
SEGUNDO: Sugiero que las sociedades anónimas abiertas y cerradas por su
manejo e interpretación debe ser difundida y dar acceso a través de la ley
general de sociedades, que las empresas informales se legalicen en el tiempo
más breve para el mejoramiento del comercio en Juliaca.
TERCERO: A través del Estado sugiero, que se debe buscar que los impuestos
deben ser más flexibles, los recaudadas por SUNAT, ADUANAS, Municipio y
se debe aplicar y ampliar las ventajas que brinda la ley, por ser zona de
frontera y de ese modo combatir el contrabando.
CUARTO: Del análisis y los resultados del proceso de investigación, soy del
criterio que, en tanto, las sociedades de responsabilidad Ilimitada,
específicamente las Sociedades Colectivas, la Sociedad en Comandita Simple
y la Sociedad en Comandita por Acciones no tienen existencia ni son utilizados
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por los operadores de la economía, esto es, por los empresarios en general,
deben ser eliminados o modificados a sociedades de responsabilidad limitada,
en la Ley General de Sociedades, por cuanto, a nivel nacional y a nivel regional
no tienen existencia.
QUINTO.- ¿Que hacer para que la Municipalidad Provincial de San Román
Juliaca no autorice  a los comerciantes que expenden diversos productos en
las calles de la ciudad? Que asuman sus funciones como entidad Pública y
trabajen para el bien público, las buenas costumbres y  no permitan este tipo
de comercio, la actual gestión debe  iniciar el ordenamiento de la ciudad de
Juliaca y ubicarlos en  lugares  más adecuados obligando al comerciante que
quiera un puesto de trabajo, la formalización legal de su actividad comercial, en
beneficio del Estado y de la sociedad de Juliaca.
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ANEXOS
ANEXO  I
MODELO DE ENCUESTA
INDICACIONES:
1. La presente “Encuesta” ha sido elaborada con la finalidad de obtener importantes
datos, los cuales, están basadas en vuestras opiniones
2. Se ruega, que se responda con la mayor sinceridad, claridad y profundidad cada
pregunta que conforma esta encuesta. Desde ya, se expresa los sentimientos de
mi mayor gratitud y estima personal.
El tesista Mgtr. Mario Monroy Pachas
CUESTIONARIO
1. ¿Qué entiende Ud. por comercio?
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
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2.  Marque la alternativa correspondiente
¿Cuál o cuáles son las manifestaciones o actividades comerciales
considera Ud. más frecuentes en Juliaca?
Comercio legal (    )
Comercio ilegal (    )
Comercio ambulatorio (    )
Comercio y contrabando (    )
Comercio y minería ilegal (    )
Otros:
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
3.  Marque la alternativa correspondiente
¿Cuál o cuáles son, las actividades más  frecuentemente, utilizadas por
la Población de Juliaca?
El comercio (    )
El comercio informal (    )
El comercio a través de Empresa (    )
El comercio Autorizado por el Municipio  (    )
El comercio Autorizado por la SUNAT (    )
El comercio inscrito en Registros Públicos (    )
El comercio y la informalidad (    )
El comercio Ambulatorio (    )
El comercio y la minería informal (    )
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OTROS
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
4.  Marque la alternativa correspondiente
¿Cuál o cuáles son, frecuentemente, la actividad de la población de
Juliaca?
El comercio ambulatorio (    )
El comercio empresarial Plaza Vea (    )
El comercio empresarial Real Plaza (    )
El comercio empresarial PROMART (    )
El comercio empresarial con licencia (    )
OTROS
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
5.  Marque la alternativa correspondiente
¿Cuál o cuáles son las causas que en Juliaca se dedica a la actividad
comercial informal?
La presencia  y facilidad de la actividad de contrabando (    )
La presencia de la minería informal más fácil (    )
La falta de trabajo en la ciudad (    )
La falta de oportunidades laborales  en el sector Público      (    )
La compleja interpretación de la ley de sociedades (    )
Las trabas que pone SUNAT (    )
SUNAT cobra impuestos altos (    )
Falta de difusión por el Municipio (    )
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OTROS
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
6.  ¿Opina Ud. Respecto al comercio legal que opera en Juliaca como Plaza
vea y otros es bueno o es malo?
Si (    )
No (    )
¿Por qué?
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
7. ¿Opina Ud. De la actividad comercial en forma ambulatoria es bueno o es
mala?
Si (    )
No (    )
¿Por qué?
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
8. ¿Considera Ud. que  la actividad comercial en el mercado Tupac Amaru y
otros es bueno o es malo?
Si (    )
No (    )
¿Por qué?
__________________________________________________________
__________________________________________________________
__________________________________________________________
